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¿ L A S I N S T I T U C I O N E S D E

L A C I U D A D A N Í A ?

Entre finales del 2022 e inicios del 2023, miles de personas se
movilizaron en diversas ciudades de México con la consigna
de defender al Instituto Nacional Electoral (INE) frente a lo
que consideraban un intento del gobierno de Andrés Manuel
López Obrador (AMLO) para cooptarlo, o en el peor de los
casos, destruirlo, mediante una propuesta de reforma. Las ma-
nifestaciones, que fueron las más numerosas que ocurrieron
contra una iniciativa gubernamental en ese sexenio, se presen-
taron públicamente como una expresión civil en defensa de
una institución de la ciudadanía. Como un fenómeno de mi-
metismo, el núcleo promotor de las protestas adoptó el color
institucional del organismo electoral y se denominó la Marea
Rosa, una identidad que en el 2024 fue parte de la campaña
presidencial de la candidata de la alianza opositora al partido
gobernante.

Cuando el ejecutivo presentó su iniciativa de reforma elec-
toral, este no tenía la mayoría necesaria en el legislativo, por
lo que no fue aprobada. Seguramente las movilizaciones en
las calles influyeron en el ánimo de los partidos de oposición
que votaron en contra, pero cabe cuestionar en qué medida



estas representaban el sentir ciudadano, sobre todo si se consi-
deran encuestas que reflejaban una aceptación mayoritaria de
la iniciativa del ejecutivo, especialmente en torno a uno de los
temas más polémicos: la elección de autoridades electorales a
través del sufragio universal (Raziel, 2022) .

Estos conflictos ocurrieron al tiempo que terminaba de
redactar este libro, lo que me permitió comprenderlos, más allá
de la coyuntura, como parte de una larga y conflictiva historia
de las instituciones ciudadanas en México, una particularidad
del modelo de democracia construido desde mediados de los
noventa. A mi parecer, la Marea Rosa como una confluencia
entre una identidad ciudadana y los partidos de oposición no
fue una mera alianza pragmática, sino una secuencia más en
una trayectoria histórica en la que la idea de ciudadanía se
institucionalizó como una concepción particular en un sector
de la élite política nacional, compuesto por adscripciones tanto
de partidos como de organizaciones de la sociedad civil.

En esta obra examino más de veinte años de historia de
dos instituciones ciudadanas en México: el Instituto Federal
Electoral (IFE), transformado en Instituto Nacional Electoral
(INE); y el Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI),
después convertido en Instituto Nacional de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos Personales (INAI). Ambos
organismos fueron protagonistas de conflictos con el gobierno
de AMLO, tanto por enfrentamientos en los que participaron
portavoces de la mayoría gobernante y autoridades electora-
les, como por la iniciativa explícita y exitosa de extinguir al
organismo de transparencia. El objeto de la investigación que
presento no tiene como centro estos conflictos, pero es ineludi-
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ble referirlos porque contienen un problema histórico: la legi-
timidad de las instituciones ciudadanas.

Los enfrentamientos en torno a estas instituciones duran-
te el gobierno electo en 2018 fueron intensos, pero no inéditos.
Cuando el IFE se transformó en INE, en el 2014, registraba sus
más bajos niveles de confianza entre la sociedad (Parametría,
2015) , acumulando una trayectoria de cuestionamientos y de-
safíos hacia sus autoridades, además de un impasse en el que
su órgano directivo quedó incompleto durante casi un año. En
el caso del INAI (también reformado en 2015) sucedió algo si-
milar, pues su antecesor, el IFAI, nunca conoció la estabilidad
debido a constantes cambios en su pleno de autoridades, lo
que incluye conflictos públicos y legales entre estas, además
de su recurrente cuestionamiento público por no tener el per-
fil idóneo para desempeñar sus funciones. A esta historia, el
gobierno de Morena adicionó críticas a la existencia onerosa
de ambos e intensificó los cuestionamientos a su atributo ciu-
dadano.

El problema no es meramente de actitudes de la clase po-
lítica. Por diseño, las autoridades de ambos organismos tienen
facultades para ejercer control sobre las instituciones del go-
bierno representativo (partidos, ejecutivo y legislativo) ¿Qué
es lo ciudadano y cómo se reconoce? ¿De dónde proviene su
legitimidad? La legitimidad de las instituciones ciudadanas
en México ha sido atendida desde la perspectiva de la parti-
cipación social en una explícita diferenciación de los partidos
políticos que, paradójicamente, son las agrupaciones a quienes
están adscritas las autoridades legislativas y ejecutivas encar-
gadas de nombrar y respetar el nombramiento de las autori-
dades ciudadanas. Dados los atributos de autoridad de estas
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instituciones y su apelación al interés de la sociedad, el proble-
ma tiene que ver con la representación política ¿Cómo puede
ser esta posible en una distancia con los partidos, que se legiti-
man mediante la competencia electoral, al mismo tiempo que
se requiere de su reconocimiento?

Antes que resolver esta tensión, me propongo abordarla
a través de una perspectiva teórica de mutua constitución de
las relaciones entre Estado y sociedad, de manera más especí-
fica, entre partidos políticos y agrupaciones ciudadanas. Regu-
larmente, ambos tipos de organizaciones se presentan como
si tuvieran atributos normativos diferentes (los partidos son
mezquinos y corruptos mientras las organizaciones ciudada-
nas buscan el bien común) y como si actuaran en oposición. Es-
ta es una concepción política que no permite comprender que
las instituciones ciudadanas se construyen a través de víncu-
los entre diferentes tipos de actores, tanto de la sociedad como
de los partidos y el Estado.

La perspectiva relacional del Estado es parte de la tradi-
ción del institucionalismo histórico, por eso es por lo que pre-
sento un estudio de largo aliento, basado en discusiones sobre
el carácter histórico y contextual de las instituciones políticas,
con énfasis en las coaliciones de actores que protagonizan su
devenir, así como en los mecanismos de distribución de poder
que son constitutivos de sus formas en el tiempo. Al trabajar
con procesos y vínculos, combiné dos herramientas de análisis:
el rastreo de procesos (process tracing) y el análisis de redes so-
ciales (ARS). La mixtura es útil en la medida que los vínculos
entre personas, organizaciones y eventos en el tiempo constitu-
yen unidades de observación para el rastreo de características
de procesos históricos.
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En particular esta obra se enfoca en la trayectoria insti-
tucional del organismo electoral y el órgano garante de los
derechos de acceso a la información, en un periodo que va
de 1989 hasta el 2021. Como mostraré, en estas décadas la le-
gitimidad ciudadana ha sido predominantemente conflictiva,
constituida más como un remanente ideacional del proceso de
ciudadanización experimentado en el IFE entre el segundo lus-
tro de los noventa y los primeros años del dos mil, a la par de
los cambios políticos y de diseño institucional que acompaña-
ron la transición a un régimen de competencia electoral libre
en el país. La ciudadanización del organismo electoral fue un
hito en la historia política de México que apenas cubre un ter-
cio de la historia del organismo electoral; en comparación, el
IFAI jamás experimentó algo similar.

L A L E G I T I M I D A D D E L A S

I N S T I T U C I O N E S C I U D A D A N A S

El carácter ciudadano del IFE y el IFAI ha sido problemático
durante gran parte de su historia: sus órganos de dirección, el
Consejo General (CG) y el Pleno de Comisionados (PC), res-
pectivamente, han sido objeto constante de cuestionamientos,
descalificaciones y desafíos, lo que proviene de élites de los
partidos políticos, representantes populares, funcionarios pú-
blicos, organismos privados y organizaciones de la sociedad.
Ambos organismos contienen una idea de autoridad ciudada-
na para ejercer una función de Estado que, sin embargo, resulta
de difícil validación y entra en choque con la legitimidad de
las instituciones del gobierno representativo (ejecutivo, legis-
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lativo y partidos), que proviene de la competencia por el voto
popular.

El problema que exploro en esta obra es el de la legitimi-
dad ciudadana de estas instituciones. Esta suele referir a un
sentido común en el que lo ciudadano es un ámbito trascen-
dente a los partidos políticos, casi en una oposición normativa
en la que los segundos son entidades con intereses parciales,
mientras lo primero es el reino del interés de la sociedad. Así,
la razón de ser de instituciones como el IFE/INE e IFAI/INAI
se formula en términos de su surgimiento como respuesta a
una demanda de la sociedad para depositar la custodia de un
tema de trascendencia general, en una entidad que opere más
allá de los objetivos facciosos que guían a los partidos políti-
cos en su disputa por el control del poder del Estado (Córdova
Vianello, 2011). Al margen de lo poco realista, el planteamien-
to resulta problemático si se considera que las autoridades de
los organismos ciudadanos son designadas por los poderes
representativos (ejecutivo, legislativo o ambos) ¿Tiene sentido
pensar a quienes dirigen el CG y el PC como distantes o, en el
mejor de los casos, desvinculadas de quienes compiten por el
voto popular?

La diatriba ha sido tratada desde el esquema del principal-
agente (Ackerman, 2007; Estévez et al., 2008a), un problema
que se puede sintetizar como la tensión entre la independen-
cia que tiene un actor para ejercer un mandato y la necesidad
de quienes lo delegan para controlar que lo cumpla. Pero quie-
nes mandatan a las autoridades del organismo electoral y el
instituto de transparencia no son los representantes populares
que las designan; en teoría, tanto consejerías electorales como
el cargo de comisionados de transparencia, tienen la responsa-
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bilidad de velar por el interés de la sociedad en general. Pero
si no son votados por la ciudadanía, ¿en qué reside la legitimi-
dad de su autoridad?

En este libro argumento que la legitimidad de las insti-
tuciones ciudadanas se relaciona directamente con sus auto-
ridades y proviene de un sentido disputado entre corrientes
de opinión. Es una cuestión de reconocimiento político que
se construye en una paradójica diferenciación de los partidos,
pero que requiere de la dispensa de estos. Por eso es que la
historia de estos organismos está cruzada por un debate en el
que, por un lado, se argumenta que responden a demandas
ciudadanas sostenidas para controlar el poder político de ma-
nera independiente; mientras que, por otro lado, se denuncia
su función como instrumento de gobernanza de las élites por
la parcialidad política de sus autoridades.

Este debate maniqueo es parte constitutiva de la trayecto-
ria de las instituciones que aquí examino, marcada por recu-
rrentes episodios de conflicto en los que su legitimidad ha sido
cuestionada y debilitada. En el caso del IFE esto ocurrió en el
2003 con una renovación partidizada de consejeros electorales;
en el 2007 con un nuevo cambio de autoridades cuestionado
como inconstitucional, en medio de una reforma que minó
independencia del organismo frente al legislativo; entre 2009
y 2011 con una parálisis en el nombramiento de tres conseje-
rías, además del desacato de medios de comunicación a las
facultades regulatorias del instituto; y en el 2012, con el cues-
tionamiento de decisiones controversiales frente a la campaña
presidencial. En lo que respecta al IFAI, su pleno de comisio-
nados siempre fue objeto de controversias tanto por renuncias,
conflictos públicos y legales entre sus autoridades, como por
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el recurrente cuestionamiento que organizaciones sociales hi-
cieron sobre lo poco idóneo de su perfil y su cercanía con los
ejecutivos en turno.

Estos conflictos antecedieron las reformas que a partir del
2014 transformaron al IFE en INE y al IFAI en INAI, con lo
que adquirieron mayores facultades, de alcance nacional. Con-
siderando la historia de cuestionamientos a sus autoridades,
los métodos de selección fueron modificados, orientados por
una mayor profesionalización tanto de los procesos de eva-
luación como de los perfiles idóneos. Aunque en la práctica
esto significó el abandono explícito de lo ciudadano en favor
de un tipo de élite profesional, el sentido social siguió operan-
do como mecanismo de legitimación pública, mostrando que
las precauciones del nuevo método de selección fueron insu-
ficientes, pues en cada proceso de designación de las nuevas
autoridades se pueden identificar organizaciones sociales, me-
dios de comunicación y agrupaciones políticas denunciando
la primacía de intereses de partidos sobre los de la ciudadanía.

A partir del 2018, el INE y el INAI enfrentaron un cambio
radical en el contexto político en el que fueron creados. Ese
año, con el ascenso del Movimiento de Regeneración Nacional
(Morena) como partido predominante, se rompió una trayec-
toria de cinco lustros de un sistema de competencia partidista
relativamente estable entre el PRI, el PAN y el Partido de la
Revolución Democrática (PRD) como fuerzas electorales ma-
yoritarias. Morena, como organización política, fue creada en
el 2012 con la agrupación de diferentes sectores de la izquierda
en el país; tiene entre sus fundamentos una visión universa-
lista del Estado en la que el reconocimiento de autoridades
como las del organismo electoral y el garante de los derechos
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de transparencia, no es compatible con la idea de representa-
ción política legitimada por el voto, mucho menos si las auto-
ridades electas están sujetas al control de las que ostentan un
carácter autónomo o independiente.

En este escenario político se inauguró una nueva etapa
de conflictos en torno al organismo electoral y el instituto de
transparencia. El primero fue objeto de planes de reforma del
ejecutivo que, entre otras cosas, proponía elegir a sus autori-
dades por voto popular; las nutridas protestas del 2022 y 2023
rechazaron la iniciativa en una narrativa de defensa de una
institución ciudadana. La suerte del INAI fue diferente, pues
el organismo fue extinguido después de un periodo de paráli-
sis por la falta de nombramientos de autoridades de su órgano
colegiado. Intensos y exacerbados, estos conflictos se insertan
en una problemática trayectoria histórica de la legitimidad de
esta clase de organismos.

L A S R E D E S D E R E C O N O C I M I E N T O

En la historia de la democracia mexicana, la independencia de
autoridades como las del instituto electoral y el de transparen-
cia, se traslapa con un sentido ideal de ciudadanía. En otras
palabras, se considera que, si son ciudadanas, son independien-
tes de los partidos. Y aunque no hay previsiones en la norma
para reconocer qué es un ciudadano independiente1, los perfiles
de estas figuras arrojan una pista sobre dicha condición: en
su mayoría, tienen una trayectoria académica relacionada con

1En la icónica reforma de 1996 este fue el concepto adoptado para definir
el perfil de las nueve personas que compondrían el Consejo General del
IFE, inscrito en la historia como un consejo ciudadano.
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los temas de política regulados por las instituciones; ejercen
su voz en publicaciones, foros y medios de comunicación; en
ocasiones, son parte de agrupaciones civiles o profesionales
con influencia pública.

Esta característica de las autoridades ciudadanas fue ad-
vertida por algunos estudios de la etapa inicial de la construc-
ción del IFE, que ya referían a una idea de personalidades nota-
bles e, intuitivamente, a sus redes de reconocimiento (Alonso
& Aziz Nassif, 2005; Isunza Vera, 2004). En este libro trato es-
tas redes de una manera formal a partir de la premisa de que
la cualidad ciudadana no descansa tanto en los currículums
de las personas, sino en los públicos que las reconocen como
tal; estos incluyen agrupaciones sociales, universidades, cen-
tros de investigación, el periodismo, así como actores de los
partidos políticos y el gobierno.

A través de estos públicos y personas examino la cons-
trucción de la legitimidad de lo ciudadano en la trayectoria
del IFE/INE e IFAI/INAI. Para ello utilizo una perspectiva
de análisis histórico y herramientas del análisis de redes so-
ciales, pues los vínculos entre las personas, las organizaciones
y los eventos más relevantes en la vida de estas instituciones
generan estructuras de relaciones más o menos estables en el
tiempo. Siguiendo la descripción del párrafo anterior, acceder
a las redes en las que se construye el reconocimiento de lo ciu-
dadano es plausible, pues son públicos relativamente delimi-
tados: las demandas de la sociedad en torno a los organismos
aquí analizados son regularmente sostenidas por unas cuan-
tas personas, lo que no niega que, efectivamente, promuevan
intereses trascendentes.
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La pregunta entonces es quién es la ciudadanía. La histo-
ria de las instituciones tiene nombres propios. El proceso de
ciudadanización del IFE, entre 1994 y el 2003, refiere a organi-
zaciones como: Alianza Cívica, el Movimiento Ciudadano por
la Democracia, Convergencia Ciudadana por la Democracia,
Grupo San Ángel, Instituto de Estudios para la Transición a la
Democracia o la revista Nexos. En el caso del IFAI, su creación
suele atribuirse a las actividades de presión pública y cabildeo
lideradas por el Grupo Oaxaca, compuesto por profesionistas
de los medios de comunicación y personas investigadoras es-
pecializadas en temas de comunicación, transparencia y ren-
dición de cuentas. Su trayectoria ha estado acompañada por
Transparencia Mexicana, el Colectivo por la Transparencia, la
Red por la Rendición de Cuentas, entre otras agrupaciones
influyentes en el debate público nacional.

Estas organizaciones tuvieron un rol protagónico en la de-
manda por la creación del IFE y el IFAI, pero también en su
funcionamiento a lo largo de la historia, tanto por su papel
vigilante a través de actividades de escrutinio, pronunciamien-
tos públicos o foros de discusión; así como por actividades
profesionales y laborales desarrolladas por algunos de sus in-
tegrantes en instancias directivas y ejecutivas de ambos or-
ganismos, su participación en espacios consultivos, mesas de
negociación, la redacción de leyes o la producción de materia-
les de divulgación. Estas actividades, regularmente valoradas
como participación ciudadana, operan como modos de insti-
tucionalización de agendas de movimientos y agrupaciones
sociales en el Estado (Gurza Lavalle & Szwako, 2023). En una
perspectiva de conjunto, son entramados de actividades y rela-
ciones que pueden estabilizarse en ciertos periodos de tiempo,

11



dotando a las agrupaciones sociales de capacidades y puntos
de acceso que les facilitan dirigir la selectividad de las institu-
ciones políticas; son encajes institucionales (Gurza Lavalle et
al., 2019).

La capacidad que pueden ganar determinadas agrupacio-
nes para dirigir la selectividad de las instituciones tiene como
condición el reconocimiento de las fuerzas políticas, por eso
sugiero que las autoridades de organismos como los que aquí
examino son representantes ciudadanos de los partidos, pero
no porque sean sus delegatarios, sino porque son figuras que
logran un reconocimiento de manera más o menos compartida
entre diferentes fuerzas políticas, lo que a su vez, se relaciona
con el reconocimiento de corrientes de opinión pública, organi-
zaciones sociales, medios de comunicación y otros ámbitos de
actividad social, profesional, política e incluso personal; son
redes de relaciones entre públicos delimitados por temas, po-
blaciones o individuos a quienes se hace referencia en calidad
de representados, y mientras más amplias y diversas son es-
tas relaciones, tendería a construirse una mayor legitimidad
ciudadana.

Cabe aclarar que si bien el reconocimiento recae funda-
mentalmente en las personas, pues las instituciones indefecti-
blemente se encarnan en individuos, el análisis que presento
está orientado a sus ámbitos de afiliación, pues son estos los
que operan en la construcción del reconocimiento: cuando se
critica a una autoridad por su falta de independencia, regu-
larmente se le acusa de estar relacionada con el gobierno o
con un partido determinado; de igual manera, cuando se re-
clama su cualidad independiente o ciudadana, se apela a su
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condición de docente de una universidad, militante de algún
movimiento social o pertenencia a una organización civil.

E L A R G U M E N T O D E L A O B R A

Hablar de ciudadanía y partidos vinculados entre sí puede
parecer un despropósito frente a una narrativa histórica de
luchas ciudadanas contra la clase política para erigir institu-
ciones como el IFE/INE e IFAI/INAI, incluso frente a quienes
consideran que fue una disputa perdida desde los años inicia-
les de la primera alternancia de gobierno, periodo en el que
estas instituciones fueron partidizadas (Basáñez, 2023). Aun-
que parezca trivial decirlo, la política no es un juego de suma
cero; las instituciones contienen mecanismos de distribución
variable de recursos de poder; no es que siempre, todas las
partes ganan, pero tampoco hay derrotas absolutas.

Con la creación de las instituciones que aquí analizo, la
élite de los partidos, regularmente en el gobierno y el poder
legislativo, logró dotar de cierta credibilidad a la competencia
política, al tiempo que expandieron instrumentos para el desa-
rrollo de sus combates; pero también se enfrentarían a nuevos
escollos con actores facultados para vigilar, limitar y sancio-
nar sus prácticas, en caso de ser consideradas contrarias a la
norma. En esta historia, muchas organizaciones de la sociedad
civil ganaron influencia política, convirtiéndose en un referen-
te autorizado de la voz ciudadana. Son organizaciones de la
Alta Sociedad Civil (ASC)2 y forman parte de las redes en las
que se construyó el reconocimiento del atributo ciudadano del

2Tomo el neologismo de Franklin Ramírez Gallegos, desarrollado en La
resurrección de abril no fue solo una fiesta (Ramírez Gallegos, 2005).
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organismo electoral y el instituto de transparencia, que tam-
bién se extendió al Sistema Nacional Anticorrupción, creado
en 2015.

El problema es que en este proceso, lo ciudadano adqui-
rió un sentido de cualidades de experticia y profesionalización
que lo asemejan más a élites burocráticas que a figuras capa-
ces de ser reconocidas como representativas por amplias ca-
pas de la sociedad; además, se formaron redes de relaciones
con características endógenas y simbióticas, tanto entre estos
organismos como con las organizaciones de la ASC y las de-
nostadas élites políticas del periodo. Entonces, tanto el INE
como el INAI terminaron siendo presas de un problema que
estaban destinados a resolver: los déficits de legitimidad de
las instituciones políticas en la democracia mexicana.

A lo largo de esta obra exploro tres argumentos:
Uno. Hay un desajuste entre diseño institucional y pretensión
representativa. Formalmente no existe precaución para dotar
de perfiles reconocidos como ciudadanos a los cuerpos deciso-
rios del INE y el INAI. Son organismos dirigidos por personas
predominantemente expertas en ramas de derecho, ciencia po-
lítica o la administración pública, pero esta regla (no escrita)
dice poco acerca del carácter ciudadano atribuido a dichas ins-
tituciones; de hecho, este es el centro del problema: no existe
tal representatividad.
Dos. Los atributos de ciudadanía responden a una concepción
elitista de la sociedad civil, institucionalizada por la actividad
de un conjunto de actores de organizaciones sociales de alta
profesionalización, universidades, centros de investigación y
entes estatales. En este contexto de interacciones, la figura de
ciudadanía equivale a independencia de intereses de partido,
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al ejercicio de una razón erudita que es producto de conoci-
mientos amplios y especializados, regularmente inherentes a
una trayectoria profesional en organismos universitarios, de
investigación y de la función pública.
Tres. La institucionalización de esta concepción elitista de la
sociedad civil ha sido producto de interacciones repetidas en-
tre audiencias, agrupaciones sociales y élites políticas que a lo
largo del tiempo adquirieron una forma de coalición en torno
al funcionamiento de las instituciones de rendición de cuentas.
Esto se relaciona con una alta capacidad de incidencia de las
agrupaciones ciudadanas y un reconocimiento político que ga-
naron como representativas de la ciudadanía, pero limitado a
las élites con las que interactúan.

Estas hipótesis tienen asidero histórico. Fueron desarrolla-
das y analizadas a través de una lógica abductiva en la que las
expectativas teóricas se probaron y refinaron con la sistemati-
zación de datos, un ejercicio dialógico propio de los estudios
de caso. El análisis se concentra en veinticinco años de vida ins-
titucional del organismo electoral y diecinueve del organismo
de transparencia, a partir de 1989 y hasta 2021, segmentados
en periodos históricamente delimitados. En este lapso identifi-
co actores, secuencias de eventos y procesos que dan cuenta de
variaciones en la legitimidad ciudadana de ambos organismos,
mostrando los vínculos, estructuras y mecanismos que produ-
cen el conflictivo reconocimiento de su carácter ciudadano.

PA N O R A M A D E L L I B R O

La primera sección del libro está dedicada a situar el problema
de la legitimidad representativa de las instituciones ciudada-

15



nas en un conjunto de discusiones sobre la representación polí-
tica, la participación social y las instituciones de control en las
democracias contemporáneas. Argumento que la oposición en-
tre representación y participación es un discurso políticamente
productivo, pero analíticamente incorrecto. Las agrupaciones
sociales y los partidos políticos son entidades vinculadas entre
sí en la construcción de organismos públicos, por lo que más
que reproducir nociones topológicas que distinguen entre es-
pacios o esferas de lo estatal y lo social, resulta útil referir a con-
juntos de actores diferenciables por su identificación pública,
que se intersecan a través de relaciones en las que movilizan
distintos tipos de recursos para perseguir sus objetivos.

A través de estas relaciones se pueden identificar formas
de incorporación de redes de confianza en la política pública,
pues se trata de personas que se involucran con recursos en
empresas de corto, mediano o largo plazo que pueden fraca-
sar a causa de fallos de otras (Tilly, 2005). Aunque la noción
original de Charles Tilly refiere a redes altamente cohesiona-
das, esta puede matizarse para tratar con agrupaciones con
grados de cohesión variable, con objetivos de diferente dura-
ción en el tiempo y diversas formas de reclutamiento de sus
miembros. Así, distingo redes de confianza que pueden ser
coaliciones, conjuntos de acción o grupos corporativos, en un
continuum que va desde manifestaciones públicas, campañas
de OSC, grupos de presión o lobby, hasta organizaciones como
partidos políticos, sindicatos o asociaciones civiles con alta ins-
titucionalización y longevidad. La diferencia permite atender
discusiones en la teoría política y la sociología sobre los proble-
mas de legitimidad de quienes se integran a la producción de
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la política pública y los efectos divergentes de esta integración
en la democraticidad de las instituciones del Estado.

La idea de incorporación en el Estado puede remitir a una
forma coalicional, casi corporativa, de participación, a la ma-
nera en que lo entienden Collier y Collier (2002) en su clásico
trabajo sobre la política laboral en América Latina, que hace re-
ferencia a organizaciones con importantes niveles de institucio-
nalización aliadas a un proyecto político. Pero la incorporación
de redes de confianza también puede ser aplicada al concepto
de encajes institucionales, que dan cuenta de organizaciones
con menores características monopólicas, que influencian la
política pública de forma más parcial y contingente (Gurza La-
valle et al., 2019). En los encajes, la incorporación no es directa
en la dirección del Estado sino a través de redes de intercambio
compuestas por agrupaciones sociales, partidos y entidades es-
tatales. Es en estas interacciones donde se construye y valida
la legitimidad ciudadana.

En el capítulo dos describo y analizo el proceso de ciuda-
danización del IFE. Utilizo el modelo de la coyuntura crítica
para mostrar que la ciudadanización ocurrió como consecuen-
cia de una contingencia histórica en 1994, que alteró procesos
previos en los que se venía fraguando el cambio institucional,
pero sin que representara una ruptura con estos. Aunque pa-
ra los estudios sobre la ciudadanización del IFE el proceso de
ciudadanización ocurre entre 1997 y el 2003, argumento que
el punto de inicio es 1994 porque ahí emergió un tipo ideal de
autoridad de Estado asociada a lo ciudadano, que tuvo efectos
positivos tanto para las instituciones políticas en construcción
como para las redes de participación involucradas. Buena par-
te de esas redes dotó de cuadros al IFE en el 2000, a contramano
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de un proceso previo de burocratización, con origen en la Se-
cretaría de Gobernación (Segob) controlada por el entonces
partido hegemónico, el PRI.

A través del análisis de las redes configuradas durante
el periodo 1994-2002, sugiero que la figura de autoridad elec-
toral que emergió en ese periodo (los consejeros ciudadanos)
desarrollaron un reconocimiento político como personas in-
dependientes, dada su pertenencia a redes de participación
que permitían conectar a las diferentes fuerzas políticas a una
distancia similar de posibilidad de influencia en el Consejo Ge-
neral (CG) del IFE, aunque el partido predominante conservó
accesos directos a la estructura ejecutiva. Las características
de estas redes, diversificadas y de corta duración, así como
su integración contingente en la política electoral, facilitaron
la designación de autoridades con capacidad de ser reconoci-
das como ciudadanas por amplios públicos y de actuar con
independencia frente a las estrategias de los partidos políticos
entre 1997 y 2002 para desautorizar las decisiones del CG.

El capítulo tres está dedicado al periodo de consolidación
burocrática y conflictos en la legitimidad del IFE y el IFAI, ana-
lizando la red de relaciones entre 2003 y 2011 en un nuevo
contexto político, considerado como post transición. En este
periodo la legitimidad ciudadana fue siempre conflictiva en
relación con la interacción de dos procesos: la consolidación
de un sistema de partidos favorable a ciertas élites y la insti-
tucionalización de la participación ciudadana en el modelo de
democracia mexicana.

Con institucionalización de la participación ciudadana me
refiero a: 1) la integración de actores de las redes de participa-
ción de los noventa en la administración pública federal; 2) la
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publicación de una Ley Federal de Fomento a las Actividades
de las Organizaciones de la Sociedad Civil (LFFAOSC); y 3)
la expansión de un conjunto de mecanismos de consulta ciu-
dadana en la política pública, que adquirieron características
de convocatoria a públicos con atributos de experticia. Esto
se correlaciona con la aparición de redes de participación pro-
tagonizadas por un conjunto de organizaciones que ganaron
influencia en el ámbito público nacional, que acompañaron la
trayectoria del IFE y el IFAI. La red analizada en este capítulo
se inserta en la paradójica convivencia entre consolidación bu-
rocrática, la consolidación de la influencia de las organizacio-
nes de la ASC y una conflictiva legitimidad de los organismos
ciudadanos.

En el capítulo cuatro analizo la red entre el 2012 y el 2021
en torno al nuevo modelo institucional que resultó de las re-
formas que transformaron al IFE en INE y al IFAI en INAI,
ahora como autoridades centrales del sistema nacional de elec-
ciones y el sistema nacional de transparencia, respectivamente.
En este nuevo diseño, la elección de sus autoridades quedó
mediada por comités técnicos de evaluación que instituciona-
lizaron la influencia de las organizaciones de la ASC que, en la
práctica, tendrían la capacidad de sugerir los perfiles que con-
sideran idóneos para dirigir las instituciones de control, me-
diando evaluaciones meritocráticas. A través del examen de
las redes de estos comités y de las nuevas autoridades, sugiero
que las relaciones entre organizaciones de la ASC, los partidos
predominantes de la post transición y las instituciones ciuda-
danas desarrollaron características de endogamia y simbiosis,
alcanzando al nuevo Sistema Nacional Anticorrupción.
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Con estos indicadores argumento que en este periodo ocu-
rrió un proceso de elitización de las instituciones ciudadanas,
dados los atributos de sus autoridades vinculados al ideal de
ciudadanía promovido por las organizaciones de la ASC. Es-
te arreglo se mostró problemático frente a un notable cambio
en el contexto político, que comenzó con una crisis de legitimi-
dad de los tres partidos políticos consolidados como referentes
de la post transición y se manifestó en un nuevo sistema de
partido predominante, con la emergencia del Movimiento de
Regeneración Nacional (Morena) como competidor con resul-
tados mayoritarios en las elecciones de 2018. Este cambio, en
el que el nuevo partido gobernante expresa una perspectiva
universalista del Estado, puso a las organizaciones de la ASC
en una posición compartida con la élite que recibió el voto de
castigo en las elecciones del 2018, develando la debilidad de
los reclamos de su agenda como representativa de los intereses
de la ciudadanía.

En el nuevo contexto político, la mayoría gobernante hi-
zo explícita su intención para prescindir del INAI y reformar
al INE. Pese a que el análisis de estos episodios se detiene
en 2021 (los conflictos frente a estas iniciativas se extendieron
hasta el 2023), las diferentes formas del conflicto fortalecen ar-
gumentos centrales de este libro. Primero, que el instituto de
transparencia jamás experimentó un proceso similar a la ciu-
dadanización del IFE en los años 1990, lo que dota de sentido a
una menor intensidad en su defensa pública que en el caso del
organismo electoral frente a las estrategias de desarticulación
del nuevo gobierno.

Segundo, que históricamente la legitimidad ciudadana no
se expandió entre diversas corrientes de opinión; adoptó atri-
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butos de élite, pues no fue solo ese el sentido de la argumenta-
ción para reformar el órgano de gobierno del INE, sino que la
mayoría de la población manifestaba estar de acuerdo con la
propuesta, mientras el protagonismo de la negativa pública a
estas modificaciones, provino de una red compuesta por sus
autoridades, ex autoridades y las organizaciones de la ASC
influyentes en el periodo post transición.
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¿ D E Q U É T R ATA N L A S

R E D E S ?

A lo largo de este texto utilizo el término redes para referir a en-
tramados de vínculos entre personas involucradas en conjun-
tos de acción (protestas, foros, campañas. . . ), en agrupaciones
públicas medianamente formalizadas y en organizaciones más
institucionalizadas, de tipo corporativo, como las asociaciones
civiles, centros de investigación, partidos políticos y agencias
del Estado.

En conjunto, los vínculos de las personas con estas instan-
cias de participación conforman una red que puede ser seccio-
nada tanto en el tiempo como por conjuntos dentro de esta.
Por ejemplo, todas las personas que trabajaron en el IFE entre
1990 y el 2000 son una red, pero esta se puede cortar para ob-
servar las relaciones entre 1990 y 1993, o se puede delimitar
solo a las interacciones entre personas de un mismo género.

La red que construí para esta investigación es relativamen-
te grande tanto en el tiempo como en relaciones. En el apén-
dice metodológico describo la forma en que los datos fueron
construidos y sistematizados, pero a manera de introducción
considero importante aclarar que el conjunto de personas, or-
ganizaciones y eventos que utilicé fueron identificados a par-



tir de eventos y actores relevantes en la historia del IFE/INE
e IFAI/INAI a partir de 1989 y hasta el 20213, esto incluye
episodios de negociación política, manifestaciones públicas,
agrupaciones y movimientos sociales; afiliaciones en universi-
dades y centros de investigación; partidos políticos, poderes
del estado, los directorios de ambas organizaciones, entre otras
relaciones identificadas.

La intuición inicial en la construcción de esta red era que,
en determinados periodos, las múltiples relaciones de parti-
cipación identificadas producirían una imagen concreta de
vínculos y posiciones para probar el argumento sobre la cons-
trucción del reconocimiento de lo ciudadano a través de públi-
cos que interactúan en torno a la vida de las instituciones, y de
manera especial, entre ciudadanía y partidos. Pero el análisis
de redes sociales va más allá de una mera imagen, como la
que presento en el grafo uno, que es una proyección de la red
de afiliaciones hacia vínculos entre organizaciones y eventos
desde 1989 y hasta el 2021.

3La base de datos también incluye información de relaciones previas a
1989, consideradas solo como contexto antecedente.
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Grafo 1. Proyección de la red total de relaciones entre organizaciones y eventos,
1989-2021.

Elaboración propia en Gephi.

En este grafo, el tamaño de cada nodo indica su influencia o po-
der en el acumulado de relaciones del largo periodo histórico,
una condición inferida a partir de una métrica de centralidad
que explicito en el capítulo uno. Históricamente hay dos nodos
destacados: el IFE y su CG, representados al centro en forma
de cuadro gris; en relevancia, a la izquierda entre los triángu-
los, le sigue un evento de deliberación pública para la reforma
electoral en 2012; en orden de centralidad, el nodo siguiente
es el Instituto de Estudios para la Transición Democrática que
se ubica a la izquierda entre las agrupaciones sociales, como
pentágonos verdes, con organizaciones que ya no existen co-
mo el Grupo San Ángel (GSA) y otras contemporáneas como
Mexicanos Contra la Corrupción y la Impunidad (MCCI).
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Esta imagen representa las organizaciones y eventos más
relevantes en la vida del organismo electoral y el instituto de
transparencia, entre las que también destacan universidades
en pentágonos amarillos, medios de comunicación en círculos
anaranjados, partidos políticos como cuadros rojos, entre otro
tipo de entidades de las que analizaré su papel en la historia
de las instituciones, su poder o influencia, la manera en que
participan de la construcción de la legitimidad ciudadana, así
como las diferentes relaciones que establecen entre sí, forman-
do redes de intercambio relativamente estables en el tiempo.
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C A P Í T U L O U N O .
C I U D A D A N Í A ,

R E P R E S E N TA C I Ó N Y

C O N T R O L



El Instituto Federal Electoral (IFE) y el Instituto Federal de
Acceso a la Información (IFAI) se convirtieron en piedras an-
gulares del modelo de democracia construido en México, al
menos como instrumentos de la disputa política. A lo largo
de los años, estas instituciones fueron dotadas de facultades
y atribuciones que las convirtieron en autoridades casi juris-
diccionales para ejercer control sobre una amplia variedad de
figuras públicas y privadas, involucradas en la disputa por el
poder político y el uso del erario (Astudillo, 2014; Azuara Arai,
2016), por lo que tienen un importante efecto en modelar las
condiciones en las que se ejerce el debate público y la parti-
cipación política en el país, dos dimensiones fundamentales
de la democracia que no solo promueven libertades básicas,
sino que dotan de recursos de poder a quienes protagonizan
las disputas políticas (Dahl, 1991).

El grado de autoridad que ejercen estas instituciones sobre
temas tan sensibles corresponde con un problema persisten-
te: sus decisiones son impugnadas y descalificadas de manera
recurrente, especialmente por autoridades de representación
popular que suelen oponer su legitimidad como depositarias
de un mandato electoral a la autoridad de las instituciones de
control. Esto llevó a una extendida crisis en la composición y
legitimidad del Consejo General (CG) del IFE entre el 2007 y el
2012, así como una historia de constantes cuestionamientos y
conflictos internos en el Pleno de Comisionados (PC) del IFAI
desde su creación en el 2003. Los datos comparativos, disponi-
bles en perspectiva larga, dan cuenta de que si bien el primer
organismo ha tendido a ser objeto de una mayor confianza so-
cial que otras instituciones del gobierno representativo, sufrió
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una erosión de su legitimidad similar a la de estas entre el 2006
y el 20174.

Rosanvallon sugiere que los conflictos entre este tipo de
instituciones, pensadas como contrapesos al poder político, y
aquellas que surgen del voto popular, son casi inherentes a
la historia de las democracias, pues configuran una oposición
de legitimidades (Rosanvallon, 2007, p. 101). El razonamiento
se puede extender a las instituciones que apelan a una legiti-
midad ciudadana como una fórmula engañosa que construye
a los partidos políticos y a la ciudadanía como universos de
actores con valores y prácticas distintas. Los primeros guiados
por intereses facciosos y la segunda por bienes universales.

La razón de ser del IFE y el IFAI suele explicarse en fun-
ción de esta oposición. Históricamente se les ha atribuido una
legitimidad ciudadana, que no proviene de ninguna norma es-
tatal, sino de un sentido público reclamado por corrientes de
opinión que incluyen a sus autoridades, partidos políticos, me-
dios de comunicación o agrupaciones sociales. En el periodo
de reformas de la transición y sus postrimerías, estos organis-
mos fueron creados como diferenciados de las instituciones
del gobierno representativo, objeto de una desconfianza con
historia en las experiencias de un régimen político de parti-
do hegemónico (Ackerman, 2007; Alonso & Aziz Nassif, 2005;
Córdova Vianello, 2011; Prud’homme, 2014). Como oposición
normativa, la legitimidad ciudadana es tributaria de un pa-
radigma post-burocrático de la administración pública, en el
que se considera al conjunto de autoridades y funcionarios es-
tatales relacionados con el poder ejecutivo como estructuras

4En el capítulo cuatro expongo los datos de la consultora Mitosfky.
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operativas de la voluntad política en turno y poco cercanas a
la sociedad (Peña, 2018).

Tanto en la literatura sobre agencias regulatorias como en
la de participación ciudadana se ha identificado esta lógica
funcional, que atribuye la aparición de este tipo de institucio-
nes a necesidades de legitimidad derivadas de la desconfianza
en los poderes representativos. El argumento se relaciona con
un extendido diagnóstico sobre el mal funcionamiento de los
partidos políticos como vehículos del debate público, la agrega-
ción de preferencias y la formación de gobiernos responsivos
ante los intereses de la sociedad, por lo que se promueven nue-
vas formas de control sobre el poder, que no están directamen-
te relacionadas con la disputa de las organizaciones políticas.

Esta narrativa de oposición conceptual es expresión de lo
que Zaremberg y Welp (2020) llaman el “mito rousseauniano”,
en el que la participación ciudadana se considera una forma
de involucrarse en los asuntos públicos superior a la represen-
tación política, omitiendo que toda actividad política es una
relación de intermediación. Pero lo mítico no solo tiene que
ver con una concepción incorrecta de la realidad, sino con ima-
ginarios socialmente productivos, por lo que la diferenciación
entre representación y participación existe en términos ideacio-
nales y tiene consecuencias materiales. Como parte del mito,
las instituciones ciudadanas suponen la posibilidad de sortear
la mediación política (entendida como representación vía par-
tidos) en la toma de decisiones públicas, configurando cotos
estatales libres de injerencia de intereses partidistas; esto solo
puede suceder a través de relaciones en las que los partidos
juegan un papel imprescindible porque tienen poder de veto a
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través de sus representantes en los órganos de decisión estatal
y porque la institucionalización supone consenso político.

La literatura sobre instituciones participativas suele tratar
a los partidos políticos como una variable que influye en las
posibilidades de su consolidación, pues una mayor estabilidad
de estos como referentes entre el electorado (traducido como
número de votos constantes y tiempo de vida), facilita a sus
protagonistas poner barreras de entrada a otro tipo de actores
en la toma de decisiones públicas (Avritzer, 2010; Goldfrank,
2006; Schneider & Welp, 2015; Selee & Peruzzotti, 2009). En
sentido inverso, cuando los sistemas de partidos son más frag-
mentados o pasan por periodos críticos, la ciudadanía emerge
como un discurso con capacidad de movilización política, con
consecuencias en la institucionalización de nuevas mediacio-
nes socioestatales.

Si se sigue este razonamiento, la trayectoria de los proble-
mas de legitimidad de los organismos ciudadanos en México
parece tener una clara correspondencia histórica con lo que
ha sido identificado con un episodio de cooptación partidista
del CG del IFE a partir del 2003 (Ackerman, 2007; Aziz Nassif,
2007; Aziz Nassif & Isunza Vera, 2007a; Basáñez, 2023), enmar-
cado en un cambio en la distribución de fuerzas de facciones
de los partidos políticos y la formación de una nueva coalición
mayoritaria en el poder legislativo, dominado por el Partido
Revolucionario Institucional (PRI) y el Partido Acción Nacio-
nal (PAN). Si se considera que el sistema de partidos que se
formó en México después del 2000 fue uno de los más institu-
cionalizados de América Latina (Prud’homme, 2010), las insti-
tuciones ciudadanas tendrían pocas probabilidades de conso-
lidarse.
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Esta problemática relación entre instituciones ciudadanas
y partidos requiere examinar cómo se construye y valida lo ciu-
dadano, un concepto que no pocas veces está cargado de ideas
del mito rousseauniano, en escenarios de suma cero donde
la cooptación significa que los partidos anulan las iniciativas
ciudadanas. Esta narrativa, que suele acompañar diagnósticos
sobre el mal funcionamiento de instituciones como el INE, el
INAI, el organismo de derechos humanos (CNDH) o el Siste-
ma Anticorrupción (SNA), contrasta con un significativo prota-
gonismo que ganaron distintas organizaciones de la sociedad
civil (OSC) en la esfera pública nacional en el periodo posterior
a la transición, con una importante capacidad de influencia en
la construcción de instituciones políticas. A partir de 2000, la
administración pública federal experimentó un crecimiento de
consejos y comités que incorporan la voz ciudadana, al tiem-
po que comenzaron a proliferar OSC profesionalizadas en el
monitoreo y evaluación de políticas públicas, así como en el
cabildeo de sus normativas (Aguilar Valenzuela, 2006; Hernán-
dez & Parra, 2017; Hevia de la Jara & Isunza Vera, 2012).

La oposición entre participación ciudadana y represen-
tación vía partidos es productiva a la vez que teóricamente
incorrecta, por lo que una estrategia analítica adecuada es po-
ner atención en los vínculos que se establecen entre ambos
tipos de entidades o actores, tanto en la esfera pública como
en el curso de las trayectorias de las instituciones. A través
de ello se pueden identificar prevalencias que dan cuenta de
formas particulares de organización en las relaciones de las
agrupaciones y redes de la sociedad con el Estado, constituyen-
do instituciones intermedias a manera de costumbres, leyes y
procedimientos que contribuyen a determinar cuáles organis-
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mos de la sociedad civil serán escuchados en las discusiones
partidistas, las elecciones y los debates parlamentarios; qué
importancia se otorgará a sus puntos de vista, cómo se regula-
rán los conflictos y cómo se llevará a cabo el debate (Chalmers,
2000, p. 65).

Chalmers sugiere que las formas de las instituciones in-
termedias pueden abstraerse en conceptos ideales, pudiendo
diferenciar entre regímenes corporativos, clientelares, partidis-
tas o abiertos en red. Pero, en las democracias contemporáneas,
los partidos son los vehículos formalmente reconocidos y dota-
dos de recursos para acceder a espacios de ejercicio del poder
de decisión, no solo porque mediante estos se compite por el
voto de la ciudadanía, sino porque protagonizan la selección
de las autoridades de instituciones entendidas como indepen-
dientes de los partidos. Como señala Peruzzotti (2019), tanto
para el liberalismo como para paradigmas universalistas, el
centro de la democracia en su forma actual es la competencia
entre partidos, organizaciones que tienen una condición de
ventaja para la dirección de la política estatal, por lo que si mo-
vimientos y organizaciones sociales pueden construir encajes
en las instituciones públicas para hacer avanzar sus agendas
e intereses (Gurza Lavalle et al., 2019), esto requiere de meca-
nismos relacionales que contienen identificaciones, intereses,
ideas y formas de acción compartidas. La participación ciuda-
dana es parte de proyectos políticos en disputa con mayor o
menor grado de democraticidad (Dagnino et al., 2006).

En síntesis, examinar la legitimidad ciudadana de organis-
mos como el IFE y el IFAI requiere analizar a los ciudadanos
y a los partidos políticos como entidades vinculadas entre sí
en la construcción de instituciones públicas. En este sentido,
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más que partir de distinciones normativas entre la ciudadanía
y los partidos, resulta realista y productivo referir a conjuntos
de actores diferenciables por su identificación pública, que se
intersecan a través de relaciones en las que movilizan distin-
tos tipos de recursos para perseguir sus objetivos. El criterio
de identificación pública de los actores es clave porque per-
mite sortear un problema en la definición de estos a partir
de criterios conceptuales con alto contenido normativo, por lo
que definir qué es y qué no es ciudadano es resultado de los
sentidos predominantes en las prácticas de los actores que se
reclaman y son reconocidos como tal.

La validez de este razonamiento se circunscribe a institu-
ciones con una legitimidad ciudadana, pues hay razones teó-
ricas y empíricas para distinguirlas de aquellos organismos
que ejercen funciones de control, pero tienen un reconocimien-
to como entes especializados, como los bancos centrales o las
agencias de información estadística. Lo ciudadano es una cua-
lidad representativa opuesta a la de los partidos políticos, lo
que no solo tiene que ver con la historia de la creación de
dichas instituciones o con los intereses superiores a los que
deben su razón de ser, sino al reconocimiento político de sus
autoridades como representativas de un ideal de ciudadanía.

L A R E P R E S E N TA C I Ó N P O L Í T I C A D E

L A C I U D A D A N Í A

El carácter ciudadano de instituciones como el IFE y el IFAI no
solo tiene que ver con su condición de guardianas de intereses
superiores a los disputados por los partidos políticos, ni con
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el tipo de actores que pujaron por su creación: es un recurso
de legitimidad que responde a necesidades tanto del régimen
político como de los propios organismos, la cual suele referir
a cualidades de independencia e imparcialidad que se mate-
rializan en autoridades con perfiles técnicos o profesionales,
caracterizadas por tomar decisiones con base en criterios obje-
tivos y no políticos. Pero esto no parece tener mucho que ver
con la ciudadanización y es precisamente lo que es necesario
contrastar en los organismos aquí analizados.

En el ámbito jurídico y de la contraloría, la independen-
cia suele definirse como un ser y un parecer (Pantin & Marin,
2019), fórmula que contiene una buena dosis reputacional. Di-
rigir un banco central requiere de un currículum y destrezas
que dan cuenta de aptitudes necesarias para tomar decisiones
sobre temas económicos y financieros, pero no solo por una
lógica de especialización, sino porque estas características son
reconocidas por las audiencias y/o agrupaciones con un in-
terés activo en el funcionamiento de dicha institución, y este
reconocimiento recae en personalidades específicas ¿O por qué
en ningún caso su selección recurre a métodos de sorteo como
primera instancia?

El ejemplo de un banco central es poco apropiado para ha-
blar de ciudadanización, pero ilustra la lógica de la validación
del estatus de independencia de las autoridades de control e
introduce al problema del atributo ciudadano: las audiencias
y agrupaciones interesadas en su funcionamiento son parte
de la ciudadanía o la sociedad civil entendida como un sector,
específicamente, de organizaciones constituidas o redes de par-
ticipación más o menos estructuradas. Si se atribuye un origen
ciudadano al IFE, es porque entre 1994 y 2000 su construcción

34



tuvo como protagonistas a personalidades relacionadas con el
novedoso movimiento de observación electoral formado en el
país, agrupaciones de derechos humanos y medios de comuni-
cación independientes. En ese mismo sentido, la creación del
IFAI suele relacionarse con la demanda sostenida de un grupo
de periodistas y académicos reunidos en el Grupo Oaxaca.

El atributo ciudadano en instituciones del Estado no solo
requiere de actores que pueden ser clasificados como parte de
la sociedad civil o de agrupaciones sociales, sino de que estos
sean reconocidos como tal, especialmente cuando se trata de
la dirección de aparatos estatales. Al igual que la independen-
cia, se trata de un ser y un parecer: las autoridades de orga-
nismos ciudadanos podrán tener cualidades de tipo técnico,
trayectorias académicas o profesionales notables, pero estas
no necesariamente las validan como referentes de ciudadanía.

En la teoría política se suele entender la legitimidad co-
mo una propiedad intrínseca de la representación, pero esta es
inherentemente problemática dada la dualidad que contiene
el concepto como referencia a una autorización para la toma
de decisiones y su control en función de los públicos represen-
tados (Gurza Lavalle et al., 2006; Gurza Lavalle, 2017). Esta es
una tensión constitutiva de la representación política que ha
dado lugar a propuestas para entender su legitimidad como
producto de lógicas distintas (Rehfeld, 2006), por lo que esta
varía de acuerdo con aquello a ser representado. Por ejemplo,
gobernar una nación, presidir una corte de justicia o dirigir
un banco central son funciones ejercidas por representantes,
todos ellos con un carácter político (pues actúan en función
de intereses públicos), pero con fuentes distintas de reconoci-
miento.
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En el modelo de Rehfeld, la representación política se legi-
tima mediante las reglas utilizadas de común acuerdo por las
audiencias que requieren depositar el ejercicio de una función
específica en una figura representante. No se trata de consenso
sobre métodos de elección, sino sobre los criterios que hacen
más o menos legítimo el reclamo de representatividad, entre
los que se cuentan aquellos utilizados para determinar qué ca-
racterísticas deben tener quienes pueden calificar para ejercer
la función. Cada área de política irá sugiriendo lo deseable:
quienes dirigen el banco central tenderán a ser reconocidos
como economistas o expertos financieros; quienes ejercen fun-
ciones de Ombudsperson serán regularmente juristas o espe-
cialistas en la defensa de derechos humanos; etc.

En este planteamiento, la legitimidad ciudadana no suele
validarse a través de una audiencia tan amplia como el pueblo
del sufragio, pero tampoco es posible identificar audiencias es-
pecíficas a priori. Como representación simbólica o presuntiva,
la ciudadanía opera como un concepto que tiene un sentido
práctico (Gurza Lavalle & Isunza Vera, 2022), que se construye
en contextos históricos en los que pueden identificarse los sig-
nificados y las formas que ciertas audiencias movilizan en el
reconocimiento de dicho atributo o cualidad. Son audiencias
regularmente identificadas como Organizaciones No Guberna-
mentales (ONG), Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC),
centros de pensamiento o medios de comunicación, aquellas
que Peruzzotti y Smulovitz (2002) identifican como conjunto
de actores relevantes en el control social de la política. En este
sentido, representación y participación son lógicas interrela-
cionadas.
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PA R T I C I PA C I Ó N ,
C I U D A D A N I Z A C I Ó N , I N T E G R A C I Ó N

El involucramiento de la ciudadanía en los procesos de de-
cisión estatal suele rebasar prácticas como la deliberación en
el espacio público, la participación en partidos políticos, gru-
pos de presión y el voto; también cobra formas de vigilancia,
denuncia pública o legal; negociación o cabildeo; difusión de
ideas en espacios estatales, públicos y privados; trabajos de
consultoría para la toma de decisiones; la participación directa
en la redacción o revisión de leyes; o el desempeño de fun-
ciones y cargos directivos en la administración pública. Este
conjunto de registros da cuenta de encajes institucionales o
puntos de acceso que la sociedad construye sobre el Estado,
haciéndolo poroso a los intereses y valores de promotores de
determinadas agendas que, a través de organismos públicos,
reglas, leyes, comités de consulta o cargos en la administración
estatal, dirigen la selectividad de las instituciones a su favor, re-
duciendo la contingencia de los intereses promovidos (Gurza
Lavalle et al., 2019, pp. 24–25).

Los encajes institucionales suponen integración de redes
de asociatividad en la política pública, no necesariamente co-
mo una incorporación política en el sentido de participar de
alianzas explícitas con el bloque gobernante (Collier & Collier,
2002; Falleti & Riofrancos, 2018), sino del involucramiento de
agrupaciones y redes sociales en procesos de consulta pública
con autoridades del Estado (Tilly, 2005, 2010). La diferencia se
inscribe en un largo debate sobre las tensiones en torno a la
autonomía de la sociedad y el Estado, en las que el ejercicio
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efectivo del poder político requiere de una distancia relativa
de intereses particulares; mientras que la sociedad, entendi-
da como agrupaciones diversas de individuos, busca proteger
sus intereses ya sea en oposición a las instituciones políticas o
promoviéndolos a través de estas (Mann, 2007).

La noción de integración se enmarca en una perspectiva
relacional del Estado y la sociedad (Evans, 1996; Mann, 2007;
Schmitter, 1985; Skocpol et al., 2005; Tilly, 2010), de la que es
tributaria una importante corriente de estudios sobre partici-
pación ciudadana. Su pertinencia tiene que ver con el enten-
dimiento de la integración como una forma de participación
mediada en la producción de la política pública, en un modelo
de análisis interactivo en el que se considera relacionada con
las formas disponibles de participación política y las interaccio-
nes sociales entre quienes se involucran en dichas actividades,
Estados y repertorios de protesta (Máiz, 2011).

Cabe aclarar que la idea de integración a la política públi-
ca es constitutiva de una noción altamente exigente de redes
de confianza, como vínculos fuertes dentro de los que la gente
participa con recursos en empresas valiosas, consecuenciales
y de largo plazo, a riesgo de errores, fallos o la poca destreza
de las demás personas participantes (Tilly, 2010, pp. 116–117).
Esto tiene que ver con la fortaleza de los vínculos y el hori-
zonte de largo plazo, de lo que se puede deducir que es un
indicador del grado de confianza de la red de participación.
No es casual que para Tilly los ejemplos de dichas redes son
órdenes religiosas o agrupaciones de migrantes y sus linajes,
de lo que también se deriva su problemática relación con la de-
mocratización del Estado, que toma valores negativos cuando
es demasiado alta o inexistente.
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El problema remite a los debates sobre el papel que se
atribuye a las redes de asociatividad en la vida pública, pues
estas son entendidas como redes de confianza que, por un lado,
fomentan disposiciones y valores positivos para el buen fun-
cionamiento de las instituciones políticas, pero por otro lado,
trazan líneas de exclusión, promueven intereses particularis-
tas y segmentan la vida pública (Ganuza Fernández & Francés
García, 2008; Tilly, 2010). Flexibilizar el concepto de Tilly per-
mite abordar el problema de otra forma, considerando cual-
quier agrupación social como una red de confianza, pero dife-
renciándolas como coaliciones o grupos corporativos. En esta
taxonomía propuesta por Boissevain (2003), las primeras son
alianzas temporales entre partes para un propósito definido;
mientras los segundos son de existencia permanente, se com-
ponen por personas reclutadas bajo principios reconocidos,
compartiendo intereses y normas que regulan las relaciones
entre sus miembros.

La diferencia es relevante para el análisis de las relaciones
socioestatales y los encajes institucionales, pues las caracte-
rísticas relativas a los principios de reclutamiento o perfil de
quienes participan, las formas de involucramiento y la cohe-
sión en el tiempo, pueden considerarse como indicadores de
los grados de confianza que cohesionan a la red, lo que se re-
laciona con sus formas de integración en la política pública
y el grado de esta. Cuando determinadas agrupaciones socia-
les ganan capacidad de influir en diferentes ámbitos y niveles
de decisión de la política pública, desarrollan un dominio de
agencia, concepto indicativo de una influencia menos contin-
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gente que el encaje, que se puede suponer asociado a redes de
participación con mayor grado de cohesión interna5.

L A A U T O R I D A D C I U D A D A N A

Independientemente del nivel de consolidación, tanto los enca-
jes como los dominios de agencia requieren del reconocimien-
to de la capacidad de acción de alguien que es representativo
de los intereses en disputa en un ámbito de política en especí-
fico (Gurza Lavalle et al., 2006, 2019). Por eso, cuando se trata
de ciudadanización o de instituciones ciudadanas, una de sus
características es la presencia de actores que son reconocidos
como tal, en el sentido de una figura de autoridad que se logra
tanto por el mismo reconocimiento como por el ejercicio de
capacidades y habilidades para resolver problemas (Abers &
Keck, 2013). Es en este sentido que surgen figuras típicas, acto-
res que se vuelven políticamente relevantes con determinados
grados de autoridad que tienen una condición representativa.

Estos elementos informan sobre la legitimidad de las ins-
tituciones ciudadanas, pues si se considera que en el pensa-
miento liberal el Estado es un poder soberano de representa-
ción universal (Rabotnikof, 1992), arreglos como los encajes y
dominios de agencia requieren de criterios de validez demo-

5Si se sigue la definición de Adrián Gurza, una menor contingencia será
indicador de un dominio de agencia, entendido como una configuración de
encajes institucionalizados en diferentes ámbitos y niveles de la estructura
estatal que favorecen la capacidad de determinados actores para dirigir la
selectividad de las instituciones (Gurza Lavalle et al., 2019, pp. 25-52).
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crática distintos a los que se derivan de la competencia por
los votos libres (Gurza Lavalle et al., 2006; Landemore, 2020;
Offe, 1996; Zaremberg et al., 2017). No es un problema exclu-
sivamente normativo, pues en un régimen democrático dicha
legitimidad es fundamental para la gobernabilidad, el funcio-
namiento de las instituciones y el acatamiento de las reglas.

Examinar la legitimidad como una forma de reconoci-
miento remite a la observación empírica de la interacción entre
redes de participación ciudadana, partidos políticos e institu-
ciones relacionadas con los problemas públicos que enmarcan
los procesos de construcción institucional. El reconocimiento
es una relación de doble vía; por un lado, va desde actores
que ejercen poder de decisión en el Estado o compiten por este
desde los partidos políticos; mientras que, por otro lado, se de-
sarrolla con las agrupaciones sociales que componen las redes
de participación.

Aquí vale la pena considerar un ejemplo sobre el carácter
ciudadano de autoridades del instituto electoral. José Wolden-
berg Karakowsky fue consejero ciudadano del CG en el pe-
riodo 1994-1996, ejerció funciones como consejero presidente
del CG entre 1996 y el 2003, participó en la elaboración y con-
ducción del documental “La historia de nuestra democracia”
difundido por una de las principales cadenas televisivas en el
país y acreedor del premio nacional de periodismo en el 2004,
dirigió la influyente revista Nexos hasta el 2009, es autor del
libro Historia mínima de la transición democrática en México, edi-
tado por el Colmex, entre otra decena de libros sobre el tema.
Con esta trayectoria resulta comprensible que haya sido ele-
gido orador único en la movilización nacional de febrero del
2022, convocada por organizaciones ciudadanas para manifes-
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tar oposición a la iniciativa de reforma del INE presentada por
el ejecutivo.

Woldenberg es un personaje representativo del concep-
to de ciudadanía asociado al instituto electoral defendido en
esa marcha, pero no es una propiedad de su persona ni de
la ostentación de títulos como ex consejero o especialista en
ciencia política, sino de las redes de reconocimiento en las que
ha estado inserto a lo largo del tiempo, donde participan otras
personas y organizaciones que movilizan e intercambian recur-
sos, que son fuente para la construcción de autoridad práctica
de cualquier persona u organización, pues este es un atributo
relacional que puede ser compartido y transferible, pero no es-
tá asociado a entidades particulares sino a los roles que ejercen
y las posiciones que ocupan. En la misma movilización citada,
la concentración de manifestantes en la ciudad de Guadalajara
tuvo como orador a Mauricio Merino Huerta, también con-
sejero del IFE entre 1996 y 2003, con una prolífica trayectoria
académica, además de ser fundador de la Red por la Rendición
de Cuentas, promotor de reformas institucionales y autor de
múltiples publicaciones con sello institucional del organismo
electoral y el de transparencia.

Los roles y las posiciones de los actores son indicativos de
los grados de autoridad que pueden tener, así como de encajes
o dominios de agencia asociados, pues resultan de caracterís-
ticas estructurales de las redes de participación construidas
a través de la interacción de grupos, individuos y organiza-
ciones que rivalizan y negocian en la disputa por la desigual
distribución de recursos inherente al funcionamiento de toda
institución (Mahoney & Thelen, 2010). Estos supuestos son
compartidos por los conceptos de autoridad práctica y domi-
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nio de agencia, en tanto, la capacidad de acción se considera
políticamente producida a partir de interacciones condiciona-
das por cadenas de interacción previas (Abers & Keck, 2013;
Gurza Lavalle et al., 2019). Es decir, la acción como instrumen-
tación de rutinas elegidas de manera relativamente deliberada,
generadas en experiencias previas y convertidas en artefactos
culturales aprendidos e insertos en identidades colectivas y
relaciones sociales (Aguilar & Jesús Funes, 2011).

R E D E S Y R E P R E S E N TA C I Ó N P O L Í T I C A

Las redes de participación, la autoridad práctica, los encajes y
los dominios de agencia, son conceptos operables en referencia
a casos concretos de la política pública, identificados mediante
ámbitos como la seguridad, el combate a la corrupción, partici-
pación ciudadana o la salud, los cuales contienen actores que
movilizan recursos entre distintas redes de participación para
perseguir sus fines, inferidos a partir de su involucramiento
deliberado en actividades de experimentación en la resolución
de problemas y de construcción de compromisos que, en la
medida de su éxito, contribuyen a la adquisición de autoridad
práctica (Abers & Keck, 2013, p. 17).

Este marco analítico permite indagar cómo se construyen
los encajes y dominios de agencia, así como las configuraciones
que adoptan las modalidades de influencia de la sociedad en
el funcionamiento de las instituciones políticas, en interacción
con los tipos de redes involucradas. El concepto de redes no es
solo metafórico, refiere a vínculos identificables que pueden
ser objeto de sistematización y análisis en un modelo del que
se derivan medidas cuantificadas y visualizaciones de las es-
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tructuras de relaciones que se forman entre sus componentes,
denominados nodos, que en este caso son personas, organiza-
ciones y eventos.

Las redes de participación refieren a agrupaciones de per-
sonas que pueden tener forma de conjuntos de acción, como
una protesta; u organizaciones formales de tipo privado, pú-
blico o estatal como empresas, fundaciones, partidos políticos,
asociaciones civiles u organismos del Estado. No se trata de
unidades predeterminadas sino de conjuntos conformados por
las personas que se involucran en actividades relativas a la
concreción de ciertos fines (ya sea individuales o de su orga-
nización), por lo que las redes no son grupos cerrados sino
estructuras de relaciones evanescentes, porosas y traslapadas.

Esto permite dimensionar los grados de parcialidad y con-
tingencia de la integración en la política pública. Un dominio
de agencia supondría un volumen importante de recursos y
menores grados de contingencia, lo que se relacionaría con
vínculos más fuertes; mientras la mayor o menor parcialidad
tiene que ver con la autonomía de las agrupaciones sociales y
del Estado, pues una integración total implicaría la absorción
de las redes o un control total de las instituciones políticas por
las primeras.

Las diferencias (de grados) entre encajes y dominios de
agencia permite establecer diferencias entre participación ciu-
dadana y ciudadanización, reservando para el segundo con-
cepto formas de integración menos contingentes y parciales,
como los consejos de política pública que reservan espacios
para agrupaciones o sectores sociales determinados con facul-
tades de deliberación ligadas a la producción de decisiones. El
diseño adoptado por el IFE a partir de 1996, en el que su órgano
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directivo se compone por ciudadanos independientes, supone
ciudadanización porque es la sociedad la que está integrada
como autoridad rectora de la institución, modelo extendido
(aunque sea solo como símil ideal) al caso del IFAI. Pero esta
integración no se puede analizar en abstracto, pues como he
argumentado, refiere a redes de participación ciudadana.

De acuerdo con la diferenciación entre coaliciones y gru-
pos corporativos, las redes de participación pueden tener dife-
rentes grados de estabilidad o institucionalización; por ejem-
plo, una protesta callejera es un conjunto de acción que permite
identificar actores (individuales y colectivos) que comparten
objetivos, emociones o principios con distinto nivel de concre-
ción y que participan de repertorios de acción en común por
una sola ocasión. Si a esta protesta siguen otras acciones en
el tiempo, lo más probable es que se fragüen relaciones recu-
rrentes entre los mismos actores, dando forma a estructuras en
las que se puede distinguir un movimiento social. La tradición
de estudios sobre la contienda política cifra de esta manera a
la acción colectiva y le adiciona las interacciones con quienes
son objeto de las demandas en contextos determinados, con-
ceptualizando regímenes de interacción socioestatal (Aguilar
& Jesús Funes, 2011).

Las diferencias de tiempo y formalización entre coalicio-
nes y grupos corporativos son indicativas de los grados de
confianza que cohesionan las redes de participación. Pero es-
tas redes resultan de la interacción de distintas agrupaciones.
En el ejemplo anterior, un movimiento social regularmente es
sostenido por estructuras que la literatura diferencia como nú-
cleos organizativos, los cuales pueden ser partidos políticos y
sus facciones, una directiva sindical o un grupo de personas
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que logró coordinarse para tal fin. En esta interacción de agru-
paciones y personas se forman las redes de participación en las
que sugiero observar cómo se construye la representatividad
ciudadana.

E L M O D E L O D E A N Á L I S I S : R E D E S

E N L A H I S T O R I A

En años recientes el uso de teorías y métodos del análisis de
redes en disciplinas históricas, delinea un campo que en el
mundo anglosajón se denomina Historical Network Analysis
(HNA), que se ha mostrado particularmente útil para redu-
cir la complejidad del estudio de relaciones sociales no solo
con fuentes del pasado, sino a través del tiempo (Rollinger et
al., 2017). Una traducción adecuada en español para esta es-
trategia es Análisis de Redes en la Historia (ARH), término
en el que la preposición “en” permite situar el carácter com-
plementario de las disciplinas, además de evitar entender que
las redes son entidades que preexisten en el pasado: son un
constructo analítico aplicado a fenómenos históricos.

La utilidad de las herramientas del Análisis de Redes So-
ciales (ARS) aplicado a la historia tiene que ver con la simplifi-
cación de la complejidad de relaciones entre actores y otro tipo
de entidades, que en la tradición sociológica han sido concep-
tualizadas de manera metafórica, como las redes de confianza
y las catnet de Tilly (Aguilar & Jesús Funes, 2011; Tilly, 2005),
o el entendimiento de los movimientos sociales como cadenas
de eventos conectadas en el tiempo, sugerido por Diani y McA-
dam (2003). Además, las estructuras y dinámicas de las redes
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permiten abordar problemas relativos al devenir de procesos
históricos, como las secuencias de relaciones tanto de tempo-
ralidad como causalidad entre eventos y contextos históricos
(Beatty Riedl & Roberts, 2022; Falleti & Lynch, 2009a; Falleti &
Mahoney, 2015). El aporte del ARS a esta tradición metodoló-
gica es la posibilidad de observar empíricamente los vínculos
entre las diferentes entidades que conforman la historia, pues
son susceptibles de sistematizarse y modelarse para análisis
topológicos, con medidas cuantificables.

L A S R E D E S D E L A S I N S T I T U C I O N E S

Para analizar los públicos a través de los que se construye la le-
gitimidad ciudadana del IFE/INE e IFAI/INAI, modelo redes
a partir de vínculos entre personas, organizaciones y eventos
identificados durante la vida de estos organismos. Por una
parte, esto me permite describir y analizar procesos históri-
cos basados en la interacción entre entidades como individuos,
grupos, instituciones y eventos, a manera de sistemas de activi-
dad en los que se fragua la causación de la historia (Aguilar &
Jesús Funes, 2011). De manera concreta, los vínculos entre per-
sonas, organizaciones y eventos son unidades de observación
para el rastreo de características relacionales y estructurales de
las condiciones en las que se construye la legitimidad ciudada-
na del organismo electoral y el órgano garante de los derechos
de acceso a la información.

Las condiciones refieren al contexto histórico, mientras
las estructuras representan la relaciones recurrentes de inter-
cambio que estabilizan normas y roles, que en la sociología se
estudian como redes de intercambio (Cook et al., 1983). Las
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múltiples relaciones de participación identificadas en torno a
la vida del organismo electoral y el organismo de transparen-
cia constituyen redes de intercambio que se forman y cambian
a lo largo del tiempo; por eso, modelar la interacción de perso-
nas, organizaciones y eventos permite analizar roles de poder,
así como las estructuras en las que se movilizan recursos para
la configuración de dichas posiciones. El ARS permite visuali-
zar y medir cuantitativamente propiedades de esta estructura
con indicadores de influencia, agrupamiento y conexión, tribu-
tarios del análisis topológico de las entidades de la historia y
sus relaciones.

Para analizar la representatividad que ganan actores in-
dividuales y colectivos, así como de las instituciones políticas,
utilizo la centralidad como un proxy. Esta medida da cuenta
de la influencia que tiene un nodo en la red, que puede inferir-
se por el volumen de relaciones que desarrolla con los demás
(centralidad de grado), por su capacidad de estar en medio de
cualquier par de nodos influyente (centralidad por intermedia-
ción o betweenness), así como por la calidad de los vínculos que
desarrolla, es decir, si está conectado con nodos importantes en
la red (centralidad de vector propio o eigenvector). Tratándose
de representación política, la intermediación y el vector propio
son medidas pertinentes, pues la capacidad de ejercer como
intermediario dota de recursos de poder para negociar, ade-
más de expresar reconocimiento por aquellos que participan
en la relación. Pero, conexiones de calidad también derivan en
recursos similares, sin someter al actor al desgaste que supone
una participación reiterada en actividades que involucran con-
flicto por la disputa de recursos. Así, los nodos con mayores
grados de intermediación y vector propio pueden considerar-
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se como más representativos en las redes de relaciones que
participan6.

Las medidas de distancia indican el número de vínculos
que conectan a un nodo respecto de otro: puede haber rela-
ciones directas donde la medida es uno o una distancia de
un paso en lenguaje del ARS, pero también hay relaciones in-
directas donde los vínculos están a dos o más pasos. Esto se
relaciona con la centralidad por intermediación, pues si un no-
do es necesario para conectar a otros, adquiere importancia
como mediador; lo mismo pasa con el vector propio, ya que
un nodo puede ser punto de conexión apenas para un par en
una red, pero si esa conexión involucra a nodos con una alta
centralidad, ello dotará de alta influencia al intermediador. La
distancia es un indicador de tipo espacial, útil para examinar
las relaciones entre partidos, organizaciones o actores de la so-
ciedad e instituciones ciudadanas, pues permite dar cuenta de
lo cercano o lejano de su vinculación, así como los pasos que
requiere su vinculación y quiénes son los nodos intermedios.

Para examinar el agrupamiento o los grupos que se con-
forman en la red utilizo la detección de comunidades, que
se definen como conexiones más intensas entre determinados
conjuntos de nodos, en relación con una débil conexión con
los demás. El uso que hago de estas subestructuras, subredes o
grupos, no responde a estándares matemáticos sino a definicio-
nes conceptuales de vínculos densos, como clanes o pandillas
(Boissevain, 2003); sin embargo, la densidad es relativa tanto
a la teorización como respecto a las manifestaciones concretas
de las interacciones de la red.

6En el análisis de redes que desarrollo, estas medidas están estandariza-
das del cero al uno, una escala que indica menor y mayor centralidad.
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Considerando estos problemas, para detectar comunida-
des en la red utilizo el algoritmo Leiden, ajustado para obtener
particiones con sentido teórico para la discusión topológica,
pero siempre en un mínimo de calidad estadística, considera-
da a través de la modularidad7. La obtención de determinado
número de comunidades en una red, así como de los nodos
que la componen, resulta de una lógica de calibración entre un
estadístico adecuado y las orientaciones teóricas del análisis.

El uso que hago de las comunidades tiene como objetivo
observar en qué medida la diferenciación teórica entre parti-
dos y organizaciones sociales es válida para el estudio de las
instituciones ciudadanas, así como la pertinencia de estudiar
su interrelación. Además, la búsqueda de este tipo de agru-
paciones permite dar cuenta de los actores y relaciones que
constituyen estructuras de intercambio como los encajes y los
dominios de agencias, así como diferenciar la relevancia (cen-
tralidad y capacidad de vinculación) de los diferentes nodos.

L A H I S T O R I A : C A U S A Y C O N T E X T O

Las instituciones, como configuraciones relativamente estables
de relaciones entre actores que participan de la disputa por la
distribución de recursos (Mahoney & Thelen, 2010), son redes
de intercambio que emergen, cambian y se extinguen a través
del tiempo. Sin embargo, como estructuras, tienen dinámicas
endógenas que no se pueden comprender correctamente si no
es en su relación con un contexto o ambiente en el que están
insertas.

7En el apartado metodológico desarrollo esto con más detalle.
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Lo que aquí propongo es un enfoque relacional de los pro-
cesos. En la literatura especializada se discute el rol causal que
tienen las secuencias de eventos y episodios, así como de las
condiciones en las que estos ocurren (Collier & Munck, 2022;
Falleti & Lynch, 2009b; Falleti & Mahoney, 2015). Este enfoque
no borra a las personas como actantes de la historia, pero re-
duce la contingencia que implica recurrir a la voluntad, tanto
de individuos como de grupos, para explicar por qué las cosas
suceden; sin embargo, también es cierto que en esta empresa
hay un detrimento de la acción en favor de estructuras que
se imponen como fuerzas abstractas de la historia. No pre-
tendo abordar el debate inacabado sobre el peso causal de la
agencia y la estructura, pero es importante tomarlo en cuen-
ta para justificar el uso de una perspectiva relacional que no
solo incluye vínculos entre actores (individuales o colectivos),
sino entre estos y eventos históricos de los que pueden ser
partícipes directos o por los que pueden estar influenciados
indirectamente.

Hay una discusión concreta para clarificar lo importante
de la controversia y por qué las redes son de utilidad para
tratarla. En los estudios de procesos históricos, la coyuntura
crítica y la dependencia de trayectorias (path dependence) son
conceptos populares para explicar cambios a partir de contin-
gencias como revoluciones, guerras, levantamientos sociales o
una innovación tecnológica, así como para dar cuenta de cómo
la forma que adquieren ciertas instituciones está atada a mo-
mentos liminales de dichas coyunturas, en las que se fraguan
arreglos de poder duraderos a manera de equilibrios puntua-
dos (Collier & Munck, 2022). Otras perspectivas cuestionan
este modelo en favor de explicaciones gradualistas del cambio,
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ya sea mediante una valoración endógena de las propiedades
de las entidades que interaccionan en la producción de las ins-
tituciones (Mahoney & Thelen, 2010); o considerando las con-
diciones antecedentes que modelan los periodos en los que
supuestamente los actores ganan libertad para transformar el
estado de las cosas (Waldner, 2022).

En el institucionalismo histórico hay acercamientos a es-
te problema desde la acción y desde un enfoque relacional
(Abers, 2021; Abers & Keck, 2013; Aguilar & Jesús Funes, 2011;
Gurza Lavalle et al., 2019), entendiendo los procesos de forma-
ción, reproducción y cambio a partir de interacciones concretas
entre sociedad y Estado en contextos históricos concretos. El
acercamiento no pretende resolver el problema sobre si son
las relaciones o el contexto lo que más importa para explicar
un determinado resultado en el devenir del tiempo, sino uti-
lizar esta tensión para producir explicaciones más complejas,
regularmente de tipo procesual y mecanicista.

Para tratar esta complejidad recurro a la estrategia de
periodización de capas contextuales analíticamente relevan-
tes para explicar un fenómeno particular de interés (Falleti &
Lynch, 2009a). Esta estrategia permite incorporar las interac-
ciones de procesos que responden a diferentes contextos (la
economía nacional, la política internacional, el partido gober-
nante, etc.), como factores de análisis. A su vez, esto delimita
la identificación tanto de eventos como de relaciones y proce-
sos constitutivos de las narrativas explicativas. Para decirlo en
términos de una técnica que ha ganado popularidad, periodi-
zar capas contextuales dota de un marco concreto al process
tracing en sus dos traducciones: rastreo de procesos y trazo de
procesos. En la primera acepción se trata de la búsqueda de evi-
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dencias a partir de hipótesis particulares sobre las variaciones
en el proceso histórico de interés, en este caso, la legitimidad
ciudadana de los organismos estudiados. La segunda consiste
en reconstruir secuencias de eventos, procesos y mecanismos
que se relacionan tanto temporal como causalmente en la pro-
ducción del resultado analizado.

Para delimitar capas contextuales consideré el sistema de
partidos y el asociativismo social como los dos grandes con-
juntos de actores y prácticas que examino en interacción. Estas
capas son dos grandes procesos teóricos que operan como un
marco para la delimitación histórica de las secuencias de even-
tos y episodios concretos, a través de los que recabé datos para
construir y analizar las redes de relaciones en torno a las insti-
tuciones ciudadanas: el sistema de partidos y el asociativismo
social.

El sistema de partidos es un concepto ampliamente utiliza-
do por la ciencia política y la sociología para referir a patrones
estables, tanto de los actores como de los mecanismos de la
competencia partidista por el control del poder, aunque los ti-
pos de sistemas son variables en la literatura. Para describir de
manera general las características de este aspecto de la historia
política de México, uso el concepto clásico de partido hegemó-
nico para dar cuenta de un periodo que finaliza hacia los años
ochenta, en el que el PRI dominaba todos los cargos de ejercicio
del poder representativo, con la existencia de otros partidos en
condición subsidiaria e imposibilitados para ganar elecciones;
entre finales de los ochenta y mediados de los noventa trazo
un breve interregno de acuerdo bipartidista entre el PRI y el
PAN, en el que el segundo comenzó a ganar gubernaturas en
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los estados, conocido como las concertacesiones8. El tercer pe-
riodo lo caracterizo con otro concepto clásico, el de pluralismo
moderado, a partir de 1997 y hasta el 2015, en el que la com-
petencia se orientó por el PRI, el PAN y el PRD; después del
último año, la literatura especializada identificó signos de una
pluralidad más fragmentada; y a partir del 2018, un sistema
de partido predominante con Morena como organización con
grandes mayorías, pero sin un dominio absoluto.

En lo que respecta al asociativismo social, no existe un
consenso en la literatura para referir a patrones regulares. Sin
embargo, estudios de la historia nacional que ponen el foco
en dichas prácticas permiten identificar tres grandes periodos.
El primero abarca entre los años cincuenta y setenta, con la
formación de un tejido crítico de asociativismo que reclamaba
independencia de la organización vía partido de estado, así
como de programas revolucionarios mediante la vía armada;
el segundo corresponde a los ochenta y noventa, con la emer-
gencia de luchas por el voto libre y los derechos humanos,
además del ascenso del discurso de la sociedad civil; el tercero
es posterior al 2000 y contiene la proliferación de OSC profe-
sionalizadas. Cabe aclarar que esta periodización no expresa
la totalidad de las dinámicas asociativas en el tiempo examina-
do, de igual manera que el concepto de sistema de partidos no
captura la complejidad de facciones y alianzas en las disputas
por el poder político.

8En el siguiente capítulo explico el sentido del término.
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Ilustración 1. Periodización del sistema de partidos y el tejido asociativo como
procesos contextuales.

Elaboración propia en Cliovis.
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Dado que respecto al sistema de partidos hay muchos trabajos
previos, considero importante describir cómo están construi-
dos los periodos de la asociatividad, resaltando que la validez
de las características de las redes y organizaciones de la socie-
dad en cada periodo, remite a las reglas (formales e informa-
les), procedimientos y actores influyentes en la vida pública.

El periodo antecedente que va de finales de los cincuenta
a los setenta se caracteriza por la emergencia de organizacio-
nes barriales, campesinas, obreras e indígenas, apoyadas por
corrientes de la iglesia católica y agrupaciones de izquierda; la
consolidación de Instituciones de Asistencia Privada (IAP), el
crecimiento de organizaciones de promoción del desarrollo, la
expansión de movimientos urbano-populares, la proliferación
de movimientos estudiantiles y de agrupaciones independien-
tes de trabajadores, además la liberalización de una industria
de publicaciones impresas que agrupó corrientes de opinión
pública y una élite intelectual emergente (Gallegos Cruz, 2018;
Illades, 2012; Isunza Vera, 2001; Moreno Delgado, 2019; Reyga-
das, 2004).

La fase de lucha por el voto libre entre los ochenta y noven-
ta, comprende a parte importante de las agrupaciones previas
que ganaron cohesión en torno a jornadas de protesta por el
respeto a resultados en las urnas. La observación electoral y
la formación de coaliciones opositoras al partido de Estado,
en buena medida fueron estimuladas por grupos de élite que
promovieron instrumentos de consulta ciudadana como las
encuestas de opinión o la realización de plebiscitos, al tiempo
que fortalecían la actividad de los medios de comunicación
independientes. Estas redes ganaron cohesión en el contexto
abierto por el levantamiento armado en Chiapas, liderado por
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el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (Aguilar Valen-
zuela, 2006; Alonso & Ramírez Sáiz, 1997; Isunza Vera, 2001;
Olvera, 2002; Reygadas, 2004).

La etapa posterior al 2000 se caracteriza por un repliegue
o pérdida de protagonismo de la actividad de organizaciones
populares, al menos del ámbito nacional, al tiempo que se con-
solidan figuras de OSC formalizadas de acuerdo con normati-
vas estatales, compuestas por personas profesionalizadas en el
ámbito de la participación y que hacen uso de fuentes de finan-
ciamiento del Estado, agrupaciones privadas y la cooperación
internacional. En el ámbito nacional predominan centros de
pensamiento y organizaciones especializadas en la incidencia
en políticas públicas; mientras en lo local hay cierta continui-
dad de la actividad de promoción del desarrollo estimulada
en los periodos previos (Lajous, 2019; Luna, 2020; Reygadas,
2004; Salas-Porras, 2017; Zaremberg et al., 2015).

T R E S P E R I O D O S , T R E S R E D E S

Las capas contextuales interactúan temporal y causalmente
con la trayectoria de la legitimidad de las instituciones ciu-
dadanas a través de eventos, personas y organizaciones. Los
vínculos entre estos tres tipos de entidades constituyen las re-
des de intercambio que dan forma a las instituciones, lo que
me llevó a modelar tres periodos en la constitución de las re-
des de los organismos ciudadanos: una entre 1989 y el 2000,
otra entre el 2003 y el 2011, y una más en el periodo 2012-2021.
Cada una de estas redes organiza los capítulos de análisis em-
pírico, en donde identifico subperiodos que dan cuenta de sus
procesos de formación y cambio.
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Ilustración 2. Periodización de procesos contextuales y la trayectoria de la legiti-
midad ciudadana, como proceso de interés.

Elaboración propia en Cliovis.

Entre 1989 y el 2000 hay un proceso de cambio político que tra-
to como coyuntura, pues hubo episodios que derivaron en una
crisis de la legitimidad del régimen político (fraude electoral,
rebelión armada y magnicidio); tres reformas electorales suce-
sivas y dos cambios en el sistema de partidos. En este periodo
ocurrió la ciudadanización del IFE. Para analizar la formación
de esta red, divido el periodo en dos temporalidades: 1989-
1995, 1996-2000.

A partir del 2003 y hasta el 2011 trazo el periodo de la
post-transición, pues se considera que con la primera alter-
nancia en el ejecutivo se cerró el ciclo de cambios del paso a
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un régimen de competencia libre por los votos libres. En este
periodo se consolidó el sistema de contención predominante-
mente tripartidista y emergió una nueva estructura nacional
de asociatividad; también apareció el IFAI, al tiempo que el
IFE experimentó un proceso de des-ciudadanización.

El periodo 2012-2021 contiene una coyuntura, un cambio
político y reformas institucionales. El IFE y el IFAI fueron refor-
mados para crear nuevos organismos con mayores facultades
de control, de alcance nacional y nuevos métodos de elección
de sus autoridades. Al mismo tiempo, un creciente malestar
de la sociedad con las instituciones políticas se manifestó en
disposiciones individuales y actividades contenciosas; en ese
interregno el sistema de partidos de la post transición entró
en crisis y dio paso a la emergencia de un nuevo partido en
condición predominante. Este es el contexto de la elitización
de las instituciones ciudadanas.
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La construcción del IFE como una institución ciudadana ocu-
rre en un periodo que va de 1994 hasta el 2000, como parte
de una coyuntura en la que se idearon cambios instituciona-
les que cristalizaron décadas de luchas por el voto libre en el
país y reflejarían la pluralidad política de la sociedad (Alonso
& Aziz Nassif, 2005; Becerra et al., 2011; Woldenberg, 2012).
En 1994 apareció la figura de consejero ciudadano, se recono-
ció el derecho a la observación electoral y se implementaron
novedosos controles independientes a la organización de la jor-
nada de votación de cargos públicos. En 1996, con una nueva
reforma, la organización de las elecciones quedó depositada
en un cuerpo de nueve ciudadanos en el ejercicio a cargo de
dirigir el IFE como consejeros electorales; un año después, el
gobierno perdió por primera vez la mayoría en la Cámara de
Diputados y el PRD ganó el gobierno de la capital del país, el
Distrito Federal (D.F.); en el 2000, México experimentó la alter-
nancia en el poder ejecutivo después de décadas de gobiernos
ininterrumpidos del PRI.

Esta secuencia de eventos suele tener una lectura lineal,
incluso en referencia a décadas previas de demandas de demo-
cratización y contra el dominio de un partido de Estado. Pero
antes de 1994 el curso de la historia aparentaba tener un sende-
ro distinto, como una transición política controlada por el PRI,
en convenio con el PAN y al margen de energías populares
prodemocráticas que estimularon reformas previas al sistema
político (Semo, 1993). Antes de 1994, el sistema de partidos
mexicano prefiguraba una forma bipartidista y la ciudadani-
zación no era un atributo asociado a la independencia del IFE,
organismo creado en 1990 con una estructura burocrática que
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en su mayoría provenía de la Secretaría de Gobernación (Se-
gob), es decir, por el partido hegemónico.

Las reformas de 1994 fueron parte de una alteración en el
curso de los cambios institucionales previos y ello tiene que
ver con la contingencia abierta por la rebelión armada del Ejér-
cito Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en enero, y el
asesinato del candidato presidencial del PRI durante un ac-
to público, en marzo. El escenario fue leído en clave de riesgo
por integrantes de la élite política, social y empresarial del país,
quienes estimularon acuerdos de civilidad y reformas institu-
cionales para evitar un escenario de desborde de la violencia
en plena campaña para renovar la presidencia de la República.

Entre febrero y mayo, las principales fuerzas políticas del
país acordaron una reforma electoral en la que se creó una nue-
va figura de autoridad en el IFE: los consejeros ciudadanos. La
propuesta provino del PRD, partido excluido de las reformas
previas; se puede interpretar tanto como respuesta a una cri-
sis de legitimidad de los partidos políticos, como una forma
de reconocimiento a empresas de acción colectiva que habían
ganado visibilidad pública en la construcción de la agenda de
la democratización de la vida política nacional y el reconoci-
miento del voto como un derecho humano.

Para comprender la ciudadanización del IFE es necesa-
rio reconstruir el itinerario de cuatro procesos históricos que
transformaron las instituciones de la vida pública, lo que ayu-
da a entender por qué los eventos de ese año alteraron una
trayectoria de cambio político controlado por la élite estatal,
favorable para el PRI y el PAN, además de identificar condicio-
nes antecedentes a la coyuntura que, a la postre, inciden en la
trayectoria de las nuevas instituciones. Se trata de: 1) un cam-
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bio en las élites de los partidos políticos; 2) la formación de un
tejido asociativo con capacidad de articulación nacional; 3) la
emergencia del concepto de sociedad civil, y 4) un proceso de
modernización estatal dirigido desde el poder ejecutivo.

P R O C E S O S E N L A C O Y U N T U R A D E L A

T R A N S I C I Ó N

El primer proceso es relativo a la formación del sistema de
partidos que se asumiría como consolidado después de la tran-
sición (Becerra et al., 2011; Prud’homme, 2010), se compone
por un cambio en la élite del PRI en 1988, que representó su
mayor escisión en la historia (Gil Mendieta & Schmitdt, 1999);
la formación del movimiento cardenista como aglutinador de
diversas fuerzas de izquierda y la creación del Partido de la Re-
volución Democrática (PRD) entre 1988 y 1989; además de la
renovación del Partido Acción Nacional (PAN) con el ingreso
de nuevos tipos de militantes con una orientación más prag-
mática y pertenecientes a circuitos empresariales entre 1987 y
1996 (Hernández Vicencio, 2008).

El segundo proceso se compone por redes y agrupaciones
de la sociedad que acumulaban experiencias de trabajo desde
principios de los años ochenta a través de episodios de acción
colectiva relacionados con agendas de promoción del desarro-
llo, la defensa de derechos humanos, el respeto al voto limpio,
la creación de cooperativas, demandas de servicios públicos y
el reconocimiento de figuras legales de asociatividad (Isunza
Vera, 2001; Reygadas, 2004). Este proceso incluye el crecimien-
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to de medios de comunicación independientes (predominante-
mente impresos), la formación de un movimiento denominado
urbano-popular, así como el despliegue de campañas de obser-
vación electoral en distintas entidades federativas, lideradas
por agrupaciones de ciudadanos, entre 1990 y 1994.

La emergencia del concepto de sociedad civil es el tercer
proceso. Se relaciona de manera conflictiva con el segundo
pues no todas las agrupaciones y movimientos sociales refe-
ridos serían considerados merecedores de este adjetivo, que
si bien tenía usos populares como en los discursos del mo-
vimiento neozapatista, adquirió una acepción predominante-
mente normativa desde interpretaciones ortodoxas de la teoría
habermasiana, en la que la sociedad civil se diferencia de mo-
vimientos urbanos, sindicatos o cualquier organización que no
cumpliera con los requisitos de universalidad de demandas,
transversalidad de clase e independencia del gobierno (Her-
nández Rodríguez, 1992; Leal Martínez, 2014; Olvera, 1999).

El cuarto proceso se compone por las reformas de mo-
dernización del Estado implementadas por la nueva élite del
PRI, un conjunto de actores rastreable desde la Secretaría de
Programación y Presupuesto en el sexenio 1982-1988, donde
ganaron dominio sobre el partido y se convirtieron en fuerza
gobernante durante el periodo de Carlos Salinas de Gortari
(Gil Mendieta & Schmidt, 1999; Salas-Porras, 2014). Entre los
principales cambios destacan la desregulación de mercados, el
retiro del Estado de actividades de producción económica y
prestación de servicios, un nuevo modelo de administración
pública y la construcción de nuevas estructuras territoriales
de militancia en detrimento de las relaciones del partido de
Estado con grupos corporativos (Rodríguez, 1991).
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Los cuatro procesos deben ser considerados en interac-
ción. El primero y el cuarto se interrelacionan a través del pac-
to en el que se fraguó la reforma electoral de 1990 en la que
se creó el IFE. Este acuerdo de apertura política sostenido por
el PRI y el PAN trascendió ante la opinión pública como el
periodo de las concertacesiones. El concepto daba cuenta de una
convivencia concertada entre ambos partidos que permitió al
PAN ganar elecciones en algunas entidades federativas con la
cesión del PRI, lo que regularmente fue resultado de moviliza-
ciones sociales, la presión de élites locales y la intervención del
ejecutivo federal para negociar la alternancia (Prud’homme,
2014; Semo, 1993)9. Esto provocó una ruptura en el PAN con
la salida de integrantes del Foro Doctrinario y Democrático,
quienes denunciaron un indecente acercamiento del partido
con el gobierno federal y las cúpulas empresariales del país.

El PRD no participó de este pacto, en parte porque sus mi-
litantes eran objeto de represión desde el Estado y porque su
dirigencia no reconocía como legítimo al gobierno de Salinas.
Este partido distaba de representar la gran coalición de izquier-
das que apoyó la candidatura de Cárdenas en 1988 y que se
diluyó por causas como desencanto, represión, desmoviliza-
ción por efecto de políticas públicas focalizadas o la migración
de cuadros al Partido del Trabajo (PT) (Isunza Vera, 2001; Se-
mo, 1993). Particularmente un conjunto de militantes, en su
mayoría intelectuales hasta entonces activos en medios de co-
municación y en el sindicalismo universitario, no acompaña-
ron la empresa del PRD por considerar que su dirigencia tenía

9Una práctica común fue que después de que se declarara ganador al
PRI, el ejecutivo intercediera para que se nombrara gobernador a una figura
de la oposición representada por el PAN.
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posturas maximalistas que impedían aprovechar la oportuni-
dad abierta por la renovada élite del PRI para profundizar la
democracia de forma pacífica, negociada e institucionalizada
(Illades, 2012). Muchas de estas personas crearon el Instituto
de Estudios de la Transición Democrática (IETD) en 1989 y
promovieron activamente el pacto para la reforma de 1990 (J.
Woldenberg, comunicación personal, 2023).

El segundo proceso interactúa con el primero de forma
más contingente. Una parte de las agrupaciones sociales men-
cionadas apoyaron la candidatura de Cárdenas en el 88, y a
partir de 1990 comenzaron a realizar brigadas de observación
electoral y protestas para exigir garantías de elecciones libres
y competitivas, aliándose momentánea e indistintamente con
militantes del PAN y del PRD. En estos episodios hubo quie-
nes prácticamente se profesionalizaron en la vigilancia de elec-
ciones, trabajando en medios de comunicación, organizando
campañas de participación y jornadas de protesta, e incluso
asistiendo a capacitaciones con organizaciones de cooperación
internacional. Ahí se conformó un núcleo identificable de agru-
paciones entre las que destacan la Convergencia de Organis-
mos Civiles por la Democracia, el Grupo de los 9, Acude, la
Academia Mexicana de Derechos Humanos y el Movimiento
Ciudadano por la Democracia (Basáñez, 2023; González Ponce,
s/f; Reygadas, 2004).

El proceso relativo al concepto de sociedad civil se inter-
relaciona con las reformas del Estado, pues es concomitante
al proceso de modernización que dotó de reconocimiento a
la ciudadanía como protagonista de la gestión de lo público,
lo que se materializó, por un lado, en el involucramiento de
beneficiarios de políticas públicas de inversión a través de la
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coparticipación y la fiscalización entre los que destacan el pro-
grama Solidaridad y las contralorías sociales. Por otro lado, la
ciudadanía ganó espacios de gestión sobre determinadas polí-
ticas públicas, como en el ámbito de la cultura, donde destaca-
dos intelectuales asociados a dos grandes revistas de la época,
Nexos y Vuelta, se integraron en consejos consultivos, órganos
decisorios y el espectro de la televisión pública (Gallegos Cruz,
2018; Rodríguez Ledesma, 2001).

La interacción de los cuatro procesos adquiriría una forma
condensada después de la contingencia abierta en 1994. Las
agrupaciones sociales participaron en intensas movilizaciones
que se convocaron en gran parte del país a los pocos días del
levantamiento armado para exigir un cese al fuego, además de
promover actividades de solidaridad con los rebeldes y de po-
ner en marcha mecanismos de difusión del conflicto a través
de medios de comunicación locales, nacionales e internacio-
nales. El 17 de enero de ese año, la revista Proceso publicó un
desplegado ciudadano con más de 2 mil firmas, denominado
Veinte Compromisos por la Democracia; diez días después, diri-
gentes y candidatos presidenciales de los partidos políticos
firmaron el Pacto por la Paz, la Democracia y la Justicia, con-
vocados por la Segob, de lo que surgió el acuerdo para iniciar
las negociaciones que darían como resultado la reforma con la
que inició la ciudadanización del IFE.

E L M O M E N T O D E L A S O C I E D A D C I V I L

O´Donnell y Schmitter (1994) denominaron como “la resurrec-
ción de la sociedad civil” a un episodio observado en las tran-
siciones de la tercera ola, que sintetiza la expansión del ideario
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democrático a través de la industria cultural y la proliferación
de actividades protagonizadas por agrupaciones profesiona-
les, además de figuras de liderazgo noveles, ajenas a los par-
tidos políticos. En el modelo esbozado por los autores, estas
iniciativas cumplen una función ambiental que incentiva a las
élites políticas para pactar el cambio democrático, pero con
una potencia menor y de consecuencias menos igualitarias a
las que produce el levantamiento popular, entendido como un
conjunto de acción compuesto por sindicatos, movimientos de
base, grupos religiosos, intelectuales, artistas, defensores de
derechos humanos y hasta clérigos que “confluyen en una to-
talidad mayor que se identifica como ‘el pueblo´” (O’Donnell
& Schmitter, 1994, pp. 79–89).

La referencia al cuadro de O´Donnell y Schmitter tiene
relación con el sentido disputado del concepto de sociedad ci-
vil en este periodo de la historia política en México. Mientras
organizaciones relacionadas con el EZLN o el movimiento ur-
bano eran consideradas como populares, la categoría civil está
reservada para conjuntos de acción como el movimiento de
observación electoral, el Grupo San Ángel, asociaciones civiles
como Alianza Cívica y el IETD, además de figuras intelectua-
les identificadas con medios impresos como las revistas Nexos,
Proceso, Vuelta; o los periódicos La Jornada, Uno más Uno, en-
tre otros. Considerando esta disputa conceptual, resulta lógico
que los actores de la ciudadanización del IFE pertenezcan al
conjunto civil pero como protagonistas de un proceso sosteni-
do inicialmente por el popular.

En la siguiente sección describiré el origen y actividades
de las agrupaciones sociales mencionadas, haciendo referencia
a algunas de las personas que las integran, particularmente a
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aquellas que tuvieron un papel destacado en torno a los even-
tos de la reforma política de 1994 a través de redes de participa-
ción construidas por la interacción entre agrupaciones sociales,
partidos políticos y entes del Estado. El análisis de estas redes
da cuenta de la ciudadanización del IFE como resultado de
relaciones entre actores específicos, sus formas de acción y su
interacción con un contexto político que opera como estruc-
tura de oportunidad modelada por las propias interacciones
socioestatales.

L A S R E D E S D E L A R E F O R M A D E

1 9 9 4

Durante la coyuntura en la que se fraguó el cambio institucio-
nal de 1994 confluyeron redes de participación que es pertinen-
te rastrear desde 1989, cuando se consensó la primera reforma
electoral del gobierno de Salinas de Gortari. La red proyectada
a relaciones entre organizaciones y eventos se compone por
91 nodos y 432 enlaces, ilustrados en el grafo número dos, en
el que los cuadros grises representan agencias del Estado; los
rojos, partidos políticos; los pentágonos azules ilustran organi-
zaciones sociales; los hexágonos amarillos, universidades; los
triángulos en gris claro son eventos; los círculos anaranjados
representan medios de comunicación; mientras que los lilas
son organizaciones profesionales10. El tamaño de los nodos
indica su medida de vector propio que, cabe recordar, conside-
ro como indicador de influencia de acuerdo con la calidad de

10Los grafos sucesivos están representados con las mismas figuras geo-
métricas y colores.
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sus conexiones en la red, la cual, a su vez, está particionada en
comunidades con el algoritmo Leiden.

Grafo 2. Dos comunidades en la red de relaciones entre 1989 y 1994.

Elaboración propia en Gephi.

El grafo muestra dos grandes comunidades. A la izquierda se
ubica una que contiene organizaciones sociales y medios de co-
municación de manera predominante, entre los que destacan
el Grupo San Ángel (GSA), el Movimiento Ciudadano por la
Democracia (MCD), ACUDE, el Consejo Ciudadano que pro-
movió el plebiscito del D.F. en 1993 (CC_Plebiscito), Alianza
Cívica, el periódico La Jornada, la revista Nexos y la revista Este
País. A la derecha predominan universidades, partidos políti-
cos y agencias del Estado, destacando la UNAM, el ITAM, el
PAN, PRI, PRD, el IFE, la cámara de Diputados y el Gabinete
del presidente Salinas.

Considerando los nodos relevantes en cada componente,
parece claro que el de la izquierda contiene a las agrupaciones
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de la ciudadanía y el de la derecha a las organizaciones polí-
ticas, por lo que resulta llamativo que en el primero aparezca
el CG del IFE. Esto es indicativo del carácter ciudadano de la
nueva institución que comparte más relaciones con las redes
ciudadanas que con las políticas11, de manera similar al Con-
sejo Nacional para la Cultura y las Artes (CONACULTA) y el
Comité Técnico de Auditoría al Padrón Electoral; el primero,
integrado por intelectuales en su mayoría identificados con la
revista Nexos, y el segundo con perfiles técnicos, entre quienes
destaca una de las voceras de Alianza Cívica, Clara Jusidman.

En el conjunto de la derecha, una de las organizaciones
políticas inserta en las relaciones con partidos y universida-
des es la Organización Nacional de Observación Electoral del
Magisterio (ONOEM), agrupación creada por la lideresa del
Sindicato de Trabajadores de la Educación, Elba Esther Gordi-
llo, para realizar actividades de observación electoral, lo que
refleja la manera en que esta tejió su influencia política en la
década de los noventa: entre las élites académicas y políticas
de la transición (Raphael, 2007). En esta comunidad también
se pueden observar lazos fuertes (por el groso del vínculo), es-
pecialmente entre el PRI, el Gabinete de Salinas y el IFE, que
en conjunto concentran el 7 % de enlaces de toda la red, muy
por encima del promedio de .4 % entre un par de nodos.

Cabe insistir que tanto la centralidad de los nodos como
lo fuerte de sus vínculos no responde a las relaciones desarro-
lladas en cada una de las comunidades, sino respecto a la red
en su conjunto. En la tabla número uno, a manera de una lista

11La lista de consejeros utilizada solo incluye a aquellos nombrados ciu-
dadanos, es decir, excluye delegados del gobierno federal y el legislativo
que entonces participaban con poder de decisión en el CG.
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de las agrupaciones más influyentes (excluyendo eventos), ex-
pongo aquellas con el mayor vector propio determinadas por
el cuartil más alto:

Tabla 1. Cuartil de nodos con mayor vector propio 1989–1994.

Nodo Vector propio
Grupo San Ángel 1.00
Plebiscito 1993 0.91
MCD 0.86
Consejo Ciudadano del Plebiscito 0.81
IFE 0.77
La Jornada 0.70
Marcha 12 de enero 0.66
ACUDE 0.61
Este País 0.59
Consejo General 0.57
PRI 0.57
Diputados 0.56
Alianza Cívica 0.53
Nexos 0.47
Gabinete Salinas 0.47
PRD 0.44

Fuente: Elaboración propia

En la red de relaciones entre 1989 y 1994, la organización más
influyente es el GSA, una agrupación que convocó a élites inte-
lectuales y políticas de diversas posiciones ideológicas con el
estímulo del escritor Carlos Fuentes, el político Jorge Castañe-
da y el entonces presidente Salinas de Gortari (Zárate, 2019); el
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objetivo de esta agrupación, que apareció en la escena pública
con una gran atención mediática en 1994, fue evitar el desbor-
de de la violencia política en el país; en un breve periodo de
tiempo convocó a sus reuniones al secretario de gobernación,
el procurador de la república y los consejeros ciudadanos. La
segunda organización con mayor centralidad es el MCD, que
también agrupó a personalidades de la élite política, así como
a liderazgos de movimientos sociales en torno a la agenda por
el voto libre. En la lista sigue el grupo que promovió el plebis-
cito de 1993 en el D.F, una consulta impulsada por un Consejo
Ciudadano (CC_Plebiscito) para demandar mayor democracia
y autonomía local y, después, el IFE. De manera aproximada,
esta lista da cuenta de la influencia de la actividad ciudadana
en las reformas de 1994, la cual se vinculó tanto con partidos
políticos como con instancias del Estado, como se puede obser-
var en el grafo tres, que ilustra el primer círculo de relaciones
del GSA, el MCD y el Consejo Ciudadano del Plebiscito, con-
centrando el 16 % de los enlaces de la red total.
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Grafo 3. Primer vecindario del GSA, el MCD y el Consejo Ciudadano del Plebisci-
to.

Elaboración propia en Gephi.

De la tabla uno excluí los nodos que representan eventos, cu-
ya centralidad conviene explorar a través de la medida de in-
termediación. Si bien los eventos pueden ser tratados como
conjuntos de acción a los que se les puede atribuir influencia
por la calidad de sus vínculos, lo efímero de su actividad hace
más conveniente pensarlos como productores de cohesión. En
la tabla número dos muestro los nodos con mayor índice de
intermediación, destacando entre el primer cuartil la Marcha
del 12 de enero (convocada en apoyo al zapatismo y para pe-
dir el cese al fuego), el Plebiscito de 1993 y las Conversaciones
de Barcelona. Los primeros dos eventos están ubicados en la
comunidad social del grafo 2, mientras el último, que consis-
tió en la serie de reuniones de las dirigencias de los partidos
políticos para pactar la reforma del 94, en la comunidad po-
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lítica. En esta tabla la mayor centralidad por intermediación
corresponde al GSA, robusteciendo la inferencia sobre su rol
altamente influyente en toda la red de relaciones.

Tabla 2 . Nodos con mayor grado de intermediación 1989-1994.

Nodo Grado de Intermediación
Grupo San Ángel 0.174
PRI 0.153
La Jornada 0.120
MCD 0.093
Gabinete Salinas 0.086
UNAM 0.081
Marcha 12 de enero 0.081
ITAM 0.078
Plebiscito 1993 0.076
Nexos 0.055
Conversaciones de Barcelona 0.054

Fuente: Elaboración propia

De la lectura de esta red se puede asumir que el GSA, el MCD,
así como quienes se agruparon en torno al plebiscito del 93,
tuvieron una importante influencia en las reformas de 1994.
Falta explorar si esto es así en el grupo de consejeros ciudada-
nos del CG del IFE, una lista de notables12 consensada en las
Conversaciones de Barcelona y votada por la Cámara de Dipu-

12Un dato no menor sobre el carácter notable de estas figuras es la lista
inicial acordada por los partidos, que incluía reconocidos intelectuales de la
época: Carlos Fuentes, Federico Reyes Heroles, Gabriel Zaid, Miguel Ángel
Granados Chapa, Miguel León-Portilla y Enrique Krauze (Alcocer V., 1995,
p. 72).
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tados que incluyó a José Woldenberg Karakowsky, con una
trayectoria militante en partidos de izquierda y el sindicalis-
mo universitario de los setenta, fundador del IETD y miembro
del equipo editorial de la revista Nexos; Ricardo Pozas Horca-
sitas, que dirigía el Instituto de Investigaciones Sociales de la
UNAM; Santiago Creel Miranda, miembro de la Barra Mexica-
na Colegio de Abogados y promotor del plebiscito ciudadano
de 1993; Miguel Ángel Granados Chapa, que había dirigido
el Canal 11, subsidiaria de la televisión pública del Instituto
Politécnico Nacional, y fundador de algunos medios de comu-
nicación, entre ellos La Jornada; mientras José Agustín Pinchetti
era integrante del Grupo de los 9, promotor del plebiscito, fun-
dador de la revista Este País y antecesor del GSA (Basáñez,
2023).

La ciudadanización del IFE significó que se incorporaran
redes ciudadanas al órgano directivo del instituto electoral. Pe-
ro la figura de consejero ciudadano no fue solo un recurso
legitimador de la clase política, sino un punto de acceso pa-
ra controlar las instituciones electorales, como el Comité de
Auditoría al Padrón Electoral que, si bien estuvo compuesto
por perfiles expertos en el ámbito de la computación, incluyó a
Clara Jusidman, integrante del GSA, coordinadora de Alianza
Cívica y con trayectoria previa en la administración pública
federal. A los dispositivos de influencia ciudadana sobre la
conducción de las nuevas instituciones, también habría que
sumar el rol de consulta y cabildeo sobre el modelo de reco-
nocimiento y promoción de la observación electoral entonces
adoptado, pese a la renuencia del gobierno federal. En estas
actividades destacó otro de los coordinadores de Alianza Cí-
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vica: Sergio Aguayo, fundador de la Academia Mexicana de
Derechos Humanos e investigador del Colmex.

Grafo 4. Primer vecindario del CG 1989-1994.

Elaboración propia en Gephi.

Si se considera que las elecciones federales de 1994 registra-
ron los índices de participación más altos de la historia (77 %
del electorado), además de una inusitada jornada de obser-
vación electoral en la que destacaron redes de movimientos
como el MCD o la Convergencia de Organismos por la Demo-
cracia, coordinadas por Alianza Cívica, se puede inferir que
el objetivo de producir confianza fue cumplido. Sin embargo,
el resultado de la elección arrojaría una contradicción: no se
produjo un cambio de partido en el gobierno. El PRI consiguió
extender su domino en el poder seis años más, con una dife-
rencia de 10 puntos porcentuales de votos sobre el segundo
lugar, el PAN.
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Las explicaciones sobre este resultado incluyen el control
del partido de Estado sobre del aparato ejecutivo del IFE, la
inversión desregulada de recursos económicos, la instrumen-
talización de programas sociales y una amplia desigualdad en
la cobertura de medios de comunicación. Los consejeros ciuda-
danos hicieron eco de este diagnóstico; sin embargo, también
destacaron que el resultado fue validado por un padrón con-
fiable y un conteo de votos limpio, verificado incluso por la
observación externa. La conclusión fue que se trató de una
elección con iniquidades, pero limpia.

L A S R E D E S D E L I F E D E S P U É S D E

1 9 9 6

La relevancia de las reformas de 1994 prefigura más como
antecedente que como momento definitorio en la transición
mexicana; si bien los consejeros electorales tuvieron poca ca-
pacidad de maniobra al haber tomado protesta de su encar-
go tres meses antes de la jornada de votación y al frente de
una estructura burocrática que les era ajena, se convirtieron
en eje de cambio: fueron ellos quienes lideraron los esfuerzos
para impulsar una nueva reforma llamando públicamente a
independizar el órgano electoral. El GSA hizo eco de esta de-
manda, anunciando en septiembre de ese año que iniciarían
trabajos para “impulsar la reforma electoral definitiva” (Cas-
tellanos Hernández, 1998, p. 37), lo que se tradujo, en 1995, en
el Seminario de Chapultepec (Seminario), un foro deliberativo
coordinado por algunos de los consejeros electorales y líderes
de los partidos políticos.
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El Seminario es un evento que permite dar seguimiento
a la transformación o evolución de la red de 1994, pero en un
contexto muy diferente. Tener claros los cambios que ocurrie-
ron es importante porque, a simple vista, la red de 1995-1996
parecería dar cuenta de la desaparición de las agrupaciones
sociales identificadas previamente, ya sin articulaciones desa-
rrolladas en torno a eventos como la rebelión en Chiapas, las
reformas y la observación electoral. Pero lo que sucedió es que
las redes de participación del 94 se diluyeron en un nuevo
contexto; esto significa que no desaparecieron, sino que sus
protagonistas se rearticularon en el espacio público y con el
Estado a través de nuevas afiliaciones y relaciones.

Un cambio es el que se produjo en relación con el con-
flicto zapatista, pues las interacciones entre los rebeldes y el
gobierno se volvieron más inestables, hasta que se produjeron
posiciones de difícil conciliación que derivaron en el rompi-
miento del diálogo y el inicio de una etapa en la que el EZLN
se retrajo en la construcción de autonomía político-territorial,
rompiendo públicamente cualquier relación con el sistema de
partidos y explícitamente con el PRD. En cierta medida esto de-
bilitó la cohesión en las redes del movimiento de observación
electoral, sumado a que las grandes agrupaciones que sostuvie-
ron estas iniciativas, desplazaron su actividad a la promoción
de una ley que buscaba el reconocimiento de las actividades
de las organizaciones civiles. Además, hubo una escisión en
Alianza Cívica marcada por la salida de algunas de las per-
sonas que fungieron como coordinadoras, mientras quienes
continuaron en la asociación participaron en la organización
de consultas públicas nacionales en torno al diálogo en Chia-
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pas, decisiones de política internacional y un juicio político al
expresidente Salinas en 1995.

Otro cambio tiene que ver con el GSA que desapareció
hacia 1995. Pero algunos de sus integrantes formaron parte
central de los trabajos del Seminario, mientras que otros conti-
nuaron sus carreras políticas, como Vicente Fox Quesada, que
se convirtió en gobernador de Guanajuato por el PAN en 1997
y desde ahí prepararía su campaña para la presidencia de la
República en el 2000. Otra integrante que a partir de ahí conso-
lidaría una gran influencia entre la élite política fue la entonces
lideresa sindical, Elba Esther Gordillo.

Un tercer cambio refiere a los partidos políticos. El PRI
entró en una crisis interna enmarcada en el distanciamiento
del nuevo presidente de la República, Ernesto Zedillo, con el
expresidente Salinas, quien se autoexilió del país en febrero de
1995 y fue expulsado del partido un año después. El PRD, sin
lograr la convocatoria del movimiento cardenista de los ochen-
ta, se consolidó como referente de la izquierda en 1997 tras
ganar la primera elección de jefe de gobierno de la capital del
país con Cuauhtémoc Cárdenas como candidato. Para ese año,
el escenario político ya reflejaba la pluralidad celebrada por la
literatura de la transición: el PAN gobernaba siete entidades
federativas, el PRD una, además del D.F., y por primera vez en
la historia surgió un legislativo sin mayoría para el partido en
el poder ejecutivo.

Si se analiza la red del primer círculo de relaciones del
Seminario, incluyendo las formadas desde 1994, esta tiene una
composición predominantemente política con el PRI, el PAN,
el PRD, los gabinetes de Salinas y Zedillo, así como la Cámara
de Diputados, conviviendo con un solo nodo de la anterior red
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ciudadana: el GSA. Como se puede observar en el grafo seis
y en la tabla número tres, el nodo con mayor centralidad es el
IFE, lo que tiene que ver con los vínculos de este organismo
con el PRI y el GSA, además del rol que ejercieron algunos
consejeros ciudadanos como coordinadores del Seminario.

Grafo 5. Primer vecindario de El Seminario de Chapultepec, 1994-1995.

Elaboración propia en Gephi.
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La composición de esta red también indica que una de las
consecuencias de la reforma del 94 fue el encauzamiento del
conflicto político hacia arreglos propios de un sistema de par-
tidos. Si lo que caracterizó la respuesta a la contingencia del
94 año fue el ingreso de una diversidad de actores a la arena
política, las reformas del 96 se fraguaron sobre un sistema de
partidos emergente, con rasgos de pluralidad, en el que se lle-
varon a cabo negociaciones más complicadas que las previas:
fueron más de 18 meses en los que tanto el PAN como el PRD
salían y regresaban de las mesas de deliberación, producto de
conflictos post-electorales en algunos estados.

Si se considera la red total de relaciones incluidas entre
1994 y 1996, el IFE destaca en la lista de organizaciones más
influyentes con la máxima medida de vector propio, lugar que
en el periodo previo lo ocupó el GSA, ahora en segundo lugar;
seguido del PRI y el Gabinete de Salinas. Esta lista condensa
relaciones históricas, lo que quiere decir que, si bien para en-
tonces el grupo de colaboradores del expresidente ya no existía
como tal, un grupo de estos se conservaron como influyentes
en la reforma de 1996.
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Tabla 3 . Nodos con mayor vector propio 1994-1996.

Nodo Vector propio
IFE 1.00
Grupo San Ángel 0.88
PRI 0.65
Gabinete Salinas 0.62
Seminario de Chapultepec 0.56
Consejo General 0.55
Causa Ciudadana 0.51
Gabinete Zedillo 0.47
La Jornada 0.47
Alianza Cívica 0.43
UNAM 0.42
Conferencia Beijing 0.41

Fuente: Elaboración propia

E L I C Ó N I C O C O N S E J O G E N E R A L

El Icónico Consejo General La diferencia respecto a las refor-
mas de 1994 también se expresa en el primer círculo de relacio-
nes en torno al CG del IFE. Como un contrasentido, en 1996 lo
que se observa es que el cuerpo directivo del organismo elec-
toral, ahora compuesto por nueve ciudadanos independientes,
tiene apenas una organización social en su entorno: el IETD.
Entre las redes de los consejeros predominan las universida-
des y persisten, del periodo anterior, el periódico La Jornada y
la revista Nexos. En morado hay una agrupación profesional:
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el Colegio Nacional de Ciencias Políticas y Administración Pú-
blica, que figura en el currículum del consejero Merino.

Grafo 6. Primer vecindario del CG 1994-1996.

Elaboración propia en Gephi.

El primer círculo del CG hacia 1996 muestra un cambio funda-
mental y fundante en la legitimidad de las autoridades ciuda-
danas: personas con trayectoria académica, en medios de co-

85



municación y foros públicos, reconocidas como expertas en te-
mas electorales (Alonso & Aziz Nassif, 2005). Un claro ejemplo
es de José Woldenberg, designado como consejero presidente
en un giro de último momento durante las negociaciones entre
el PAN, el PRD y la Segob. Su nombramiento da cuenta de las
redes que ganaron consolidación en torno a la construcción de
la nueva institución electoral y los atributos del ideal ciuda-
dano para su dirección; es fundador del IETD, agrupación que
impulsó muchas de las ideas para las reformas de la época con
miembros activos en medios de comunicación, principalmente
en Nexos, además de participantes de altos cargos en la admi-
nistración pública federal, como Julia Carabias, destacada por
la prensa como la única integrante no priista del gabinete de
Zedillo13.

Los ocho consejeros restantes también estaban vincula-
dos con el ámbito intelectual y académico. Emilio Zebadúa
provenía del Colmex y estaba relacionado con el periódico La
Jornada; Molinar Horcasitas había sido funcionario del ante-
rior IFE; Mauricio Merino había estudiado en el Colmex y en
la Complutense de Madrid, había sido parte de un centro de
pensamiento del PRI influyente en la campaña de Salinas (el
IEPES) y también estaba relacionado con La Jornada y Nexos;
Jacqueline Peschard era profesora de la UNAM y egresada del
Colmex; José Barragán provenía de la UNAM y el IIJ-UNAM;
de forma similar Jaime Cárdenas Gracia; Alonso Lujambio,
de familia panista, estaba más vinculado con organizaciones
privadas: Banamex, el Instituto Tecnológico Autónomo de Mé-

13En este entonces, Carabias y Woldenberg eran matrimonio, un vínculo
que no considero para el análisis de la red, pues esta no contempla lazos
familiares.
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xico (ITAM), la Universidad Iberoamericana y Yale, y había
sido parte del Seminario de Chapultepec; mientras Jesús Can-
tú provenía de medios de comunicación en el norte del país,
además de estar ligado al movimiento de observación electo-
ral de los noventa y con vínculos con organizaciones maoístas
de la línea de masas.

Los ámbitos de afiliación de las nueve autoridades electo-
rales pueden rastrearse, en su mayoría, hasta los años ochenta,
por lo que conviene extender el análisis de la red completa de
afiliaciones al periodo 1989-199614, de lo que se podría obtener
una visión amplia de las redes de relaciones que convergen
en el CG nombrado en 1996, como indicador de las fuentes de
legitimidad del consejo. Para producir un acercamiento más
simple a esta red utilizo una partición de ocho comunidades
ilustrada en el grafo ocho. Dado que la red contiene 611 nodos,
solo destaco en color azul a los consejeros electorales y en rojo
a los partidos políticos (el tamaño es solo ilustrativo).

14Excluyendo los cargos de consejero ciudadano de 1994.
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Grafo 7. Comunidades en las redes de afiliación entre 1989 y 1996.

Elaboración propia en Gephi.

En esta partición destaca que tres partidos políticos son parte
de una misma comunidad, diferente a la que agrupa a ocho
de las nueve personas que entonces fungían como consejeros
electorales. La separación podría ser interpretada como un in-
dicador de independencia, si esta se considera como distancia
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o una relación no directa. Pero lo más interesante de esta parti-
ción de la red es que ocho consejeros se concentran en un solo
componente, un indicio de homofilia, es decir, una tendencia
al agrupamiento entre personas (en este caso las autoridades
electorales) de características similares. El nodo que sobresa-
le por no ser parte de esta comunidad es Jesús Cantú quien,
a diferencia de las demás autoridades, no tenía una trayecto-
ria vinculada a universidades o centros de pensamiento, sino
en medios de comunicación en el norte del país, de lo que se
derivan sus vínculos con dirigentes del PT y su nominación
a propuesta de este partido, con el consentimiento de Cuauh-
témoc Cárdenas. Esto no significa que no compartía vínculos
con los demás consejeros pues había entablado relación con al-
gunos, tanto por su incursión en iniciativas de acción colectiva
para la defensa del voto a inicios de los años noventa, durante
su participación en el MCD, así como en medios de comunica-
ción donde, por ejemplo, compartió espacios con Woldenberg
(J. Cantú, comunicación personal, noviembre de 2024). La po-
sición diferenciada de Cantú es clave para explicar el proceso
de ciudadanización del IFE, pues su cercanía con movimientos
populares e iniciativas de acción colectiva lo convirtió en un
punto nodal de reclutamiento de cuadros para el instituto.

E L P R O C E S O D E

C I U D A D A N I Z A C I Ó N

Hasta el momento he mostrado que la ciudadanización del
IFE es un proceso que tiene como antecedente las reformas de
1994, con la incorporación de redes de participación ciudada-
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na en la construcción de las nuevas instituciones a través de
actividades de cabildeo, consulta y la ocupación de posicio-
nes en el Estado. Sin embargo, el proceso de ciudadanización
identificado por la literatura ocurre entre 1997 y el 2003 (Ac-
kerman, 2007; Alonso & Aziz Nassif, 2005; Isunza Vera, 2004;
Rodríguez, 2017), a través de dos ámbitos: por arriba, con au-
toridades electorales; y por abajo, con el ejército de ciudadanos
(Becerra, 2006) encargado de operar los centros de votación
para vigilar el ejercicio libre e independiente del voto. Pero no
se trata de la ciudadanía en abstracto, convocada de manera
espontánea a participar en estas tareas, al menos no es el caso
del episodio histórico en el que redes concretas de la sociedad
se movilizaron para involucrarse en actividades relativas al
funcionamiento del organismo electoral, como parte de una
disputa por el control institucional entre un bloque de conseje-
ros y una estructura vinculada con el partido hegemónico.

Para entender este proceso es necesario esquematizar las
atribuciones del IFE a través de cuatro ámbitos de autoridad:
a) el CG, los consejos locales (CL) y los consejos distritales
(CD); b) las direcciones ejecutivas, las vocalías locales y las vo-
calías distritales; c) funcionarios de casilla; y d) capacitadores
asistentes-electorales. El primer ámbito es una estructura di-
rectiva de mando vertical, que va desde el CG hasta los CL y
CD; el segundo, una estructura burocrático-ejecutiva, también
vertical, que rinde cuentas desde las vocalías hacia las direc-
ciones ejecutivas; la tercera y cuarta componen el ejército de
ciudadanos encargado de reclutar y capacitar funcionarios de
casilla, montar y supervisar mesas de votación, entregar paque-
tes electorales, contar votos, entre otras tareas fundamentales
como fuente de confianza sobre el voto limpio.
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En este modelo organizacional, el CG ejerce una función
central en la composición de los CL y CD, pues tenía a su car-
go la designación de consejeros locales, y estos, a su vez, a los
consejeros distritales a manera de cascada (Isunza Vera, 2004).
Estos órganos directivos subnacionales carecían de los recur-
sos de poder del CG: los nombramientos de sus autoridades
eran solo para la elección en curso y sin recibir una remunera-
ción similar a las autoridades nacionales, equivalente a la de
los ministros de la Suprema Corte de Justicia; además las vo-
calías, como órganos ejecutivos, no rinden cuentas de manera
directa a los consejos sino a las direcciones ejecutivas del IFE.
Este enrevesado diseño dejaba al último eslabón ciudadano
bajo control directo de la estructura técnica del instituto, por
lo que su supervisión dependía de habilidades políticas de los
consejeros distritales, locales y nacionales en conjunto (Aziz
Nassif & Isunza Vera, 2007a).

La disposición de disputa que configuraba esta estructu-
ra organizativa estimuló el proceso de ciudadanización entre
1997 y 2003, como consecuencia de estrategias implementa-
das por un bloque de consejeros estimulado por Cantú, con
el objetivo de contener el reclutamiento de perfiles afines al
PRI tanto en los CL y CD, como en las estructuras ejecutivas
subnacionales. En los primeros meses de 1997, este consejero
advirtió ante La Jornada que el 98 % de la estructura del institu-
to estaba vinculada con el PRI y el gobierno federal (Becerril,
1997), condición que podría agravarse con los esfuerzos del
secretario ejecutivo y cuadro del PRI, Felipe Solís Acero, para
proponer candidatos a ocupar los cargos locales y distritales
en los órganos de decisión.
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Solís fue propuesto para dirigir la Secretaría Ejecutiva por
José Woldenberg, quien veía en él a un funcionario altamen-
te capaz y con un conocimiento del instituto que garantizaría
su plena operación bajo el mando de un CG ciudadanizado
(J. Woldenberg, comunicación personal, 2023). Pese a que una
parte de los consejeros veían en este personaje una suerte de
Caballo de Troya del partido hegemónico, dieron su voto de
confianza al consejero presidente, pero condicionaron la deci-
sión para ser revisada al cabo de un año.

Las formas en las que se dio la disputa por la composi-
ción de los CD y CL contienen los mecanismos del proceso de
ciudadanización. Para describirlos, considero conveniente re-
currir al relato de Cantú, quien recuerda que durante la sesión
en la que el CG aprobó el inicio del proceso para seleccionar
consejeros locales y distritales, Solís Acero se presentó con ca-
jas que contenían documentos organizados por cada entidad
federativa, con los expedientes de los perfiles propuestos para
el encargo, siguiendo una práctica iniciada en 1990. Esto des-
pertó la suspicacia, tanto del consejero citado como de otros,
que no dudaban de que se trataba de una estrategia del se-
cretario para colocar perfiles afines al partido gobernante en
posiciones clave para la operación de las elecciones. Entonces
el CG tomó dos decisiones para ganar control sobre la direc-
ción del instituto: uno, crear comisiones de trabajo compuestas
por las titulares de las direcciones ejecutivas y los consejeros;
y dos, realizar visitas a las entidades federativas para dialogar
con partidos políticos, actores de la sociedad civil y medios de
comunicación con el objetivo de ampliar las listas de candida-
turas para los CD y los CL (J. Cantú, comunicación personal).
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Estos mecanismos de trabajo colegiado comenzaron a fun-
cionar durante las elecciones del 2000 y 2003, facilitando el
reclutamiento de perfiles con reconocimiento social provenien-
tes de universidades, el movimiento de observación electoral,
medios de comunicación, agrupaciones de defensa de dere-
chos humanos u organizaciones políticas locales, entre otros,
que dan cuenta de un aproximado del 30 % de la estructura
total del instituto hacia 2003 (Alonso & Aziz Nassif, 2005, p.
70). Pero la disputa no terminaba con la designación de funcio-
narios, sino que se extendía a las relaciones de comunicación
para la toma de decisiones en todo el país y su ejecución, por lo
que la oficina de Cantú activó una estructura de vinculación di-
recta con consejos locales y distritales, conteniendo estrategias
de control de la oficina a cargo de Solís. El papel protagónico
del consejero proveniente del norte del país no solo tenía que
ver con sus convicciones, sino también porque era el encarga-
do del área de organización electoral; pero lo más relevante es
que el funcionamiento de las estrategias descritas estuvo faci-
litado por sus redes y las de su asesor, Hugo Almada, ambos,
protagonistas del movimiento de observación electoral de ini-
cios de los años noventa, integrantes del MCD e involucrados
en tareas relacionadas con la coordinación de Alianza Cívica
en 1994.

Considerando estos episodios por el control de la estruc-
tura operativa del IFE, la ciudadanización del instituto puede
ser analizada a través de dos vías: una ligada a agrupaciones
y personalidades más cercanas a movimientos sociales con tra-
bajo de base, la mayoría de corte local; y otra referida a grupos
y personas con actividades más orientadas al ámbito nacional
e iniciativas de élite. Esto se puede verificar a través de los
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primeros vecindarios (o primer círculo de relaciones) de dos
nodos representativos de la red 1989-2003: Consejeros Cantú15

e IETD.
En el grafo nueve se pude observar la suma de las dos re-

des; a la izquierda, el primer vecinadario de Consejeros Cantú
contiene a Alianza Cívica, el MCD, Causa Ciudadana, la Mar-
cha del 12 de enero y el Seminario; mientras del lado derecho,
la red del IETD tiene como nodos relevantes a la Universi-
dad Nacional Autónoma de México (UNAM) y su instituto de
investigaciones jurídicas (IIJ-UNAM), La Experiencia de la Li-
bertad (seminario organizado por la revista Vuelta y Televisa),
La Jornada y el gabinete de Zedillo. Ambos nodos comparten
relaciones con el Plebiscito de 1993, la revista Nexos y el go-
bierno de Vicente Fox. El vínculo con este último refleja un
cambio en el contexto político después de la alternancia en el
poder ejecutivo en el 2000, que será analizado en el siguiente
capítulo.

15Para analizar estas relaciones, construí el nodo de afiliación Consejeros
Cantú, a partir de la identificación de personas consejeras locales y distri-
tales mediante la triangulación de información de entrevistas y archivo.
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Grafo 8. Unión de vecindarios de IETD y Consejeros Cantú.

Elaboración propia en Gephi.
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R E P R E S E N TA N T E S C I U D A D A N O S ¿ D E L O S

PA R T I D O S ?

El análisis del proceso de ciudadanización del IFE es incom-
pleto e incorrecto si no es en relación con los partidos políticos,
que como he expuesto, no solo tienen el poder de veto para
nombrar autoridades electorales, sino que estas fueron resul-
tado de consensos entre dirigencias de partidos y el gobierno,
tanto en 1994 como en 1996. Hasta este punto he ofrecido al-
gunas pistas sobre el rol de las organizaciones políticas que
compiten por el voto popular como parte de los públicos que
validan el reconocimiento del atributo ciudadano de las au-
toridades electorales: los partidos no son ajenos a las redes
construidas en torno a las trayectorias y actividades públicas,
pues forman parte de estas.

Para examinar empíricamente estos vínculos se puede re-
currir a dos redes, una con corte en 1994 y otra en 1996, com-
parando las relaciones en torno a los consejeros ciudadanos de
la primera y los consejeros electorales de la segunda. En am-
bos casos, establecer un vínculo entre partidos y autoridades
electorales podría ser sencillo si se considera que las últimas
fueron propuestas por los primeros a través de listas conocidas,
pero estas fueron parte de un juego de postulaciones cruzadas
en el que consejeros afines a un partido podían entrar anotados
en la lista de otro (Alonso & Aziz Nassif, 2005). Pese a las intui-
ciones, los vínculos partidistas de las autoridades electorales
son un dato no esclarecido históricamente, pues ni el origen
de la propuesta ni el sentido de las votaciones ofrecen eviden-
cia contundente de una orientación política particular en el
comportamiento de los consejeros, aunque sí se ha mostrado
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la configuración de bloques de afinidad entre estos, infirien-
do de ahí su relación con los partidos que los promovieron
(Ackerman, 2007; Alonso & Aziz Nassif, 2005; Estévez et al.,
2008b).

Retomo esta discusión a partir del análisis de las redes de
las autoridades electorales designadas en 1994 y 1996, exami-
nando el número de vínculos que las unen con los partidos
políticos, es decir, los pasos que hay entre un nodo y otro. La
pregunta, aunque sencilla, entraña una complejidad ¿a partir
de qué año habría que considerar la red de relaciones? Y es
que si extendiera esta hasta el contexto antecedente a 1989,
la posibilidad de vínculos se incrementa; por ejemplo, de los
intelectuales con el PRI a través de las relaciones que estable-
ció Muñoz Ledo, posterior dirigente del PRD, con este ámbito;
de igual manera, el consejero Merino estaría relacionado con
el partido oficial por su participación en un novel centro de
estudios creado a la par del asenso de la figura de Salinas.

Aunque estas influencias históricas son muy importantes
en un análisis de redes que se basa en supuestos de los efectos
de la socialización, parece más prudente conservar la delimi-
tación en torno a la coyuntura, pues aquí la orientación de los
actores estaba predispuesta por un cambio. Así, analizo los ca-
minos entre partidos y el CG en una ventana que va de 1989 a
1994 y otra de 1989 a 1996.

En 1994 todos los partidos están cuatro16 pasos del CG: el
PAN, mediando las Conversaciones de Barcelona, el GSA y el
MCD; el PRD tiene siete accesos a través de las Conversacio-
nes, El Financiero, Este País, el GSA, el plebiscito de 1993 y el

16El primer paso es una persona afiliada al partido, el siguiente una or-
ganización, después otra persona y finalmente el consejo.
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MCD. Los accesos del PRI son ocho: MCD, el GSA, el Plebisci-
to, el GSA, Nexos, las Conversaciones, el ITAM, la UNAM y el
IFE. Las grandes coaliciones intermediadoras son el GSA, las
Conversaciones, el MCD y el Plebiscito, pues son parte de los
caminos de todos los partidos, por lo que es relevante conocer
a través de quiénes se realiza esta conexión.

En el caso de Las Conversaciones, los vínculos para los
partidos son sus dirigentes y las persona que fungieron co-
mo representantes en las negociaciones. En el caso del GSA
también hay participación directa de militantes de partidos,
en el caso del PAN destacan Tatiana Clouthier y Vicente Fox,
quienes con el tiempo se convertirían en personajes relevantes
de la vida política nacional; del PRD, destaca Adolfo Aguilar
Zínser, entonces parte de la campaña de Cárdenas y después
integrante del gabinete del presidente Fox; el PRI, aunque está
conectado con el grupo por personajes tan poderosos como el
presidente Salinas, son solo vínculos indirectos, es decir, a más
de tres pasos. Para llegar del GSA al CG basta con identificar a
los consejeros que eran parte del grupo: Ortiz Pinchetti y San-
tiago Creel. En lo que respecta a la conexión con la estructura
del instituto, el PRD podía conectarse por el funcionario Val-
dés Zurita, quien después fue consejero; y el PRI a través de
Arturo Núñez y el secretario de gobernación, Jorge Carpizo.
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Grafo 9. Caminos entre los partidos y el CG entre 1989 y 1994.

Elaboración propia en Gephi.

En 1996 los caminos también son de cuatro pasos para todos
los partidos, entre los que destaca el MCD como un gran no-
do intermediador. El PAN se conecta con esta agrupación vía
Tatiana Clouthier; el PRD mediante Aguilar Zínser. Todas las
conexiones del MCD al CG son por vía Cantú. Otro interme-
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diador para el CG del 96 es el Seminario, que permite conectar
a las tres grandes fuerzas políticas con el consejo del organis-
mo electoral, y el vínculo más cercano para los tres es Alonso
Lujambio. En este periodo, el PRI tiene accesos al CG por la
UNAM y la revista Nexos.

Grafo 10. Caminos entre los partidos y el CG entre 1994 y 1996.

Elaboración propia en Gephi.
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El entrelazamiento de caminos, tanto en 1994 como en 1996, es
un indicio de que los consensos políticos en el nombramien-
to de consejeros estuvieron facilitados por los vínculos entre
los partidos y las redes de participación a las que pertenecían
las autoridades designadas. El estatus del Seminario como un
gran mediador no solo es porque fue centro de deliberaciones
para la reforma del 96, sino porque contiene relaciones forjadas
a través del GSA que, a su vez, conectan con distintas redes
formadas a inicios de los años noventa, que como mostré, se
cohesionaron durante la contingencia de 1994. De ahí que el
MCD aparezca como un nodo mediador para los tres partidos
políticos; por otro lado, la centralidad que tiene Cantú como la
única vía hacia el IFE matiza su calidad de outsider, pues esta
es relativa a los demás consejeros, no a la élite política de las
reformas.

Considerando estos entramados sugiero entender a los
consejeros electorales de entonces como representantes ciuda-
danos de los partidos, pues tenían reconocimiento de públi-
cos diversos en tanto figuras de autoridad con dicha cualidad
(ciudadana), y los actores de las organizaciones políticas encar-
gadas de su designación eran parte de dichas redes. Por eso,
afirmar qué consejero respondía a qué partido es casi impo-
sible. Esto no contradice la hipótesis del CG como reflejo de
la pluralidad de fuerzas políticas que fraguaron las reformas,
pero ello debe ser entendido en relación con las redes de las
fuerzas políticas.
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S Í N T E S I S H I S T Ó R I C A D E L P O D E R E N L A S

R E D E S

Hacia el año 2000 el IFE logró forjar confianza pública, en bue-
na medida por el reconocimiento de sus autoridades tanto en
el ámbito federal como local. El 2 de julio de ese año, el presi-
dente del organismo electoral emitió tres mensajes en cadena
pública nacional para anunciar la operación de 99.9 % de me-
sas de votación en manos de la ciudadanía y con la presencia
(desigual) de representantes de los partidos políticos17, ade-
más de anunciar los resultados del conteo rápido que perfila-
ban como ganador al candidato de la coalición liderada por
el PAN, con un margen de victoria entre cinco y doce puntos
porcentuales.

La autoridad electoral, la única facultada para dar dichos
anuncios, tenía fuentes para validar su independencia, que co-
mo he expuesto, son redes de reconocimiento social y político.
Para ese entonces, y en un periodo corto, el IFE había acumu-
lado aprendizajes, procedimientos y normas para fiscalizar las
cuentas de los partidos, incluidos gastos ordinarios y de cam-
paña, auditar el padrón electoral, regular encuetas de opinión
sobre asuntos electorales, el uso de propaganda electoral, el
sistema de conteo rápido. . . La ciudadanización produjo efec-
tos positivos de legitimidad sobre el organismo encargado de
llevar a cabo las elecciones y sobre el ámbito de la competencia
electoral, además de capacidades institucionales construidas
en un corto periodo de tiempo (Alonso & Aziz Nassif, 2005;
Aziz Nassif & Isunza Vera, 2007b; Gómez Tagle, 2010). En pers-

17La coalición del PRI tuvo el 90 %, la del PAN el 87 %, la del PRD el 64 %
y los demás partidos contendientes menos del 5 % cada uno.
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pectiva relacional, este proceso de construcción estatal supone
un cierto grado de encajes, al tiempo que supone retornos de
poder para las agrupaciones de la sociedad involucradas.

Examinar la red de relaciones entre 1989 y el 2000 como
un largo periodo, permitiría dar cuenta de los nombres pro-
pios de las agrupaciones que ganaron capacidad de influencia
en el Estado, aunque es necesario tomar en cuenta que muchas
tuvieron un carácter, si no evanescente, de corta duración. El
grafo once ilustra los conjuntos de organizaciones y eventos
más relevantes de este periodo histórico, una red en la que
el IFE se configura como centro dada su alta medida de in-
fluencia, lo que puede parecer evidente dado que la red está
construida en relación a eventos y actores de las reformas en
las que se creó el instituto; pero la centralidad del IFE tam-
bién refleja la relevancia que adquirió el campo electoral en el
proceso de cambio político en el país, concentrado en normas,
organismos y autoridades para garantizar la competencia libre
por los votos libres.

Cada uno de los conjuntos del grafo agrupa a una catego-
ría de nodos. Arriba están los eventos o conjuntos de acción
donde aparecen jornadas de observación electoral que ante-
cedieron a la brigada de Alianza Cívica, la marcha del 12 de
enero, el plebiscito de 1993, los consejeros Cantú, la Experien-
cia de la Libertad y la Conferencia de Beijing18; a la derecha
hay dos universidades, la UNAM y el ITAM; debajo de estas,
el periódico La Jornada, la revista Nexos y Este País; en medio
y al centro destacan organizaciones del Estado entre las que

18Una de las referentes del movimiento amplio de mujeres, visitante de
la conferencia, fue una de las actrices más centrales en las redes de las
reformas de los noventa: Clara Jusidman.
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aparece el gabinete de Fox; debajo de estas el PRI, el PAN y el
PRD; abajo y a la izquierda las grandes agrupaciones sociales
de la época: el GSA, el MCD, ACUDE, Alianza Cívica, el con-
sejo promotor del plebiscito, el IETD y Causa Ciudadana, esta
última como una asociación política nacional que pretendió
institucionalizar la articulación de muchos de los liderazgos
sociales que ganaron influencia nacional en la coyuntura de
los noventa.
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Grafo 11. Nodos más centrales por categoría en el periodo 1989-2000.

Elaboración propia en Gephi.

Al menos en lo que respecta a las agrupaciones sociales es ne-
cesario insistir en su carácter casi coyuntural, pues de las ocho
presentes en la red, apenas una institucionalizó una vida activa
de largo plazo. Considerando esto, conviene explorar la mis-
ma red proyectada hacia relaciones entre personas observando
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su centralidad por intermediación, a manera de indicador so-
bre su representatividad ciudadana en esta época. En la tabla
cuatro muestro la lista con el mayor cuartil de la medida. En
esta lista hay tres personalidades que fueron autoridades elec-
torales, además de dos personas que serían designadas en tal
cargo en años posteriores, lo que constituye un buen indica-
dor de predictividad del reconocimiento ciudadano como la
intermediación en la red.

De la tabla llama la atención la alta centralidad de Clara
Jusidman, ex funcionaria del gobierno federal, integrante de
ACUDE, el GSA, organizaciones de mujeres, participante del
comité de evaluación del padrón electoral en 1993 y directora
del registro federal de electores del IFE en 1996. Ella es un
nodo clave que articuló diversos movimientos y agrupaciones,
incluidas las de base que trabajaron en Chiapas en apoyo al
zapatismo. En términos de redes, Jusidman permitía conectar
al PRI, el GSA, el movimiento de mujeres y sectores vinculados
con organizaciones de base popular.
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Tabla 4 . Personas con mayor centralidad por intermediación
entre 1989 y el 2000.

Nodo Grado de Intermediación
Clara Jusidman Bialostozky 0.064
Jorge Carpizo Mcgregor 0.047
Virgilio Andrade Martínez 0.045
Santiago Creel Miranda 0.037
Jaime Rivera Velazquez 0.030
Esteban Moctezuma Barragan 0.027
José Agustin Ortiz Pinchetti 0.024
María De Los Ángeles Moreno Uriegas 0.023
Adolfo Aguilar Zinzer 0.022
Emilio Chuayffet Chemor 0.021
Ruben Aguilar Valenzuela 0.021
Arturo Núñez Jiménez 0.018
Sonia Alcántara Magos 0.014
María Marvan Laborde 0.014
Felipe Solis Acero 0.013
Fernando Gutiérrez Barrios 0.013
José Patrocinio González Garrido Blanco 0.013
Carlos Monsivais 0.013
Ignacio Lozano Moheno 0.012
José Woldenberg 0.011
Víctor Flores Olea 0.011
Elba Esther Gordillo 0.011
Santiago Onate Laborde 0.010
Leonardo Valdés Zurita 0.010

Fuente: Elaboración propia
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L A C O D A D E L A C O Y U N T U R A

En el modelo de Collier y Collier (Collier & Collier, 2002), los episo-
dios posteriores a la contingencia histórica son fundamentales para
fijar la trayectoria de las instituciones, condición conocida como de-
pendencia de trayectoria o path dependence. Se trata de las postrime-
rías de la coyuntura o la coda del proceso de cambio, un interregno
en el que los efectos iniciales de las transformaciones pueden mu-
tar de su forma o ser revertidos (Tarrow, 2022), una consecuencia
que tiene explicación en las condiciones antecedentes que siguen
ejerciendo influencia durante la coyuntura y pueden determinar su
resultado final (Waldner, 2022).

En el caso de la construcción del IFE, este periodo se puede
fechar entre el 2000 y el 2003, años en los que el PRI y el PAN prota-
gonizaron escándalos por irregularidades en el uso de recursos en
campaña, frente a un CG que ejerció sus facultades de fiscalización.
Ya desde 1997 el partido de Estado había implementado acciones le-
gales para evitar que los consejeros formaran comisiones en aras de
vigilar el funcionamiento del aparato ejecutivo del instituto, además
de promover -sin éxito- un juicio político contra cuatro consejeros
(Cantú, Cárdenas, Lujambio y Zebadúa), entre otras estrategias para
destituirlos. Pero a partir del 2000 las disputas se intensificaron en
torno a dos casos que marcaron el debate público: el Pemex Gate y los
Amigos de Fox.

El primero consistió en una triangulación de 640 millones de
pesos desde Pemex hacia la campaña del candidato presidencial del
PRI, Francisco Labastida Ochoa, detectada por la PGR, ente que pi-
dió órdenes de aprehensión y entregó los expedientes al IFE, que
sancionó al partido con mil millones de pesos, con el voto de ocho
de los nueve consejeros. El otro litigio tuvo que ver con triangulacio-
nes de dinero hacia la campaña del candidato presidencial del PAN,
pero las acciones del IFE sobre este caso fueron menos expeditas, en
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gran medida porque la Secretaría de Hacienda se negó a entregar
información, lo que alargó la discusión de sanciones y provocó que
el PRI acusara al CG de actuar con parcialidad, aunque hacia el 2003,
después de la intervención del poder judicial para destrabar el flujo
de información desde el ejecutivo, el organismo sancionó al PAN y
al PVEM con más de 454 millones de pesos por violar la ley durante
la campaña presidencial del 2000.

Estos episodios produjeron dos efectos observables. Uno es que
las personas integrantes del CG se cohesionaron para resguardar su
autoridad e independencia frente a los embates de facciones partidis-
tas. El segundo es que los conflictos públicos y acusaciones tanto del
PRI, como del PAN y del PRD sobre la imparcialidad del instituto,
minaron el índice de confianza en el organismo electoral, entonces
medido por la revista Este País (Gómez Tagle, 2010, p. 364). Dichas
tensiones ya daban cuenta de lo que a la postre se convertiría en una
característica problemática que acercaría al IFE a una función más
de juez que de árbitro (Astudillo, 2014).

Aparentemente, las élites de los partidos políticos advirtieron
la importancia de tener mayor control o mayores afinidades en el
CG. Hacia el 2003, ya con pocas de las redes de acción colectiva que
sostuvieron el proceso de ciudadanización del IFE, el PRI y el PAN
ejercieron su mayoría legislativa para nombrar nuevos consejeros sin
el consenso de otros partidos ni de portavoces de organizaciones de
la sociedad civil. Pero, como mostraré en el siguiente capítulo, más
que una cooptación, el episodio estuvo facilitado por las propias
redes del periodo virtuoso.
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C A P Í T U L O T R E S .
B U R O C R AT I Z A C I Ó N Y

D E S - C I U D A D A N I Z A C I Ó N



E L C O N T E X T O P O S T - T R A N S I C I Ó N

La alternancia de partido en el gobierno del 2000 fue producto del
voto popular en una elección organizada por un organismo estatal
independiente, con confianza entre la sociedad, que validó una dis-
tribución de sufragios considerablemente favorable para Vicente Fox
Quesada y la coalición entre el PAN y el Partido Verde Ecologista
de México (PVEM): 42.5 % por encima del 36.1 % del candidato del
PRI, Francisco Labastida Ochoa; y del 16.6 % de Cuauhtémoc Cárde-
nas, al frente de una alianza de cinco partidos liderada por el PRD19.
Más que un refrendo programático, estas cifras reflejaron un áni-
mo de cambio político que confluyó en un voto útil para consolidar
la posibilidad de triunfo de Fox, quien recibió el apoyo de corrien-
tes ideológicas distintas a las de su partido, como el voto azul de la
izquierda (Castañeda, 2015); por ejemplo, impulsores del GSA vincu-
lados a la campaña de Cárdenas en el 94, en esta ocasión se sumaron
a la campaña del ex gobernador de Guanajuato, quien provenía de
la renovación de cuadros empresariales y de orientación pragmática
en el PAN en los años ochenta.

Este contexto dotó al proyecto foxista de un sentido coalicio-
nal, haciendo eco del proyecto de transición enarbolado por el GSA.
Los primeros años de este gobierno estuvieron caracterizados por el
reclutamiento de personas servidoras a través de vías extra partidis-
tas, legitimadas por el uso de cazatalentos que mediaban las decisio-
nes tomadas por el presidente y su primer círculo de colaboradores
(Aguilar & Castañeda, 2007). Esto propició el ingreso de nuevos cua-
dros burocráticos a la administración pública federal, provenientes
del ámbito empresarial y con formación universitaria especializada,
predominantemente en centros educativos privados (Basáñez, 2023,

19La alianza la componía el PRD, el Partido del Trabajo (PT), el Partido
Alianza Social (PAS), Convergencia y el Partido de la Sociedad Nacionalista
(PSN).

111



p. 216; Garrido de Sierra, 2017); además de perfiles con trayectorias
en redes de participación de los años previos, vinculados a Alianza
Cívica y agrupaciones sociales estimuladas por la izquierda católica
en los años ochenta.

Este último grupo es identificado por Hevia como una corriente
cívica en la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), desde donde
se promovió una orientación menos técnica y más ciudadana en la
política pública, asimismo, esta instancia gubernamental facilitó el
cabildeo del diseño y aprobación de la Ley Federal De Fomento A
Las Actividades Realizadas Por Organizaciones De La Sociedad Ci-
vil (LFFAOSC) (Hevia de la Jara, 2007, pp. 96–97). Entre el conjunto
de actores de esta corriente cívica sobresale Rubén Aguilar Valen-
cia, secretario particular y vocero de Fox como presidente. Su tesis
de doctorado hace un recuento de las relaciones del gobierno foxis-
ta con las organizaciones de la sociedad civil, que comenzó con 21
mesas de trabajo durante la transición de gobierno y siguió con la
creación de la oficina de Coordinación para la Alianza Ciudadana,
encargada de dirigir acciones entre la presidencia de la República,
las diversas instancias de la administración pública federal y la socie-
dad civil, aunque después de su eliminación, sus funciones fueron
asimiladas por la Segob y la Sedesol (Aguilar Valenzuela, 2006).

En diciembre del 2003, el legislativo aprobó la LFFAOSC. El
gobierno de Fox amplió el número de consejos de participación, co-
mités técnicos y comisiones de trabajo en la administración pública
para incorporar la voz de la ciudadanía, entendida como organiza-
ciones sociales, instituciones académicas, empresariales, científicas
y profesionales (Aguilar Valenzuela, 2006, pp. 194–195). También se
creó un nuevo modelo para financiar actividades de organizaciones
sociales, el Programa de Coinversión Social, dirigido a asociaciones
civiles formalizadas de acuerdo con la normativa estatal, mediante
la presentación de proyectos en formatos específicos para ser evalua-
dos por equipos de expertos. Sumado a ello se crearon esquemas de
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donativos para la sociedad civil desde entidades como Petróleos Me-
xicanos, la Secretaría de Educación Pública, el Instituto Mexicano del
Seguro Social, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les o el Instituto Nacional para las Bellas Artes (Aguilar Valenzuela,
2006).

En este periodo también se registra la aparición de un nuevo
tipo de actores en el espacio público: organizaciones sociales carac-
terizadas por un ejercicio profesional de actividades de incidencia
pública, lo que tiene que ver con el perfil de sus integrantes: per-
sonas con formación de posgrado, especializadas en la evaluación
de políticas y la construcción de indicadores. Este nuevo ámbito de
participación ciudadana encontró estímulo tanto por la atención del
nuevo gobierno a la agenda de la sociedad civil, como por la coopera-
ción internacional que concentró recursos de apoyo y financiamiento
hacia temas relacionados con la transparencia y la rendición de cuen-
tas.

Este nuevo tipo de agrupaciones sociales, identificadas como
Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC), se diferencian de las de
los años noventa por tener objetivos a largo plazo, una estructura de
trabajo especializado y acceso a recursos para la profesionalización
de sus actividades. Estas características son correlato de lo que se
institucionalizaría como el modelo de asociatividad civil en el nuevo
régimen político; un buen ejemplo de ello es que la LGFAOSC no
contemplaba organizaciones de tipo campesino, clubes deportivos
o asociaciones de vecinos, que en los primeros años del gobierno de
Salinas de Gortari sí participaban de la coinversión de recursos de
Sedesol (Chávez Becker et al., 2016; Reygadas, 2004). En este modelo
también deben contemplarse otro tipo de agrupaciones dotadas de
reconocimiento como asociación civil, las cuales orientaron sus ac-
tividades a la promoción del desarrollo y los derechos humanos en
el territorio, además de que desplegaron su trabajo apoyadas en las
nuevas estructuras de financiamiento (Reygadas Robles Gil, 2022).
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Estas características de la institucionalización, relacionadas con
la participación ciudadana durante el sexenio de Fox, son tributarias
del paradigma de la nueva gestión pública ya presentes en políticas
del gobierno de Salinas de Gortari que mencioné en el capítulo ante-
rior. En esta perspectiva la ciudadanía es cifrada como un actor de
cogestión de lo público a través del ejercicio de una voz especializa-
da (ya sea por experticia o condición de beneficiaria), así como del
uso de recursos materiales para intervenir en situaciones focalizadas
de desarrollo social. Este modelo popularizado desde los ochenta, se
caracteriza por agrupaciones sociales especializadas en la ejecución
de micro proyectos, por lo que difícilmente desarrollan articulacio-
nes entre sí para escalar la formulación de demandas hacia niveles
superiores de decisión estatal (Biaocchi & Ganuza, 2016; Grau, 2003;
Rivera-Ottenberg, 2009); en el caso de México, esto también se ob-
serva en instituciones participativas en altos niveles de la jerarquía
federal con rasgos elitistas (Aziz Nassif & Isunza Vera, 2017; Del
Tronco, 2019; Hevia de la Jara & Isunza Vera, 2012; Zaremberg et al.,
2015).

L A S R E D E S D E L A

D E S - C I U D A D A N I Z A C I Ó N

En el 2003, la renovación de los nueve cargos del CG del IFE ocurrió
de una forma notablemente distinta a las designaciones de años pre-
vios. No hubo consenso entre los partidos políticos ni se eligieron
personalidades cercanas a redes de participación ciudadana; tanto
los nuevos consejeros electorales como el consejero presidente fue-
ron producto de un acuerdo entre las cúpulas del PRI y el PAN, con
la exclusión del PRD y haciendo caso omiso a las recomendaciones
de agrupaciones como Alianza Cívica. El episodio trascendió en la
historia nacional como el “pecado de origen”, relacionado con una
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aguda crisis de legitimidad en el IFE, consecuencia inmediata de un
mal manejo en un proceso electoral polarizado y altamente competi-
do.

El mismo año que se designaron a las nueve autoridades del
CG, entró en operaciones el Instituto Federal de Acceso a la Informa-
ción (IFAI) como un novedoso organismo garante de los derechos
de acceso a la información pública en el país. Esta institución fue
promovida, junto con la ley de transparencia, por una coalición de
profesionales e investigadores de medios de comunicación y univer-
sidades, conocida como el Grupo Oaxaca. Con este antecedente, la
creación del IFAI ha sido considerada como resultado de la participa-
ción ciudadana, representada por este grupo, cuyos sus integrantes
no se involucraron en la dirección del organismo, como sucedió con
las organizaciones de defensa del voto libre en los años noventa y
el IFE. El primer Pleno de Comisionados (PC), órgano director del
IFAI, estuvo compuesto por cinco personas con trayectoria en la ad-
ministración pública y universidades privadas, entre las que solo
una tenía vínculos con una agrupación social: Transparencia Mexi-
cana.

Considerando el pecado de origen del IFE y la composición ini-
cial del IFAI, hay razones para cuestionar el carácter ciudadano de
las autoridades de dichas instituciones a partir del 2003. Así, la ciu-
dadanización del organismo electoral habría terminado muy pronto,
mientras el órgano de transparencia nunca tuvo esta cualidad, lo que
resulta contrastante con el escenario participativo abierto durante el
gobierno de Fox, acompañado por agrupaciones sociales emergen-
tes con capacidad de incidencia en el espacio público. La explicación
a esta paradoja podría ser similar a lo sugerido en referencia a las
características de la red del Seminario en 1996: el encausamiento de
la disputa política hacia los partidos y un menor protagonismo de la
ciudadanía. El argumento es plausible, pero contiene otra contradic-
ción, pues a los pocos años de la alternancia, los partidos políticos
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experimentaron una notable reducción en la confianza pública: en
el 2000, el 34 % de la población encuestada por Latinobarómetro de-
claraba confiar mucho o algo en los partidos políticos; para el 2001
la cifra era de 21.4 % y llegó al mínimo del sexenio en 2003, con el
10.3 %.

De acuerdo con lo analizado en el capítulo anterior, el reconoci-
miento de las autoridades de organismos ciudadanos se construye
como distinción frente a los partidos, pero en redes de interacción
compartidas donde se produce reconocimiento. Con este argumento
sugiero que el periodo posterior al 2003 fue de des-ciudadanización
del IFE y una imposible ciudadanización del IFAI, pues las estra-
tegias de las élites gobernantes para controlar dichas instituciones
tuvieron éxito no a contramano de las redes de participación, sino
en el fortalecimiento de sus relaciones con estas. La partidización
no fue tanto una cooptación sino un subproducto de redes de inter-
acción socio-estatal que se consolidaron en el periodo posterior a la
alternancia, al grado de convertirse en un dominio de agencia para
un conjunto identificable de agrupaciones y personalidades civiles.

D O S I N S T I T U C I O N E S , U N A R E D

El veto mayoritario ejercido por el PRI y el PAN en la designación
de consejeros electorales en 2003, ha sido interpretado como una
reacción de estos partidos a los litigios que derivaron en cuantio-
sas multas impuestas por el CG debido a irregularidades cometidas
en la campaña del 2000 (Alonso y Aziz Nassif, 2005; Aziz Nassif e
Isunza Vera, 2007; Gómez Tagle, 2010). Esta decisión, en la práctica,
estuvo mediada por dos posturas irreconciliables en la Cámara de
Diputados: la del PRD para ratificar a Jesús Cantú durante otro man-
dato, y la del PRI, de no aceptar la reelección de ningún integrante
del consejo previo. El número de votos que tenía el PAN lo convirtió
en un partido bisagra que se sumó al PRI para salir más beneficia-
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do de una nueva distribución de afinidades en el CG (Garduño &
Méndez, Enrique, 2007).

En medio de denuncias públicas de agrupaciones civiles y pro-
testas del PRD en el recinto legislativo por la defensa de un “IFE
ciudadano”, la mayoría PRI-PAN designó al nuevo CG compuesto
por autoridades con características notablemente diferentes a las de
las seleccionadas en 1996: ahora predominaban trayectorias acadé-
micas en universidades privadas, además de una clara cercanía de
las personas consejeras con las facciones de los partidos que las vo-
taron: el consejero presidente, Luis Carlos Ugalde, había participado
en actividades del PRI, era cercano a Jesús Reyes Heroles, reconoci-
do intelectual del partido, y a Elba Esther Gordillo; Virgilio Andra-
de provenía del gabinete de Ernesto Zedillo; Alejandra Latapí era
cercana al equipo de Salinas y estuvo registrada como donante del
Consejo Coordinador Empresarial en la campaña del PRI del 2000;
Andrés Albo tenía relación personal con el dirigente del PAN, Felipe
Calderón; María de Teresa González Luna estaba ligada a la “vieja
familia panista” de Jalisco, donde fue consejera electoral (Garduño
& Méndez, 2011; Hernández López, 2003).

Algunos de estos vínculos, expuestos por los medios de comu-
nicación, se expresan en la red ilustrada en el grafo doce, pues no
todos pudieron ser verificados (como la relación de González Luna
con la vieja familia panista). A diferencia de los consejos de 1994 y
1996, en el primer círculo de relaciones del CG designado en el 2003
no aparecen agrupaciones sociales; solo hay un medio de comuni-
cación, la revista Voz y Voto, fundada por Jorge Alcocer, asesor de
Carpizo como secretario de gobernación durante las reformas del 94;
la UNAM salió del vecindario y el Consejo Coordinador Empresarial
(CCE) forma parte de los vínculos directos con el consejo; de igual
manera que el PRI. Estos dos últimos vínculos son por la consejera
Luisa Alejandra Latapí Renner, quien había sido acreditada como
enlace del CCE con la Cámara de Diputados y registrada como do-
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nante de la campaña del PRI. Este partido también se vincula con
el CG por el consejero presidente, que ese mismo año participó en
una reunión de legisladores como asesor de Elba Esther Gordillo
(Raphael, 2007).

Grafo 12. Primer vecindario del Consejo General 2000-2003.

Elaboración propia en Gephi.
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Si se considera la red del CG de 2003 conteniendo las relaciones cir-
cundantes desde 1989, la idea de cooptación como un asalto desde
afuera no parece ser adecuada, pues el cambio de 2003 se puede ex-
plicar como producto de un incremento en la centralidad de actores
y relaciones ya presentes en las redes de las reformas de los años
noventa. Estos vínculos también invitan a matizar afirmaciones so-
bre la llegada de una nueva camada de consejeros sin experiencia
en el ámbito electoral (Aziz Nassif & Isunza Vera, 2007a), pues si es-
to refiere a destrezas prácticas desarrolladas en la experimentación
y solución de problemas en el campo institucional, es cierto que la
trayectoria de los consejeros parece deficitaria en comparación con
el consejo anterior; pero las autoridades designadas en 2003 tenían
credenciales para validar experticia: Virgilio Andrade era egresado
y profesor del ITAM, fue representante del PRI en el IFE durante
1994; Arturo Sánchez Gutiérrez había sido director de prerrogativas
de partidos políticos en el IFE entre 1996 y el 2003; Andrés Albo fue
parte de la red de Consejeros Cantú en el consejo local del D.F; Rodri-
go Morales, quien fue criticado por no tener título profesional, había
sido consejero en el D.F. y era parte del grupo de la revista Voz y Voto;
Marco Antonio Gómez se presentaba como abogado especialista en
temas electorales; mientras el consejero presidente, Luis Carlos Ugal-
de, tenía credenciales como pionero en los estudios de transparencia
y rendición de cuentas en el Centro de Investigaciones y Docencia
Económicas (CIDE).

El perfil de estas personas refleja lo que a la postre se convertiría
en una de las características principales en el reconocimiento de la
idoneidad de las autoridades que estarían al frente de los organismos
ciudadanos: la experticia o la posesión de credenciales profesionales.
Incluso esto derivó en una relación de endogeneidad entre el IFE
y el IFAI desde sus inicios, como se observa en el grafo trece, que
muestra el primer vecindario del órgano directivo del instituto de
transparencia, el PC, en el que el IFE es el nodo más central por su

119



vector propio en toda la red, seguido del gabinete de Fox, el gabinete
de Salinas, el CIDE y el PAN.

Grafo 13. Primer vecindario del PC 2000-2003.

Elaboración propia en Gephi.

Considerando esta endogamia es pertinente analizar la suma de los
primeros vecindarios de ambos. De la unión de estas dos ego-redes
se observa una estructura en la que la centralidad del organismo
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de transparencia es débil frente a la del instituto electoral, tanto por
concentración de relaciones, como por mejor conectividad y por ca-
pacidad de intermediación (ver tabla tres). Del total de 132 nodos
que componen esta red entre el 2000 y 2003, el 37 % son parte del
primer vecindario del IFE y el 11 % del IFAI.

Tabla 5. Comparación de medidas de centralidad del IFE y el
IFAI entre 2000 y 2003.

Vector propio Grado por Inter-
mediación

Volumen de
vínculos con
otros nodos
de la red

IFE 1.00 0.40 50
IFAI 0.35 0.02 13

Fuente: Elaboración propia

La endogamia y la alta centralidad comparativa del organismo elec-
toral se explica por un trasvase de burocracias de este hacia el IFAI.
Este es un dato de comparación histórica respecto a los procesos
experimentados en el IFE en 1994, 1997 y el 2000, pues si hacia el
2003 había un contexto nacional que enmarcaba el crecimiento de la
participación de la sociedad civil, esto no se tradujo en un proceso
de ciudadanización de la nueva institucionalidad de transparencia.

La narrativa sobre la trayectoria del IFAI está sobredimensio-
nada en su componente ciudadano. Aunque es cierto que tanto la
ley de acceso a la información pública como el organismo fueron
producto de una demanda sostenida del Grupo Oaxaca en alianza
con otros sectores sociales, principalmente medios de comunicación,
parece exagerado caracterizar el episodio como articulación de “un
movimiento social que influyó en la elaboración de una ley regla-
mentaria que cambió los términos de la relación entre los poderes
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públicos y las personas” (Islas López et al., 2020); más bien se trató
de un grupo de presión articulado con corrientes de opinión pública,
caracterización que establece particularidades respecto a las formas
en que la coalición demandante se relacionaba con el Estado y otras
capas de la sociedad, de las que cabe destacar mayores capacidades
de cabildeo con élites políticas y menor capacidad de convocatoria
social.

E N T R E L A L E G I T I M I D A D Y L A

E F I C I E N C I A

Las características de las nuevas redes alrededor del IFE y el IFAI es-
tán relacionadas con la forma que adquiría la institucionalización de
la participación ciudadana en el país, y son elementos para conside-
rar en una narrativa explicativa sobre los conflictos de legitimidad
en torno a los dos organismos que, por un lado, ganaron en con-
solidación burocrática, mientras que, por otro, experimentaron un
debilitamiento en su confianza pública. En ambas instituciones el
perfil de sus autoridades causó problemas de reconocimiento sobre
su carácter ciudadano e independiente, lo que produjo episodios de
crisis (en ocasiones alargados) que llevaron a su reforma en el 2014.
A continuación describo momentos clave de los procesos referidos
en la trayectoria institucional de los organismos ciudadanos hasta el
2011, así como su relación con las redes de participación circundan-
tes.

E L I F E

La elección presidencial del 2006 es un hito en la historia del IFE.
A partir de ese año la confianza pública en la institución comenzó
una trayectoria a la baja (Reynaldo & Somuano, 2013), lo que se re-
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laciona con la actuación de su CG en un clima de polarización entre
el partido en el gobierno y la coalición de izquierdas20 que postuló
a Andrés Manuel López Obrador como candidato a la presidencia.
En este contexto, las autoridades electorales se mostraron limitadas
para ejercer control sobre conductas inadecuadas de actores como el
presidente Fox y organismos empresariales que difundieron mensa-
jes políticos a favor y en contra de candidatos, lo que a juicio de Aziz
e Isunza fue resultado de una incapacidad para desarrollar “cual-
quier ejercicio imaginativo más allá de lo establecido en el Cofipe21”
(Aziz Nassif & Isunza Vera, 2007b)

Algunas de las autoridades del cuerpo colegiado participaron
en actividades de interlocución con organizaciones de la sociedad,
entre las que destaca el Comité Conciudadano (CC), que, de acuerdo
con sus integrantes, fue creado durante la campaña del 2006 para
acompañar un proceso electoral altamente complejo, polarizado y
con una dirección deficiente desde el CG. Participantes del CC ha-
bían sugerido al consejo incorporar perfiles relacionados con agru-
paciones sociales expertas en temas electorales para ocupar las di-
recciones ejecutivas, pero el CG optó por otro tipo de trayectorias,
como la de Marco Antonio Baños Martínez, quien fue parte de la
estructura burocrática del IFE en los noventa y fue designado co-
mo director de servicio profesional, encargo del que fue cesado por
irregularidades en los concursos para seleccionar funcionarios, pero
después fue electo como consejero en el 2008, a propuesta del PRD.

Con estos antecedentes, el CG llegó debilitado como autoridad
a la elección presidencial del 2 de julio del 2006, en la que el candida-
to del PAN, Felipe Calderón, obtuvo un 0.56 % de sufragios más que
López Obrador. La diferencia porcentual es crucial porque previo
a la elección, las autoridades electorales aceptaron un acuerdo de
los partidos políticos para no dar a conocer el resultado del conteo

20El PRD, Movimiento Ciudadano (MC) y el Partido del Trabajo (PT).
21El Código Federal de Procedimientos Electorales.
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rápido del instituto si la diferencia entre el primer y segundo lugar
no rebasaba el punto porcentual, una propuesta que los partidos ya
habían presentado en el 2000 y fue rechazada por el CG por violar el
principio de transparencia. La ausencia de información pública en la
noche del 2 de julio del 2006 fue una de las decenas de argumentos
de la oposición para denunciar fraude.

El errático y deficiente manejo del proceso electoral de ese año
fue descrito por Clara Jusidman, promotora del CC, de la siguiente
manera: “el IFE es como un trasatlántico manejado por pescadores
de ribera” (Almada Mireles, 2014). Esto tuvo consecuencias identi-
ficables en un declive de los indicadores de confianza social en el
instituto, que si bien comenzaba a trazarse desde el 2003, a partir
del 2006 se acentuó y reflejó en diferentes ejercicios de medición de
opinión pública (Parametría, 2015; Reynaldo & Somuano, 2013). A
esto se suma una reducción de la convocatoria de la ciudadanía a
las urnas, pues entre 2003 y 2009 la participación electoral en elec-
ciones federales llegó a ser menor al 46 %. En este último año, un
conjunto de agrupaciones sociales impulsó una campaña por el voto
nulo en todo el país, cuya efectividad se reflejó en un crecimiento
del doble de este tipo de sufragio en el ámbito nacional y del 335 %
en el Distrito Federal (Cisneros Yescas, 2012).

La institución electoral enfrentaba un momento crítico, lo que
provocó una reacción de la élite gobernante para reformar estructu-
ralmente al CG, comenzando por un proceso de destitución escalo-
nada de consejeras y consejeros, así como una reforma electoral que,
entre otras novedades, previó una cláusula para que el proceso de
selección de las autoridades requiriera una consulta con la sociedad;
incrementó las atribuciones del organismo para regular el uso de
tiempos y espacios en medios de comunicación para la difusión de
mensajes políticos exclusivamente a través de partidos; y creó un
Órgano Interno de Control (OIC), cuyo titular sería nombrado por
la Cámara de Diputados. Las dos últimas modificaciones han sido
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interpretadas como indicadores de debilitamiento de la independen-
cia del instituto en favor de las cúpulas partidistas (Serra, 2012), y
la última como un episodio de des-ciudadanización del organismo
(Avritzer, 2017).

Las redes de participación ciudadana también reaccionaron a
la crisis en la legitimidad del IFE. En el 2007, el CC modificó su
objetivo de vigilar el proceso electoral para convertirse en un actor
promovente de iniciativas para la reforma electoral, sugiriendo mo-
dificaciones como un nuevo formato de selección de consejeros a
partir de propuestas hechas por gremios de la sociedad, además de
llevar a elección popular la designación de magistrados del Tribunal
Federal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), como
un nuevo esfuerzo por ciudadanizar al instituto. Ninguna de estas
iniciativas fue contemplada por la nueva normativa.

Después de la renuncia de Luis Carlos Ugalde, en medio de pre-
siones políticas que anunciaban su destitución, el Congreso comenzó
un nombramiento escalonado de nuevas autoridades, primero desig-
nando a Leonardo Valdés Zurita (quien había sido funcionario del
IFE en 1990) como consejero presidente y a Benito Nacif como conse-
jero, seguido de María Macarita Elizondo, Francisco Javier Guerrero
Aguirre, Marco Antonio Baños y Alfredo Figueroa Hernández (este
último participó en Alianza Cívica y el Comité Conciudadano en
2006 y 2007). Las nuevas autoridades compartieron espacio en el CG
con tres de las designadas en el 2003: Virgilio Andrade Martínez,
Marco Antonio Gómez Alcántar y Arturo Sánchez Gutiérrez.

Durante esta nueva composición del CG, la autoridad del IFE,
ahora dotada de facultades para regular medios de comunicación,
fue desafiada por las televisoras más grandes del país, Televisa y
TvAzteca, que boicotearon el mandato de ceder tiempos para pro-
mocionales de los partidos políticos, así como la transmisión de de-
bates de campaña. En 2009, cinco consejeros electorales votaron la
propuesta de su par, Marco Antonio Baños, para condonar una mul-
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ta prevista para las televisoras, frente a cuatro votos de rechazo. Ese
mismo año el PVEM fue sancionado por el organismo electoral con
casi 200 millones de pesos por su promoción velada en medios im-
presos y programas televisivos de entretenimiento. Durante este pe-
riodo, con la ampliación de atribuciones de regulación del IFE, se
creó un contexto hostil en el que la legitimidad del organismo fue
debilitada (Urrutia y Martínez, 2019).

En 2010 terminó el periodo de Andrade, Gómez y Sánchez, de-
jando tres espacios vacíos en el consejo, dado que las negociaciones
en la Cámara de Diputados se entorpecieron por los vetos que ejer-
cían bloques formados por el PRI y el PAN, o el PAN y el PRD, este
último partido, afectado por rupturas internas entre su dirigencia y
López Obrador. El impasse fue tal que los tres cargos quedaron va-
cíos hasta octubre del 2011 cuando ya había iniciado el proceso para
las elecciones federales del siguiente año; la salida a la crisis vino
después de que el legislativo aceptó votar una terna de perfiles pro-
puestos por un comité de notables en el que figuraban el rector de la
UNAM, José Narro; un investigador del IIJ-UNAM, José Paoli Bolio;
el excandidato presidencial y fundador del PRD, Cuauhtémoc Cárde-
nas; además de Jorge Carpizo, exrector en la UNAM, ex presidente
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, ex procurador de
la República, ex secretario de gobernación y ex presidente del IFE.

Dado que la norma vigente contemplaba un proceso de
elección de consejeros electorales mediante una amplia consulta a
la sociedad, parece pertinente considerar este comité de notables
como indicio de lo que el legislativo consideraba una voz ciudadana
autorizada, pues no hubo otro ejercicio participativo. Las propuestas
que de ahí lograron la votación necesaria como integrantes del CG
fueron Lorenzo Córdova Vianello, asesor de Woldenberg como
consejero presidente en los primeros años del siglo xxi, integrante
del IETD y asesor del Congreso en reformas estatales fraguadas en
el 2010; María Marván Laborde, quien había sido parte de una junta

126



local del IFE en Jalisco y fungía como comisionada del IFAI desde el
2003; y Sergio García Ramírez, adscrito al IIJ-UNAM, con trayectoria
en los gabinetes presidenciales en los años setenta y ochenta, además
de ser parte de la Corte de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH). Los dirigentes del PRI, PAN y PRD expresaron
su beneplácito por el consenso, mientras el diputado del PT y
exconsejero electoral Cárdenas Gracia, se opuso al procedimiento
por considerar que no hubo una consulta con la sociedad.

La red IFE 2003-2011

Considerando que los problemas en la legitimidad del IFE comenza-
ron con la designación de consejeros en el 2003 y las características
de las autoridades electorales no variaron considerablemente hasta
el 2011, es pertinente analizar este periodo como una sola red de
relaciones entre organizaciones sociales, partidos políticos y el CG
que se puede observar en el grafo catorce.

En esta red que incorpora a todas las personas que fueron con-
sejeras en este periodo, el PRI y el PAN están en el primer círculo
de relaciones. El primero tiene vínculos con el CG por García Ra-
mírez, quien renunció a su adscripción partidista dos años después
de ser nombrado consejero y haber ejercicio el voto decisivo para
rechazar una millonaria multa para el PRI y el PVEM, derivada de
una inferencia de compra de votos en la elección del 2012 mediante
el uso de monederos electrónicos. La relación directa del PAN es un
traslape histórico de las afiliaciones de Gastón n, quien fue autori-
dad electoral en el 2003 y posteriormente legislador federal por este
partido.

A diferencia de la red del 2000-2003, en este nuevo periodo se
observan organizaciones sociales en el primer círculo del CG; de
manera destacada, el IETD, que fue parte de las redes del órgano
directivo del IFE en 1994 y 1996, pero ahora con la mayor centrali-
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dad por vector propio de todos los nodos que no son ni el IFE ni
el CG; en esta categoría aparecen la Red por la Rendición de Cuen-
tas, el Comité Conciudadano de 2006 y 2007 y la agrupación que se
denominó Grandes Problemas Nacionales, que a través de foros de
intelectuales y periodistas hizo un diagnóstico de problemas para
después articular decenas de agrupaciones ciudadanas en torno a
una agenda para su solución (Basáñez, 2023).

La particularidad de la aparición de empresas, observada en el
2003, persistió no solo como ámbitos de afiliación de las autoridades
electorales, como es el caso de Gastón n, empresario del norte del
país o la ya citada Alejandra Latapí, vinculada al CCE, sino que tam-
bién dan cuenta de emprendimientos de consejeros salientes; Luis
Carlos Ugalde fundó la consultora Integralia en el 2009, apenas dos
años después de ser depuesto como consejero. Entre los nodos que
son agencias del Estado están los gabinetes de Fox y Calderón, el
primero está conectado con el CG a través Virgilio Andrade Martí-
nez, quien laboró en la administración pública tres años antes de ser
nombrado consejero; y el segundo por Alonso Lujambio, consejero
de los noventa y comisionado del IFAI en el 2000, que ejerció el cargo
de secretario de Educación entre 2009 y 2012.
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Grafo 14. Primer círculo de relaciones del CG en el periodo 2003-2011.

Elaboración propia en Gephi.
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E L I FA I

Si la trayectoria del IFE en el periodo 2003-2011 fue de des-
ciudadanización y crisis, en el caso del IFAI se trató de una legi-
timidad ciudadana imposible; de hecho, el PC jamás experimentó
estabilidad en su composición. En 2002 el ejecutivo nombró a sus
primeros cinco integrantes: Alonso Gómez Robledo y Juan Pablo
Guerrero por siete años, junto con María Marván, José Octavio Ló-
pez Presa y Horacio Aguilar Álvarez por cuatro años, estas últimas
personas con posibilidad de ser ratificados siete años más. En el 2005
renunció López Presa e ingresó Alonso Lujambio, exconsejero del
IFE, con un mandato de siete años; esta designación fue denunciada
en el 2006 por el comisionado Aguilar Álvarez como una operación
del gobierno de Fox, con el que abrió un litigio jurídico dado que el
ejecutivo no lo ratificó en su cargo sin argumentar razones ni mediar
la opinión del Senado. Ante estos episodios, una decena de organi-
zaciones sociales que ya se agrupaban en el Colectivo por la Transpa-
rencia publicaron un desplegado para pedir al ejecutivo cumplir con
criterios mínimos y estándares internacionales para la designación
de comisionados, además de pedir al pleno establecer criterios para
manejar conflictos de interés, y al comisionado Lujambio, manifestar
públicamente su compromiso con el IFAI.

Una vez resuelto el litigio en contra de Aguilar, Jacqueline Pes-
chard, también exconsejera del IFE, se sumó al pleno de comisiona-
dos. En el 2009 renunció Lujambio para convertirse en secretario
de Educación del gobierno de Calderón, ingresando Ángel Trinidad
Záldivar, hasta entonces secretario ejecutivo del IFAI y previamen-
te adscrito a la oficina de la presidencia de Fox. Ese mismo año
terminó el periodo de Guerrero y Gómez, quienes fueron sustitui-
dos por Wanda Sigrid Artz Colunga y María Elena Pérez-Jean, lo
que provocó exhortos públicos de agrupaciones del Colectivo por la
Transparencia para que el Senado no ratificara las propuestas de Cal-
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derón, pues Artz Colunga había sido secretaria técnica del Consejo
de Seguridad Nacional, presidido por el ejecutivo, y suplente de Luis
Carlos Ugalde como consejero presidente del IFE; María Pérez-Jean
tenía trayectoria en la Fundación Colosio (del PRI), el gobierno de
Zedillo y carrera como autoridad de transparencia en el D.F. desde
el 2003. El último comisionado que ingresó al IFAI en 2012, después
de la renuncia de Marván ante su postulación como consejera del
IFE, fue Gerardo Laveaga, quien había sido defensor del presidente
Calderón ante la Corte Penal Internacional, donde fue denunciado
por crímenes contra la humanidad.

En este sucinto recuento se pueden observar más indicios de
la endogamia entre los organismos ciudadanos: dos de las perso-
nas comisionadas del IFAI en este periodo habían sido consejeras
electorales; una más, consejera local; mientras una comisionada fue
nominada después como consejera del IFE. Este vínculo también se
encuentra en su estructura ejecutiva entre quienes destaca Ricardo
Becerra Laguna, miembro del IETD, asesor de José Woldenberg en el
IFE desde 1994 hasta el 2001 y director general de atención a la socie-
dad y relaciones institucionales del IFAI entre 2003 y 2008; además
de Alberto Begné, también adscrito al IETD y director ejecutivo del
IFE en 1996, quien fungió como secretario técnico del IFAI durante
sus primeros años. Esta endogamia está relacionada con las caracte-
rísticas de experticia que se convirtieron en atributo del ideal en las
autoridades de los organismos ciudadanos, lo que ya no pasa tanto
por la experiencia con problemas de un ámbito en particular de la
política pública, sino por habilidades y capacidades relacionadas con
la gestión organizacional, el conocimiento de aparatos burocráticos
y legales, así como el concepto paraguas de la rendición de cuentas.

El modelo organizativo del IFAI tiene similitud con el de la insti-
tución electoral en referencia a la diferenciación entre una estructura
ejecutiva y un cuerpo colegiado de gobierno que, de acuerdo con
la normativa, debía componerse por personas expertas y con trayec-
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toria en transparencia. Pero dicho organismo no experimentó un
proceso de ciudadanización ni los grados de consenso en la elección
de consejeros del IFE durante los años previos, lo que tiene que ver,
por un lado, con el método de designación de comisionados a través
del ejecutivo y la posibilidad de veto de la Cámara de Diputados;
por otro, con una escasa incorporación de perfiles de redes de parti-
cipación ciudadana en el aparato institucional.

Desde su creación, lo que caracterizó a los perfiles dirigentes del
IFAI fue su cercanía con el gobierno federal en turno, lo que no ga-
rantizó cohesión del PC. En el 2004, las autoridades de transparencia
exhibieron posturas públicas confrontadas frente a la designación de
un nuevo secretario ejecutivo, luego de que Alberto Begné presenta-
ra su renuncia. El nuevo titular seleccionado por la mayoría de los
comisionados, con el rechazo de López Presa y Guerrero Amparán,
fue Ángel Trinidad Zaldívar, ex coordinador de enlace interinstitu-
cional de la secretaría particular de la Presidencia de la República,
quien fue evaluado junto a otras trece personas por una consultora
privada22 contratada por el instituto para obtener a los mejores perfi-
les para ser seleccionados. En 2008, el secretario ejecutivo, Juan Pablo
Guerrero, denunció a los comisionados Lujambio, Gómez-Robledo,
Marván y Peschard por un daño a las finanzas provocado por el
despido del director general de administración.

En 2013, durante la ceremonia pública de instalación de la
presidencia del comisionado Gerardo Laveaga, electo después de
cuatro rondas de votación porque no se lograba una mayoría, su
compañero en el pleno, Ángel Zaldívar, exigió a las comisionadas
Artz y Pérez-Jean que dieran a conocer su voto a favor de quien
llamó “perezoso, caprichoso y desconocedor de la ley de transparen-
cia”. Ese año, en medio de denuncias de comisionadas que usaron
identidades falsas para promover recursos de revisión y gastos
excesivos en viajes de otros comisionados, el Senado llamó al pleno

22Consultores en Relaciones Industriales.
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a comparecer poco antes de extinguir al organismo para inaugurar
una nueva etapa. Con estos antecedentes parece adecuado citar el
título de una nota en el periódico El Financiero con la que se describe
la reforma que extinguió este organismo: “Ifai: lodazal, desprestigio
y final” (Ramírez, 2013).

Las Redes del IFAI 2003-2011

Considerando los constantes cambios en el PC resulta complicado
establecer periodos de comparación entre estos, aunque el análisis
se puede hacer respecto a 2003-2006 y 2007-2011, pues corresponde
con los sexenios de Vicente Fox y Felipe Calderón. En ambos casos
lo que se pueden observar son relaciones menos voluminosas y den-
sas que en el caso del IFE, con el predominio de agencias del Estado.
Una cosa llamativa es la presencia de una organización religiosa, la
Arquidiócesis Primada de México, vínculo que proviene del comi-
sionado Horacio Aguilar Álvarez de Alba, apoderado legal de esta
institución y Diácono de una parroquia. Otro dato llamativo es que,
en el primer círculo de relaciones del IFE, tanto en el primero como
en el segundo periodo aparece el IETD con alta centralidad.
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Grafo 15. Primer vecindario del PC en 2003-2006.

Elaboración propia en Gephi.
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Grafo 16. Primer vecindario del PC en 2007-2011.

Elaboración propia en Gephi.
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C O N S O L I D A C I Ó N B U R O C R ÁT I C A

A la par de una historia de constante conflicto sobre la legitimidad
de los órganos de gobierno del IFE y el IFAI, ambas instituciones
acumularon indicadores de una trayectoria de consolidación, par-
ticularmente en lo que respecta a los procesos ejecutivos relativos
al cumplimiento de sus facultades y objetivos. En esto también es
necesario diferenciar entre el diseño de ambos, pues los puntos de
contacto del organismo electoral con la sociedad son mayores que
el de transparencia, sobre todo, porque el segundo no tiene una es-
tructura territorial que permea hacia las múltiples delimitaciones
políticas y administrativas de la república mexicana. De acuerdo con
datos del INAI, en 2018 el 70 % de la población identificaba el logoti-
po del organismo electoral, mientras un 26 % hacía lo propio con el
del organismo de transparencia (INAI, 2019).

Si se considera que en México no existe un documento de iden-
tidad oficial homogéneo y que la identificación con fotografía más
utilizada para tramites públicos y privados es la credencial de elector
(situación inusual en otros países), la alta cobertura del padrón elec-
toral, que desde 1996 ha ido en aumento hasta llegar casi al 100 % de
la población mayor a 18 años, quizás tiene que ver más con esta uti-
lidad práctica que con el ejercicio del derecho al voto. El desarrollo
de actividades de empadronamiento y expedición de credenciales
pueden explicar una importante acumulación de capacidades del
IFE para penetrar en el territorio nacional, además de la instalación
de casillas de votación apoyada en personas contratadas para ese
fin, también en todo el país. La organización de elecciones federales
siempre se ha llevado a cabo en los tiempos establecidos y de acuer-
do con los procedimientos previstos por la norma, y dado que con
cada reforma el instituto electoral adquiere más atribuciones, tam-
bién incrementan los procesos electorales que organiza, además de
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la recepción de quejas que son examinadas e investigadas para que
el CG emita o no alguna sanción.

En el caso de la garantía de derechos de acceso a la informa-
ción, las actividades que ponen en contacto al IFAI con la sociedad
tienen un carácter más limitado, pues el organismo no fue creado
para recibir y gestionar solicitudes de información sino para procu-
rar que la ciudadanía ejerza este derecho efectivamente, por lo que
se implementaron campañas de promoción, talleres de capacitación
o alianzas con medios de comunicación, ya sea para difundir temas
relativos al instituto o la capacitación de periodistas (Lajous, 2019).
Pero el centro de la interacción en torno a las solicitudes de informa-
ción y su respuesta está en las dependencias de la administración
pública federal; de acuerdo con la ley, en cada una de ellas se con-
formaron comités de transparencia que fueron compuestos, en su
mayoría, por personas expertas en materia jurídica, lo que derivó en
la creación de una nueva burocracia que generó aprendizajes en las
entidades de gobierno para evadir la entrega de información: si en-
tre el 2003 y el 2010 el IFAI registraba un 500 % de incremento en las
solicitudes de transparencia hacia las entidades públicas, el mismo
periodo significó un aumento de resoluciones de controversias en
favor de las autoridades del Estado (Gayosso, 2014, pp. 85–95).

La consolidación burocrática de ambas instituciones es un he-
cho relevante en relación con su crítica legitimidad, pues dirige la
atención a indicadores de operación y efectividad más cercanos a
su funcionamiento cotidiano, en el que cabría distinguir mandos eje-
cutivos y funciones más operativas en las que se fraguan relaciones
directas con la ciudadanía y, en no pocas ocasiones, se define la for-
ma que toman las políticas públicas. Sin embargo, el propio diseño
institucional del IFE y el IFAI separa las fuentes de reconocimiento
de ambos tipos de estructuras. Asimismo, tanto las decisiones que
guían el trabajo de las burocracias como la faceta política de los or-
ganismos, son atributo de su cuerpo directivo como una faz pública
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que dota de legitimidad al todo. Recordando la advertencia de Gó-
mez Tagle (2010), la credibilidad de estas instituciones es altamente
dependiente de la reputación pública de sus autoridades.

R E D E S D E PA R T I C I PA C I Ó N Y

D O M I N I O D E A G E N C I A

Considerando los vínculos de los partidos, específicamente del PAN
y el PRI, así como de los gabinetes de gobierno y entidades del Es-
tado con el CG y el PC en el periodo 2003-2011, hay buenas razones
para adherir a la tesis sobre la partidización de las instituciones ciu-
dadanas (Ackerman, 2007; Basáñez, 2023; Olvera, 2010). Pero como
mostré en el episodio de renovación de consejeros del IFE en el 2003,
este es un resultado mediado por perfiles expertos y profesionales,
construidos a través de relaciones en las que universidades, centros
de investigación y pensamiento, OSC y medios de comunicación
tienen un rol protagónico. En otras palabras, no son los partidos con-
tra la sociedad civil, sino los partidos con las organizaciones de la
sociedad civil; o mejor dicho, con una parte de estas.

La situación incluso parecería paradójica si se piensa que los
organismos ciudadanos se partidizaron al mismo tiempo que proli-
feró una red de OSC con gran capacidad de influencia en el debate
público y en la deliberación política, muchas de ellas, en relación
permanente con el devenir del IFE y el IFAI a través de actividades
de vigilancia: pronunciamientos, exhortos públicos, producción de
indicadores de medición de calidad institucional, la elaboración de
manuales de buenas prácticas, campañas de presión o el cabildeo
de reformas. Pero estas organizaciones también se involucraron de
manera relativamente sostenida en actividades de cogestión, como
la participación en publicaciones de los organismos, la ejecución de
estudios subrogados o la operación de organizaciones derivadas, co-
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mo el Centro de Estudios Internacionales de Transparencia y Acceso
a la Información, creado en el 2006 con financiamiento de la funda-
ción Hewlett Packard y desvinculado del instituto en 2008, dada su
naturaleza jurídica como una Asociación Civil (Flores, 2022).

En la órbita del IFE, el Comité Conciudadano es una referencia
ineludible dado que agrupó a personas vinculadas con un aproxima-
do de 30 organizaciones sociales relacionadas con temas electorales
de participación ciudadana, derechos sociales y derechos humanos.
Buena parte de ellas fueron receptoras de fondos de financiamiento
de la Sedesol y el fondo para la observación electoral del IFE, este
último operado con un esquema similar al que fue creado en 1994,
en el que el Estado mexicano dispone los recursos financieros para
ser administrados, con un costo, por organismos internacionales: pri-
mero fue la ONU, después el Instituto Interamericano de Derechos
Humanos, posteriormente el PNUD y finalmente el Instituto Inter-
nacional para la Democracia y Asistencia Electoral. Para acceder a
estos recursos es necesario cumplir con requisitos similares a los esta-
blecidos por convocatorias de la administración pública federal y de
organismos internacionales: ser una organización constituida legal-
mente con un objeto social determinado, acreditar experiencia en la
materia, presentar un proyecto adecuado a los criterios establecidos,
así como un informe final sobre las actividades realizadas.

De acuerdo con datos del organismo electoral, entre 1994 y 2015
accedieron al fondo un total de 217 organizaciones sociales, con un
promedio de 27 por año. Pero el número de organizaciones que re-
ciben fondos no refleja la cantidad de personas que participan ni el
número de observadores. En 1994 hubo un promedio de 6802 obser-
vadores acreditados por cada una de las 12 organizaciones financia-
das; mientras en el 2015, la cifra fue de 719 observadores de las 35
agrupaciones que accedieron a recursos del fondo. Esta diferencia es
consecuencia de las características de experticia de la institucionali-
zación de la participación ciudadana, como una política contradic-
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toria en la que el organismo electoral emite convocatorias públicas
para participar de manera individual en actividades de observación,
mientras el fondo de apoyo es dispuesto para agrupaciones sociales
constituidas que someten sus propuestas a evaluación técnica.

Las redes de participación en torno al IFAI también tienen es-
ta característica de especialización o experticia; en su mayoría son
asociaciones civiles constituidas legalmente que financian sus acti-
vidades con fondos públicos, privados e internacionales. Entre las
OSC más notables están Transparencia Mexicana, Fundar, Causa en
Común, Artículo 19 y el Instituto Mexicano para la Competitividad
(IMCO, creado por el gobierno de Fox), que se agruparon en el Co-
lectivo por la Transparencia en el 2005 y formaron la RRC en 2010.
Estas organizaciones, de las cuales muchas fueron beneficiarias de
fondos de la Fundación Hewlett Packard, también se sumaron a la
RRC, que tuvo un fuerte impulso desde el CIDE durante el tiempo
en que el exconsejero electoral, Mauricio Merino, formó parte de la
planta de investigadores, y a partir del 2018, desde la Universidad de
Guadalajara, cuando Merino mudó su adscripción institucional. En
este núcleo de organizaciones se puede identificar un conjunto que
participó en la promoción, diseño y cabildeo de la reforma constitu-
cional de transparencia del 2007, con la que se buscó homogeneizar
la normativa en todo el país: el CIDE, el IIJ-UNAM y Transparencia
Mexicana (Lajous, 2019, p. 120).

Aunque es posible diferenciar agrupaciones sociales de acuerdo
con los temas relacionados tanto con el IFE como el IFAI, la propia
endogeneidad que mostré antes entre estos dos organismos es un
indicio de que se trata de un mismo campo de producción institu-
cional, por lo que también se pueden esperar intercambios cruzados
entre las diferentes organizaciones de la sociedad. De hecho am-
bos organismos son parte de la RRC. Durante la campaña electoral
del 2012, los dirigentes de los partidos políticos fueron convocados
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por la RRC para firmar compromisos relacionados con la agenda de
transparencia; el acto se realizó en las oficinas del IFE.

Otra instanciación de estas relaciones traslapadas es la Alianza
por el Gobierno Abierto (AGA), iniciativa de cooperación multilate-
ral impulsada por el gobierno de Estados Unidos, a la que inicialmen-
te fueron invitados el ejecutivo federal y el IMCO como integrantes
del equipo promotor. México habría sido considerado para partici-
par como país pionero en esta iniciativa, dada la existencia de un
grupo de organizaciones de la Sociedad Civil dedicadas a temas de
transparencia, acceso a la información y rendición de cuentas con
un alto perfil de incidencia en la agenda pública, altamente profesio-
nalizadas y con fuertes alianzas con el grupo de donantes interna-
cionales patrocinadores de la OGP23 a nivel internacional (Campos
Barrera et al., 2020, p. 21).

Tanto la RRC como la AGA no solo indican vínculos sostenidos
de relaciones entre agencias del estado y un conjunto de organizacio-
nes sociales, sino que conforman una red de intercambio susceptible
de interpretarse como un dominio de agencia, lo que quiere decir
que dichas agrupaciones ganaron poder para influir de manera más
o menos sostenida en el funcionamiento del IFE y el IFAI, y en gene-
ral, en la política de la rendición de cuentas. Esta es una contradic-
ción que convive con episodios de desacuerdo y denuncia lideradas
por las agrupaciones sociales, las cuales mantuvieron relaciones de
cooperación con las élites políticas del periodo.

Considerando las características de experticia de las agrupacio-
nes, sus vínculos políticos y su simbiosis con agencias del Estado en
experiencias como la RRC y la AGA, recurro al concepto de Alta So-
ciedad Civil (ASC), una locución que da cuenta de un sector de élite
identificado con este campo de participación; de manera más preci-
sa, se trata de agrupaciones de la ASC, pues son tanto grupos como
organizaciones formales con un nivel de acceso a recursos técnicos,

23Open Government Partnership.
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financieros y políticos que no tiene el grueso del tejido asociativo en
el país. Esta élite participativa, también observada en agrupaciones
feministas (Zaremberg & de Almeida, 2022), es una manifestación
de la institucionalización de la participación ciudadana en el perio-
do post transición en México, conceptualizada por Isunza y Gurza
como un régimen de control social dual, en el que una vía de su
ejercicio es a través de instancias consultivas diseñadas para élites
(Isunza Vera & Gurza Lavalle, 2024).

Cabe señalar que, si bien los ámbitos de influencia que aquí
analizo se constriñen al ámbito de la regulación de la competen-
cia electoral y la transparencia, también alcanzan a otros campos,
pues los actores participan de interacciones más amplias. Un buen
ejemplo del poder de las agrupaciones de la ASC es la Primera Cum-
bre Ciudadana (PCC), evento organizado por una coalición de más
de 300 organizaciones sociales durante mayo del 2012 en el Pala-
cio de Minería de la UNAM, al que fueron convocadas todas las
personas que entonces competían en la campaña electoral para la
presidencia de la República, con el objetivo de que “escucharan y
dieran respuestas claras y precisas” a la exigencia ciudadana ahí
convocada (Azuela, 2013, p. x). La Cumbre no solo convocó exitosa-
mente a quienes competían por el voto popular, sino que obtuvieron
compromisos concretos con su agenda; en la relatoría del evento se
detalla que en el eje de fortalecimiento a las OSC, el candidato del
PRI, Enrique Peña Nieto, suscribió el 47 % de los compromisos; el de
la coalición PRD-PT-Convergencia, Andrés Manuel López Obrador,
el 80 %; mientras la candidata del PAN, Josefina Vázquez Mota, y el
candidato de Nueva Alianza, Gabriel Quadri, el 100 % (Azuela, 2013,
p. 63).

La red de las organizaciones de la ASC

La red del grafo diecisiete muestra la estructura conformada por las
relaciones entre las agrupaciones de la ASC, los organismos ciuda-
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danos, partidos políticos y otras entidades del estado en el periodo
2003-2012. El grafo está organizado por una partición de cuatro co-
munidades: una, que agrupa al 55 % de los nodos, entre los que
destacan por centralidad: el IFE, el CG, el gabinete de Fox, el IETD,
el IFAI y el CIDE; otra con el 15 %, en torno a Conferencia Mexicana
para el Acceso a la Información Pública (COMAIP), que agrupa a
organismos locales de transparencia; una más con el 13 % que contie-
ne organizaciones con agendas relacionadas con la paz como Causa
en Común y México Unido Contra la Delincuencia (MUCD), dos
agrupaciones que comparten agenda con otras que, en 2004, pro-
movieron la “marcha blanca”, una protesta contra la inseguridad
concentrada en la capital del país, que el entonces presidente Fox
reconoció como voz de la sociedad, mientras otros actores políticos
ponían bajo sospecha esta cualidad dada la adscripción de algunos
de sus promotores a redes de la derecha (Grupo Reforma, 2024); otra
comunidad, también con 13 % de los nodos, se compone por organi-
zaciones empresariales entre las que destaca el Instituto Mexicano
de la Competitividad (creado por el gobierno de Fox), junto a México
Evalúa, el Centro Integral para el Desarrollo (CIDAC), la empresa
Televisa y la revista Letras Libres, así como el Acuerdo de Chapulte-
pec, un evento impulsado en el 2006 por la élite empresarial para
pedir a los candidatos presidenciales estabilidad en la política eco-
nómica. Una comunidad más, muy pequeña, contiene a FUNDAR,
asociación civil creada hacia el 2000 por uno de los voceros de Alian-
za Cívica, Sergio Aguayo, compartiendo lazos con organizaciones
internacionales de financiamiento.
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Grafo 17. Comunidades en la red de relaciones 2003-2011.

Elaboración propia en Gephi.

La comunidad que concentra el 55 % de los nodos también concentra
el 66 % de vínculos de toda la red. Este conjunto de relaciones cons-
tituye un observable del dominio de agencia de las agrupaciones de
la ASC más activas en torno a la vida del IFE y el IFAI. En la tabla
6 enlisto los nodos con mayor vector propio de esta comunidad, en-
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tre los que destacan el IETD, el CIDE, el ITAM, la RRC, la UNAM,
IIJ-UNAM, el Colmex y Nexos.

Tabla 6 . Organizaciones con mayor vector propio en 2003-2011.

IFE 1.00
Consejo General 1.00
IETD 0.64
Gabinete Fox 0.60
CIDE 0.54
IFAI 0.53
GPN 0.40
RRC 0.39
ITAM 0.38
Grupo RRC 0.37
PC 0.37
CC_2007 0.36
Senado 0.36
Gabinete Calderón 0.36
Diputados 0.35
UNAM 0.35
IIJ-UNAM 0.34
PRI 0.33
Nexos 0.32
PAN 0.31
VCC_2006 0.24
Transparencia Mexicana 0.23
Colmex 0.22
Consejeros Cantú 0.22

Fuente: Elaboración propia
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L A I N F L U E N C I A D E L A S R E D E S D E

L A A S C

En este punto conviene recurrir nuevamente a una comparación con
el periodo de ciudadanización del IFE, proceso en el que se pueden
identificar organizaciones sociales con un estatus similar: el IETD,
el MCD, Alianza Cívica, el GSA, Nexos o La Jornada, por mencionar
las principales. En la comparación cabe señalar tres diferencias: una
es que la mayoría de las organizaciones del periodo de la transición
tuvieron un carácter coalicional de poca duración (con la notable
excepción del IETD); dos, algunas de ellas estaban vinculadas con
agrupaciones y movimientos populares previos; y tres, que a través
de sus miembros o participantes ocuparon posiciones en estructuras
directivas del instituto electoral, pues el IETD fue la única organiza-
ción que desarrolló este tipo de encaje en el Estado después del 2003.
Continuando el argumento de las dos vías de ciudadanización entre
el 97 y el 2003, lo que sucedió después es que se consolidó el proceso
desde arriba con agrupaciones de élite en el ámbito nacional; por
otro lado se debilitó el que ocurría desde abajo con organizaciones
relacionadas con iniciativas de base y de corte local.

La alta influencia desarrollada por las organizaciones de la ASC
no es equivalente a la ciudadanización del IFE y el IFAI; en su en-
torno hay una densa red de participación ciudadana que logró inci-
dir en diferentes ámbitos del diseño y la operación de las institucio-
nes, tanto mediante actividades de vigilancia como en la modelación
de políticas o la ocupación de cargos, pero no a nombre de una repre-
sentatividad asociativa sino en calidad de personas expertas. Este
tipo de encaje es común en muchas de las democracias contemporá-
neas donde se valora el conocimiento experto, pero es problemático
para apelar a una legitimidad ciudadana. En todo caso no se trataría
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de instituciones dirigidas por la ciudadanía, sino por técnicas de la
participación.

Al igual que en el capítulo anterior, conviene examinar la red
del periodo proyectada como relaciones entre personas con la inten-
ción de explorar su grado de intermediación, a manera de aproxi-
marnos a su carácter representativo de los públicos activos en torno
a las instituciones ciudadanas. En la tabla cinco muestro el cuarto
superior del último cuartil de toda la red 2003-2011; son 23 personas
entre las que hay miembros del IETD y funcionarios del IFE y el IFAI,
fundadores de la RRC y Transparencia Mexicana, autoridades de los
organismos ciudadanos, además de dos personajes centrales de las
redes ciudadanas de los noventa: Aguayo y Jusidman. En esta lista
hay dos personas que fueron designadas consejeros en el 2011.
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Tabla 7. Personas con mayor grado de intermediación entre 2003 y
2011.

Nodo Vector Propio
Blanca Heredia Rubio 0.045
María De Los Ángeles Moreno Uriegas 1.039
José Woldenberg 0.035
María Elena Moreira 0.034
Ricardo Becerra Laguna 0.028
Alonso Lujambio Irazabal 0.027
Sergio García Ramírez 0.025
María Marvan Laborde 0.024
Sergio Aguayo 0.023
Mauricio Merino Huerta 0.021
Felipe Solis Acero 0.021
Lorenzo Córdova Vianello 0.020
Pedro Salazar Ugarte 0.017
Claudio X. González 0.016
José Ramon Cossio 014
Francisco Javier Guerrero Aguirre 0.014
Wanda Sigrid Arzt Colunga 0.013
Federico Reyes-Heroles González-Garza 0.013
María Victoria Juarez Gutiérrez 0.011
Alfredo Figueroa Fernández 0.011
Hugo Almada Mireles 0.011
Lourdes Morales 0.010
Clara Jusidman Bialostozky 0.010

Fuente: Elaboración propia
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En consecuencia, de considerar la centralidad por intermediación
como un indicador de reconocimiento, esta lista de personas no solo
permite identificarlas como cohesionadoras de la red de influencia
de las agrupaciones de la ASC, sino como actores que ganan capaci-
dad para hablar en nombre de las agendas ciudadanas. Eso les vale
la posibilidad de dirigir instituciones como el IFE y el IFAI, además
de ser llamadas a consulta por las élites políticas para la deliberación
de temas relevantes para la vida política nacional o tener la capaci-
dad de convocar a dichas élites a sus espacios de deliberación. Estas
personas acumulan décadas de participación cruzada en el ámbito
ciudadano, académico, estatal e incluso de partidos políticos, pero, si
como he argumentado, actúan como expertas y tienen pocos víncu-
los con el grueso del tejido asociativo de la sociedad, calzan con el
diagnóstico de Przeworski: son actores que presentan como socie-
dad civil, pero son unas cuantas personas, altamente conectadas, que
realizan actividades que poco se diferencian del lobby (Przeworsky,
1998, p. 364).

B U R O C R AT I Z A C I Ó N PA R T I C I PAT I VA

Des-ciudadanización, consolidación de la influencia de agrupacio-
nes sociales y consolidación burocrática conviven en un fenómeno
que Martínez-Palacios (2021) denomina burocratización neoliberal
de la participación ciudadana, fenómeno que se distingue por un
conjunto de características que son parte de lo observado en el caso
del IFE y el IFAI: se explota una narrativa sobre la crisis de la demo-
cracia representativa para promover la externalización de servicios
públicos como productos participativos; se crean nuevas burocracias
profesionales vinculadas a la industria de los indicadores de calidad
de la gestión pública; y se acumula el capital de dicha industria. A
contramano de un entendimiento predominante del neoliberalismo
como un modelo de administración que promueve el achicamiento
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del Estado, la burocratización de la participación ciudadana da cuen-
ta del crecimiento de un aparato estatal repleto de normas y rutinas
que se imponen como una racionalidad profesional, técnica, alejada
de la voluntad política (Hibou, 2015).

La burocratización participativa del IFE y el IFAI se caracteri-
za por la superposición de atributos de eficiencia ejecutiva con el
ideal de la ciudadanía encargada de dirigir este tipo de aparatos
estatales. Esto dota de sentido a requisitos regularmente estableci-
dos por las convocatorias para seleccionar dichas autoridades, como
la comprobación de una “amplia trayectoria” o “buena reputación”,
pues constituyen indicadores de una legitimidad basada en el capital
cultural de agentes que se reclaman técnicos o ciudadanos (Martínez-
Palacios, 2021, p. 14; Peña, 2018), y que deben ser reconocidos como
tales por los públicos convocados para validarlos. Esto permite expli-
car la paradoja en la que el periodo de des-ciudadanización del IFE y
el IFAI convive con una notoria influencia civil en la construcción de
instituciones políticas, como parte de redes más similares a grupos
corporativos (con excepciones como el Comité Conciudadano), pues
tienen una estructura más cerrada, una constitución homogeneizada
de acuerdo con la ley, métodos de reclutamiento definidos y com-
parten lazos fuertes, entre los que se incluyen los que tienen con las
instituciones del Estado; por eso su integración a la política pública
es parcial y poco contingente.

Las ventajas que se derivan de las características de estas redes
y de las formas en que se integran son condiciones que al mismo
tiempo trazan límites a su capacidad de control sobre la ejecución
de la política pública, pues la independencia y tecnificación que se
derivan de trayectorias profesionales, recelosas de ocupar cargos de
dirección en el Estado y poco conectadas con amplias corrientes de
la opinión pública, restringen su capacidad de que el reclamo de re-
presentatividad de los intereses ciudadanos tenga efectos más allá
de las redes que conforman su dominio de agencia. Y si las insti-
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tuciones ciudadanas pretenden controlar al poder, la pregunta de
quién controla a los controladores es parte de sus problemas de legi-
timidad (Gurza Lavalle e Isunza Vera, 2022; Isunza y Gurza Lavalle,
2010).
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C A P Í T U L O C U AT R O :
A U G E Y C R I S I S D E L

D O M I N I O D E A G E N C I A



C A M B I O E S TATA L Y C A M B I O

P O L Í T I C O

La historia de la legitimidad de las instituciones ciudadanas hacia
el 2012 se puede sintetizar en una palabra: conflictiva. Pero como
mostré en el capítulo anterior, problemas regulares en torno al reco-
nocimiento de autoridades del CG y el PC convivieron con un pro-
ceso de consolidación burocrática del trabajo de ambos organismos,
así como la formación de una comunidad de relaciones en la que
un conjunto de agrupaciones sociales ganó influencia en el campo
de la política de la rendición de cuentas. Esta comunidad, también
integrada por partidos políticos, empresas y organizaciones del Es-
tado, es una forma de observar el dominio de agencia en torno a las
instituciones ciudadanas que, argumento, se constituyó a partir de
interacciones con escasa vinculación con las disposiciones políticas
y asociativas del grueso de la sociedad.

El 2012 contiene algunos episodios que dan cuenta de ello a ma-
nera de dos procesos diferenciados. El mismo mes en el que centenas
de organizaciones civiles convocaron a las principales candidaturas
a la presidencia de la República en el Palacio de Minería de la UNAM
para comprometerlas con su agenda ciudadana, las calles del país
albergaron crecientes manifestaciones estudiantiles bajo la identidad
#YoSoy132; tan solo en la segunda mitad de mayo se organizaron
tres protestas contra la cobertura de los medios de comunicación
de las elecciones y contra el candidato del PRI, Enrique Peña Nie-
to. A partir de entonces comenzó una secuencia de manifestaciones
públicas en gran parte de las principales ciudades del país, que fue-
ron equiparadas a la ola global de protestas atribuidas al binomio
juventudes-tecnología, entre las que destacan la Primavera Árabe o
el movimiento Indignados en España (Welp, 2015).
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La actividad contenciosa estimulada en torno a la identidad
#YoSoy132 acompañó, casi en forma de asedio, a la victoria electoral
de la alianza PRI-PVEM, además de que antecedió una trayectoria
de protestas nacionales que iniciaron en 2013 con el gremio magiste-
rial, movilizaciones nacionales después de la desaparición forzada
de 43 estudiantes en el municipio de Ayotzinapa, en el 2014, un es-
cándalo mediático de corrupción que involucraba al presidente de
la República durante el 2015 y protestas sostenidas en todo el país
durante los primeros meses del 2017 por el alza de precios de la
gasolina (Alonso Sánchez, 2020, p. 195).

En este periodo el gobierno de Peña Nieto construyó un con-
senso con el PAN y el PRD a través del Pacto por México (PPM), lo
que le valió un tratamiento legislativo altamente favorable para un
conjunto de iniciativas de reforma a las instituciones del Estado (Ba-
rrientos Del Monte & Añorve Añorve, 2014), que convergieron con
algunas de las propuestas de las organizaciones impulsoras de la
Primera Cumbre Ciudadana. Personalidades de estas agrupaciones
participaron activamente en episodios de redacción, deliberación y
cabildeo de iniciativas como la reforma educativa, la del sistema de
justicia penal, la reforma política del Estado, las modificaciones para
garantizar la paridad de las mujeres en el acceso a cargos de elección
popular o la ley de víctimas (Hernández & Parra, 2017; Lajous, 2019;
Palma Cabrera & Cerva Cerna, 2014).

En lo que respecta a las instituciones de rendición de cuentas,
las organizaciones de la ASC promovieron foros públicos para la
reforma electoral, la reforma de transparencia, promoción de nuevas
normas de rendición de cuentas como la Ley 3 de 324 y el Sistema Na-
cional Anticorrupción (SNA). En estos episodios hubo disputas con
los partidos, pero también negociaciones con estos, además de que se

24Una iniciativa ciudadana de Ley que exige que todo servidor públi-
co y candidato presente tres declaraciones obligatorias: patrimonial, de
intereses y fiscal.
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movilizaron recursos con élites del Estado. Relatos sobre la creación
del SNA contienen anécdotas de participación de integrantes de or-
ganizaciones sociales en conversaciones con dirigentes políticos en
espacios de élite como el University Club, el reconocimiento laboral
de 50 mil pesos por redactar una Ley o la facilidad de reunirse con
un ministro del poder judicial de manera expedita (Lajous, 2019).

Estas reformas ocurrían a la par de un creciente malestar social
organizado en las calles, así como de un incremento en los índices de
desconfianza en las instituciones políticas. Desde el 2011 Latinoba-
rómetro registraba un descenso en la satisfacción con la democracia
que pasó del 28 % al 19 % hacia el 2016, mientras en 2017 la descon-
fianza en el legislativo se registraba en 74 % y hacia los partidos en
el 91 % de la ciudadanía. El incremento en la desafección también
se registraba hacia el INE, que de acuerdo con la medición anual de
la consultora Mitofsky25, se mantuvo como una de las instituciones
con mayor valoración entre la muestra encuestada pero con una tra-
yectoria de declive, de manera similar a la de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, la presidencia, los poderes legislativos y los
partidos.

25Tomado de la web en https://www.mitofsky.mx/post/ranking-
confianza-instituciones-2020.
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Ilustración 3. Evolución de calificación de confianza en instituciones del Estado
en México 2004-2017.

Elaboración propia con datos del Ranking Confianza en Instituciones de
México, de Consulta Mitofsky.

Si se considera que el periodo más intenso de reformas en el mar-
co del PPM ocurrió entre 2012 y 2015, se puede suponer que los
acuerdos entre las tres grandes fuerzas políticas del periodo post
transición, que también alcanzaron a las organizaciones de la ASC,
estaban débilmente conectados con el ánimo expresado tanto en
disposiciones hacia las instituciones políticas como en actividades
contenciosas. Considerando que las organizaciones de la ASC traba-
jaban de manera simbiótica con la élite política, resulta lógico que el
malestar haya alcanzado a las primeras.
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Este contexto es importante porque sitúa un nuevo periodo pa-
ra la legitimidad de las instituciones ciudadanas que, como mostraré,
adquirió formas de elitización. La paradoja para las agrupaciones
de la ASC es que institucionalizaron e incrementaron su influencia
en el campo de la rendición de cuentas a través de instancias de
participación de élite, al mismo tiempo que el grueso de la socie-
dad cuestionaba a las élites de las instituciones de la post transición.
Además, las reformas al organismo electoral y el instituto de transpa-
rencia no incorporaron previsión alguna para dotar de legitimidad
ciudadana a sus órganos directivos, al contrario, prefiguraron dispo-
siciones para una nueva camada de perfiles profesionales evaluadas
con parámetros meritocráticos.

Al tiempo que las reformas del PPM se diseñaron y se imple-
mentaron, el sistema de partidos se transformó de manera radical.
Los tres partidos que orientaron la competencia en el periodo post
transición y que fueron clave en los consensos en los que se reformó
el IFE y el IFAI, quedaron en condición de minoría a partir de la
elección del 2018 con el ascenso de una nueva fuerza política pre-
dominante, el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) que,
en alianza con el PT y el Partido Encuentro Social (PES), captó una
votación inusitada en toda la historia de la democracia en México: el
52 % de los votos para su candidato a la presidencia, Andrés Manuel
López Obrador (AMLO), y mayoría legislativa para la coalición que
encabezaba. El cambio pondría a prueba el dominio de agencia de
las agrupaciones de la ASC y de las propias instituciones ciudada-
nas.

L A S R E D E S D E L A S R E F O R M A S

La reforma que dio origen al INE y el INAI entró en vigor hacia el
2014, por lo que conviene examinar las redes que operaban a la par
del periodo del descontento y que, como mostraré, no solo cambia-
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ron muy poco a partir del 2018, sino que reforzaron su característica
simbiótica entre organizaciones de la ASC, las instituciones de ren-
dición de cuentas y élites del PRI y el PAN. El dominio de agencia
de las organizaciones de la ASC se manifiesta de manera notable en
la red de actores involucrados en las reformas relativas al instituto
electoral y de transparencia en el marco del PPM, que tuvieron como
centro dos grandes ejercicios consultivos de los partidos políticos re-
presentados en el congreso, con la sociedad: las Audiencias para las
Reformas al Sistema Electoral y al Régimen Político (APRSE) y el
Parlamento Transparencia y Anticorrupción (PTYA). El grafo núme-
ro 19 ilustra la red de relaciones entre 2012 y 2014 con un tamaño de
nodo que indica el vector propio.
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Grafo 18. Primer vecindario de las APRSE y el PYTA.

Elaboración propia en Gephi.

En la tabla seis enlisto los nodos con mayor vector propio: el IETD
tiene la máxima medida, una muy alta centralidad que en parte se
explica por la orientación de la búsqueda de relaciones en torno
a la vida del organismo electoral y el de transparencia de las que,
históricamente, las del primero son predominantes. Esto dota de
gran relevancia a la agrupación de intelectuales de izquierda creada
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a finales de los ochenta en el campo de la política de la rendición
de cuentas. La segunda organización ciudadana con mayor vector
propio es la RRC, a la que sigue el Centro de Estudios Espinosa
Yglesias (CEEY). Entre los partidos solo el PRI y el PAN son parte
de esta lista, aunque en la red completa también están el PVEM
y el PT. En cuanto a las universidades, la UNAM y el IIJ-UNAM
tienen la mayor centralidad, seguidas del CIDE y el Colmex, centros
de investigación que desarrollaron estudios tanto para el IFE como
para el IFAI y sus evoluciones institucionales.

Tabla 8 . Nodos con mayor vector propio entre 2012 y 2014.

Nodo Grado de Intermediación
IETD 1.00
IFE 0.73
INE 0.65
UNAM 0.63
Senado 0.60
CTA_INAI 0.60
CG 0.58
CTE_INE 0.58
PRI 0.48
IIJ-UNAM 0.47
CIDE 0.46
RRC 0.45
PC 0.42
COLMEX 0.37
IFAI 0.33
DIPUTADOS 0.32
ITAM 0.30
TEPJF 0.27
PAN 0.27
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Nodo Vector Propio
Gabinete Peña Nieto 0.27
EL UNIVERSAL 0.25
INAI 0.23
CEEY 0.23

Fuente: Elaboración propia

L O S N U E V O S O R G A N I S M O S :
E X P E R T I C I A Y E L I T I Z A C I Ó N

En el marco del PPM, el IFE se transformó en Instituto Nacional
Electoral (INE) y el IFAI en el Instituto Nacional de Transparencia,
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI).
Ambos se convirtieron en autoridades centrales del sistema nacio-
nal de elecciones y el sistema nacional de transparencia, con mayor
centralización de sus funciones y mayores facultades de control y
sanción sobre entes públicos y privados, lo que parece sorprendente
si se considera la historia previa de conflictos en torno a la legitimi-
dad de los dos organismos.

Con la reforma, el INAI fue dotado de facultades para garanti-
zar el ejercicio del derecho de acceso a la información y protección
de datos personales sobre nuevos sujetos obligados: los poderes eje-
cutivos y los poderes legislativos en todos los ámbitos territoriales,
organismos autónomos, partidos políticos, fideicomisos, fondos pú-
blicos y cualquier otra persona “física, moral o sindicato que reciba y
ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito fe-
deral, estatal y municipal” (excepto la Suprema Corte de Justicia de
la Nación), con la capacidad de emitir resoluciones vinculatorias, de-
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finitivas e inatacables26. Por su parte, la configuración del INE como
centro de un sistema nacional de elecciones representó una suerte de
culminación de la tendencia histórica por parte de la autoridad elec-
toral para ejercer funciones cada vez más centralizadas (Astudillo,
2014), entre las que se adicionó la selección de autoridades de los Or-
ganismos Públicos Locales Electorales (OPLE) mediante procesos de
competencia meritocrática, sustituyendo la prerrogativa que tenían
los legislativos locales.

También se modificó el método de elección de las autoridades
que componen tanto el pleno del CG como del PC. En el caso del
INE, el CG pasó de nueve a once personas consejeras designadas
por el voto de las dos terceras partes de la Cámara de Diputados, de
entre una lista de perfiles idóneos elaborada por un Comité Técnico
de Evaluación (CTE). En lo que respecta al INAI, su PC ahora se com-
pondría por siete personas en calidad de comisionadas, designadas
por el Senado de la República con posibilidad de veto del ejecutivo,
a partir de una lista propuesta por las comisiones de Anticorrupción
y Participación Ciudadana, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias,
así como la de Estudios Legislativos.

En ambos casos se puede inferir que las modificaciones res-
pondieron a un intento de distanciar los intereses partidistas de la
selección de sus autoridades. En el nuevo modelo se estableció que,
en el caso del CG, la decisión de las diputadas y diputados se suje-
taría a la lista de nombres elaborada por el CTE, integrado por dos
representantes del poder legislativo, dos de la Comisión Nacional
de Derechos Humanos (CNDH) y dos del organismo de transparen-
cia; la endogamia ganó reconocimiento institucional. En el caso del
INAI, el cambio más notorio es que se desplazó al poder ejecutivo de

26Aunque el consejero Jurídico del Gobierno “podrá interponer recurso
de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos
que establezca la ley, sólo en el caso que dichas resoluciones puedan poner
en peligro la seguridad nacional conforme a la ley de la materia”.
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la atribución de proponer a los comisionados para dejar la decisión
a la mayoría del Senado, y pese a que la norma no contempló una
mediación similar al CTE, en la práctica el Senado implementó el
Comité Técnico de Acompañamiento (CTA), en respuesta a las reco-
mendaciones de las organizaciones México Infórmate y el Colectivo
por la Transparencia. Resulta ilustrativo citar algunas de sus reco-
mendaciones para asegurar la idoneidad de las nuevas autoridades:

sólida formación jurídica; conocimiento profundo de los
sujetos obligados; capacidad de trabajar colegiadamen-
te; experiencia técnica en gobierno electrónico, gobierno
abierto, manejo de sistemas de información; experien-
cia en el estudio, ejercicio o garantía de los derechos de
acceso a la información y protección de datos persona-
les; experiencia de trabajo con las entidades federativas;
vinculación con organizaciones sociales; además de la
conveniencia de que el órgano esté integrado por gente
que provengan del propio instituto (Valdez, 2014).

Considerando estas prescripciones elaboradas por las organizacio-
nes sociales que estimularon la creación del CTA, así como la com-
posición que adquirió el CTE por la nueva normativa, argumento
que la reforma expresó la elitización de la legitimidad en lo con-
cerniente a las autoridades en estos organismos, superponiendo su
pretensión ciudadana con ideales de profesionalización y experticia
técnica. Aunque esto era una tendencia prefigurada en años previos,
con las reformas del 2014 adquirió un estatus institucional.
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N U E V O C O N T E X T O , N U E VA S F U N C I O N E S

El incremento de facultades del INE y el INAI se puede interpretar,
en términos de Rosanvallon, como una intensificación de los poderes
de la contrademocracia, como una institucionalización de prácticas
de judicialización de la política, orientadas la producción de decisio-
nes de Estado mediante el uso instrumentos jurídicos (Sieder et al.,
2011). En este contexto, que también se puede denominar como de
actividad política juridificada, el INE y el INAI ganaron mayor va-
lor práctico en el repertorio de estrategias de los diferentes tipos de
actores que disputan el acceso a cargos en el Estado y el control de
lo público, convirtiéndose en centro de disputas políticas en las que
tienen un poder de decisión que, más que árbitros o reguladores, los
asemejan a policías o jueces. No es extraño entonces que muchas de
sus decisiones produzcan conflictos con los actores que se perciben
agraviados, y que estas tengan que dirimirse en instancias del poder
judicial, por lo que la autoridad de los organismos ciudadanos suele
ser acatada más por obligación de un mandato externo que por su
reconocimiento político.

En el 2015 un conjunto de personas (muchas de ellas parte de
las organizaciones de la ASC) pusieron a prueba los límites políticos
del INE, solicitando al CG retirar el registro al PVEM como parti-
do político mediante una solicitud respaldada por 172 mil firmas
recolectadas en la plataforma change.org (el objetivo eran 200 mil) y
una minuciosa argumentación con base en evidencia que, a su juicio,
demostraba que este partido cometió “violaciones graves, sistemá-
ticas y reiteradas en contra de la Constitución y de la normatividad
electoral”. El INE respondió a los quejosos a través de la Unidad
Técnica de lo Contencioso Electoral, lo que consideraron incorrecto
dado que dirigieron su petición al CG, impugnado la respuesta ante
el tribunal electoral. Poco después, las autoridades del INE discutie-
ron el asunto y decidieron no retirar el registro al partido verde con
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siete votos a favor y tres en contra, lo que fue impugnado ante el
tribunal electoral por quienes promovieron la iniciativa ciudadana,
así como por Morena, el PAN y el PRD.

Uno de los nuevos ámbitos de conflicto en los que el INE se
convirtió en protagonista fue en las candidaturas a puestos de elec-
ción popular. En el periodo abierto a partir del 2014, el organismo
comenzó a ejercer facultades para reglamentar y sancionar la imple-
mentación de acciones afirmativas para el acceso a cargos de elección
populares, ante la ausencia de legislación. Esta nueva política nos
solo ha producido nuevos dispositivos de articulación entre organi-
zaciones del Estado, agrupaciones sociales y universidades, como el
Observatorio de Participación Política de las Mujeres en México27,
sino conflictos tanto con los partidos políticos como con agrupacio-
nes sociales y ciudadanía independiente. Las decisiones del CG so-
bre criterios para la asignación de candidaturas son recurrentemente
impugnadas, desde los partidos se argumenta exceso de facultades
del organismo y la violación de sus derechos de autoorganización
y autodeterminación, mientras desde los otros actores interesados,
por inconformidades con los criterios28.

El CG también ha ejercido poder de decisión para retirar candi-
daturas por irregularidades administrativas, particularmente en el
caso de dos aspirantes a gobernador de Morena en el 2021 que, con
6 votos a favor y 5 en contra de las personas integrantes del conse-
jo, fueron anuladas por irregularidades en torno a los 20 mil pesos
mexicanos. En el 2020, el INE intervino en el proceso de renovación
de la dirigencia de Morena siguiendo un mandato del TEPJF, que

27Conformado por el INE, la UNAM y el TEPJF.
28En el siguiente proceso electoral (2023-2024), el diseño de criterios de

paridad produjo un intenso debate entre consejeras y consejeros. El ca-
tálogo de grupos considerados históricamente excluidos se amplió a po-
blaciones LGBTTTIQ+ y afrodescendientes, con 19 impugnaciones de la
ciudadanía.
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ordenó al organismo dirigir un proceso de encuesta abierta a la mili-
tancia para elegir a la presidencia y la secretaría general del partido,
considerando que dicha organización no garantizaba condiciones
entre sus afiliados para llevar a cabo el proceso interno.

El INAI también ha sido centro de disputas protagonizadas por
ciudadanía, partidos y entidades de gobierno. En el debate público,
el valor del órgano garante de acceso a los derechos de información
se suele justificar en referencia a casos hito, como los reportajes de
la Estafa Maestra o la Casa Blanca, que cimbraron la opinión pública
en el sexenio de Peña Nieto al evidenciar entramados de corrupción
de la élite política, enmarcando la creación del SNA. Entre los casos
hito en los que el PC del INAI tuvo un rol protagónico se pueden
contar la negativa del gobierno federal para publicar información
solicitada sobre las investigaciones en torno al caso de sobornos de
Odebrecht, en el 2015; y la validación que hizo el PC sobre la decisión
del ejecutivo en 2017 para resguardar información solicitada sobre
gastos en operaciones de espionaje y la publicación de videos de
las cámaras de seguridad del palacio de gobierno de Iguala, donde
desaparecieron 43 estudiantes de Ayotzinapa. En todos estos casos,
las autoridades de transparencia modificaron su decisión a favor de
quienes interpusieron recursos de inconformidad, la gran mayoría,
organizaciones de la ASC.

Entre 2014 y el 2021 el número absoluto de recursos interpues-
tos en contra de respuestas a solicitudes de información, registra un
alza constante con un promedio de 19 % más cada año, pero que
entre el 2018 y el 2019 fue del 70 %. Este incremento corresponde con
el primer año de gobierno de Morena, por lo que puede ser interpre-
tado tanto como una intensificación de este repertorio de actividad
política como por una menor capacidad del nuevo gobierno para
satisfacer requerimientos; en ambos casos el indicador da cuenta de
un aumento de este campo de conflictos político-administrativos.
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Considerando estos episodios en la nueva era del INE y el INAI,
es pertinente retomar la tesis de Isunza y Gurza (2024) sobre el ca-
rácter dual del régimen de control social en México en el que, por
un lado, hay disposiciones institucionales configuradas para la ac-
tividad de élites civiles, mientras por otro, se registran dispositivos
más dispersos y esporádicos para el grueso de la población. El caso
de las acciones afirmativas es ilustrativo de esta tensión; el conseje-
ro Uuc-Kib Espadas criticó que estas acciones fueron resultado de
cabildeo de un círculo rojo de organizaciones con el CG, antes que
producto de la organización del grueso de la organización femenina
del país (INETV, 2023). En el caso de las funciones del organismo
de transparencia, se trata de un instrumento altamente valorado por
personas que ejercen actividades especializadas como periodistas,
integrantes de organizaciones sociales, consultoras, entre otras que
fueron el público al que inicialmente se dirigió el PC del IFAI pa-
ra promover capacitaciones y alianzas (Lajous, 2019); en el 2019, la
Encuesta Nacional de Acceso a la Información Pública y Protección
de Datos Personales realizada por el INEGI revelaba que apenas un
2 % de la población declaraba utilizar una de las herramientas más
sofisticadas desarrollada por el instituto: la Plataforma Nacional de
Transparencia.

E L C T E Y E L C TA

Los primeros procesos de selección de autoridades del INE e INAI
fueron en 2014. La composición de los comités muestra la consolida-
ción o persistencia del dominio de agencia de las organizaciones de
la ASC. En el grafo 20 se observan los nodos del primer vecindario
del CTE de ese año, entre los que destacan, por mejor conectividad
en la red entre 2012 y 2014: el IETD, la UNAM, la RRC, y el Colmex.
Este comité tiene entre sus redes de influencia al PRI y al PAN, por
dos de las propuestas de representación de la Cámara de Diputados:
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Jorge Moreno Collado, con una larga trayectoria vinculada con el
primer partido, funcionario en los gabinetes de López Portillo, Sali-
nas de Gortari y Zedillo, además de diputado federal y director de
la Fundación Colosio; y Alejandro González Alcocer, ex diputado
federal y gobernador interino de Baja California por el PAN. Am-
bos fueron representantes de la Junta de Coordinación Política del
Congreso de la Unión (Jucopo).
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Grafo 19. Primer círculo del CTE en la red 2012-2014.

Elaboración propia en Gephi.

El CTA está ilustrado en el grafo 21 y tiene, entre su primer vecinda-
rio de relaciones en orden de mejor conectividad al IETD, el CIDE, la
RRC y Transparencia Mexicana; hay presencia del PAN, también por
Alejandro González. De los veinticuatro nodos que forman ambos
vecindarios, el 27 % son compartidos.
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Grafo 20. Primer círculo del CTA en la red 2012-2014.

Elaboración propia en Gephi.

El funcionamiento de estos comités puede ser evaluado de dos for-
mas: una por el grado de consenso logrado en torno a las designacio-
nes; la otra, por los perfiles de quienes resultaron seleccionados. En
el primer aspecto el balance es más favorable para el INE que para
el INAI, pues aunque se puede juzgar que hubo cierta opacidad en
las valoraciones del comité (Hernández González, 2020), la designa-
ción se hizo por 417 votos de 500 de la Cámara de Diputado y pocos
reclamos; mientras en el caso del INAI, cada una de las nuevas auto-
ridades recibió 100 de 128 votos posibles en el Senado con reclamos
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públicos de legisladores, integrantes de agrupaciones sociales e in-
cluso de miembros del CTA, que denunciaron un reparto de cuotas
entre partidos. México Infórmate y el Colectivo por la Transparencia
lamentaron que dos personas, Cecilia Azuara y Rosa María Bárcenas,
no fueran seleccionadas pese a cumplir con un perfil idóneo por su
experiencia en el funcionamiento del Instituto y “ausencia de ligas
partidistas” (Tadeo, 2014).

En lo que respecta a las designaciones, una breve descripción
del perfil de las nuevas autoridades da cuenta del dominio de las
organizaciones de la ASC, así como la endogamia y endogeneidad
desarrollada en torno a los organismos expertos. En el caso del INE,
todas las personas electas como consejeras tenían algún antecedente
laboral con el instituto: el consejero presidente, Lorenzo Córdova,
fue asesor de José Woldenberg junto con el recién nombrado conseje-
ro, Ciro Murayama, a inicios del 2000 , lo que les valió la experiencia
para publicar el libro Elecciones, dinero y corrupción, en el que anali-
zan los casos del Pemexgate y Los Amigos de Fox; también comparten
membresía del IETD y adscripción al IIJ-UNAM, además de que
Murayama fue parte del comité técnico del PREP entre 2009 y 2013,
mientras que Córdova fue secretario técnico de la Comisión para la
Reforma del Estado en el Senado de la República en el 2011. Otras
de las personas electas fueron Benito Nacif y Marco Baños, quienes
ocuparon cargos en el CG en el 2008; Pamela San Martín había sido
asesora en el CG en el 2010 y 2011; Arturo Sánchez fue director eje-
cutivo del IFE en los noventa y principios del 2000; Javier Santiago
ejerció como consejero distrital y fue coordinador de asesores del
exconsejero Mauricio Merino; Adriana Favela trabajó en el IFE entre
2002 y 2005, aunque inició su carrera en el Tribunal Federal Electo-
ral en 1994 y fue magistrada de sala regional del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) antes de ser nombrada
consejera.
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En el grafo 22 muestro la red del primer vecindario del CG elec-
to en 2014, considerando como corte inicial 2012. El tamaño de los
nodos representa la centralidad por la mejor conectividad en la red
completa, destacando el IETD y las APRSE, lo que da cuenta de la
influencia del periodo de reformas y la centralidad que tuvieron en
este los integrantes del IETD. En la red, el IFE tiene gran centralidad
dado que las relaciones se contemplan desde 2012, lo que contie-
ne adscripciones laborales, además de las trayectorias de todos los
integrantes del nuevo CG, también compartiendo vínculos con el
Senado, la UNAM, el IIJ-UNAM, el Colmex, el ITAM y el TEPJF.
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Grafo 21. Primer vecindario del CG 2012-2014.

Elaboración propia en Gephi.

En lo que respecta al PC, las seleccionadas para el cargo de comisio-
nado en 2014 fueron: Ximena Puente de la Mora y Areli Cano Gua-
diana, con duración hasta marzo del 2018; María Patricia Kurczyn
Villalobos y Joel Salas Suárez, que concluyeron en marzo del 2020;
Óscar Mauricio Guerra Ford y Rosendoevgueni Monterrey hicieron
lo propio hasta el mismo mes, pero del 2022; además de Francisco
Javier Acuña Llamas, quien culminó en marzo del 2023. El primer
vecindario de este PC, ilustrado en el grafo 23, da cuenta de la per-
sistencia de la centralidad del IETD, la UNAM y el IIJ-UNAM. La
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diferencia relevante tiene que ver con las agencias del Estado entre
las que destacan el IFE y la COMAIP, agrupación que se convirtió
en una vía de acceso de autoridades de transparencia en el ámbito
local hacia el órgano directivo del nuevo Sistema Nacional de Trans-
parencia (Aguirre, 2023).
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Grafo 22. Primer vecindario del PC 2012-2014.

Elaboración propia en Gephi.

Las medidas de centralidad de ambos vecindarios, sin considerar
eventos y los propios órganos de dirección, dan cuenta de las redes
de las nuevas autoridades, por ende, sus fuentes de legitimidad. Las
de los organismos ciudadanos en este periodo robustecen el argu-
mento sobre la elitización como un traslape de lo ciudadano con
figuras de experticia, ya presente en la propuesta hecha por el co-
mité de notables para resolver la crisis de nombramientos en el IFE
en el 2011. El problema es que, ante la persistencia de un sentido
público sobre estas instituciones como ciudadanas, su validación re-
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sulta complicada no solo por el perfil de sus autoridades, sino que
considerando su amplia trayectoria en el ejercicio de cargos en orga-
nismos autónomos e incluso en el poder judicial, parece difícil que
desarrollen vínculos con redes diversas de participación ciudadana
más allá de las organizaciones de la ASC.

La institucionalización de la elitización y burocratización de los
organismos ciudadanos se sintetiza en el fenómeno conocido popu-
larmente como burocracias doradas. Esta figura condensa caracterís-
ticas de especialización y tecnificación que se adquieren a través de
carreras profesionales en los organismos estatales de rendición de
cuentas, no en la experiencia que proviene del trabajo en la atención
de problemas públicos a través de organizaciones con trabajo vin-
culado a iniciativas de acción colectiva y movimientos sociales que,
cabe resaltar, era uno de los principales atributos de reconocimiento
de la autoridad ciudadana en el proceso de ciudadanización del IFE.
Enfatizar esto es importante porque indica cómo, lejos de resolver
los problemas de legitimidad de las instituciones ciudadanas, las re-
formas del 2014 terminaron por agudizar tanto la falta de asideros
del atributo ciudadano de sus autoridades como la endogeneidad
entre el INE, el INAI y las organizaciones de la ASC, así como la
endogamia de estas con las élites políticas predominantes, en ese
entonces, las dirigencias del PRI, PAN y PRD.

B R E V E R E C U E N T O D E D E S I G N A C I O N E S

En el periodo 2012-2021 no solo la composición del CTE fue apenas
alterada, tampoco el perfil de las autoridades electorales selecciona-
das varió significativamente. El tipo de autoridad perfilado por la
reforma y los procesos de designación del 2014 se replicó en la reno-
vación de tres consejeros del INE en 2017 y cuatro en 2020, además
de dos comisionados del INAI en 2018, uno en 2019 y dos en 2020.
En los dos últimos procesos el Senado no implementó la figura del
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CTA, mientras en los demás, tanto este arreglo como el CTE siguie-
ron el patrón de reproducir las relaciones del domino de agencia de
las organizaciones de la ASC, particularmente de algunas de las per-
sonas que las integran. A partir del 2018 todas estas designaciones
ocurrieron en el nuevo gobierno de la mayoría contraria al PRI, el
PAN y el PRD.

El CTE del 2017 se integró por Sergio López y César Astudillo, a
propuesta del INAI; Leoba Castañeda y Jesús Orozco, por la CNDH;
además de Jorge Islas, Humberto Aguilar y Luis Medina, por la Juco-
po. A este comité se le criticó no dar a conocer la valoración técnica
sobre el rubro de las entrevistas ni los insumos de tasación para selec-
cionar a los consejeros electorales (Hernández González, 2020) que
fueron designados por 336 votos del Congreso y son: Dania Ravel,
Jaime Rivera y Claudia Zavala. La primera con antecedentes labo-
rales en el IFE, el TEPJF y la administración pública federal en el
sexenio de EPN; Rivera había sido consejero electoral en el organis-
mo estatal de Michoacán y fue director ejecutivo en el IFE por seis
años; mientras Zavala tenía trayectoria como consejera electoral en
el instituto del D.F. y con carrera en el TEPJF entre el 2013 y el 2017.

En el caso del INAI, el CTA del 2018 se compuso por tres miem-
bros del Consejo Consultivo del organismo de transparencia: María
Solange Maqueo, Khemvirg Puente y Fernando Nieto Morales, más
dos personas provenientes de organizaciones de la sociedad civil: Is-
sa Luna Pla, quien había dirigido el Centro Internacional de Estudios
de Transparencia y Acceso a la Información; así como Lourdes Mora-
les, coordinadora de la RRC. Con esta mediación, los comisionados
designados fueron Blanca Lilia Ibarra y Carlos Alberto Bonnin, con
una votación cerrada en el Senado en la que legisladores del PAN y
del PRD denunciaron un acuerdo entre el PRI, el PVEM y Morena
(Ávila, 2018). Bonnin llegaba con credenciales como responsable del
área de Transparencia del Senado, mientras Ibarra había sido direc-
tora del canal de televisión del Congreso de la Unión, compartiendo
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espacio con dos miembros del CTA que también fueron consejeros
del canal: Khemvirg Puente e Issa Luna Plá; además de Jorge Islas,
integrante del CTE en 2017.

En 2019, después del fallecimiento de un comisionado del INAI,
el senado designó a Josefina Román Vergara, quien estuvo adscrita
durante más de diez años al órgano superior de fiscalización del
Estado de México, fue comisionada del organismo de transparencia
del mismo estado y secretaria técnica de la Secretaría Ejecutiva del
Sistema Anticorrupción de esta entidad federativa. En 2020 se reno-
varon dos espacios en el PC con el nombramiento de Norma Julieta
del Río Venegas, con carrera desde 2010 en cargos relacionados con
la contraloría y transparencia como funcionaria del IFE; y Adrián Al-
calá Méndez, secretario de acceso a la información en el INAI desde
2014, cercano a grupos empresariales de Baja California e integrante
de la COMAIP. Sobre estos procesos en los que no se implementa-
ron CTA, la coordinadora general de la organización Observatorio
de Designaciones Públicas escribió que se trató de una “moneda de
cambio” en el Senado, que al mismo tiempo designó a una ministra
de la SCJN y magistraturas del TEPJF (Checa Gutiérrez, 2022). Aun-
que para el exconsejero electoral, Luis Carlos Ugalde, el ejercicio de
2020 fue un ejemplo de meritocracia (Ugalde, 2020).

En el 2020 también se renovaron cuatro espacios en el CG. La
integración del CTE develó la influencia del nuevo partido gober-
nante mediante uno de los perfiles propuestos por la CNDH, John
Ackerman, investigador del IIJ-UNAM y miembro del instituto de
formación política de Morena, afiliación que llevó a que su nombra-
miento fue impugnado por el PRD, MC y el PAN29; la otra propuesta

29El litigio fue resuelto por el TEPJF, validando la participación de Ac-
kerman en el comité dado que para ese entonces el instituto de formación
política de Morena no había sido instalado formalmente, además de con-
siderarlo un órgano del partido sin funciones directivas, siendo este el
impedimento de la ley para integrar el CTE.
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del organismo de derechos humanos fue Sara Lovera López, con una
trayectoria en medios de comunicación y el movimiento feminista.
La Cámara de Diputados designó a Diego Valadés Ríos, profesor
de la UNAM desde los años sesenta, procurador de justicia en el
gobierno de Salinas, director del IIJ-UNAM y participante del CC
en 2006; Silvia Giorguli Salcedo, presidenta del Colmex; y Blanca
Heredia Rubio, con trayectoria laboral en el ITAM, el CIDE, el IFE, el
gobierno de Calderón, así como integrante de la organización Cau-
sa en Común y del CCE. Las participantes por el INAI fueron Ana
Laura Magaloni, adscrita al CIDE, participante de las APRSE, inte-
grante de Causa en Común, Impunidad Cero y Mexicanos Contra
la Corrupción y la Impunidad (MCCI), junto con José Roldan Xopa,
también adscrito al CIDE, quien participó de las APRSE e integrante
de la RRC.

El funcionamiento de este CTE fue especialmente conflictivo:
Ackerman señaló públicamente a Lovera López y Magaloni como
líderes de un bloque conservador que tenía intenciones de bloquear
la selección de perfiles antagónicos ideológicamente, y descalificó
el proceso por considerar que se privilegió a personas con trayecto-
rias cuestionables y conflictos de interés con los propios integrantes
del comité. Al margen de los juicios emitidos, su recuento de los
hechos se basó en los vínculos de las redes aquí examinadas, refi-
riendo tanto a la endogeneidad de las trayectorias de las personas
candidatas como al dominio de agencia de las organizaciones de la
ASC (Ackerman, 2020).

Las personas que resultaron electas de la lista entregada por
este CTE fueron: Carla Humphrey, asesora de consejero electoral
a principios del dos mil, consejera del organismo electoral del D.F.
de 2006 a 2013, y secretaria de estudio y cuenta en el TEPJF entre
2014 y 2016; Norma Irene de la Cruz Magaña, con una trayectoria de
consultora con organismos internacionales en actividades de obser-
vación electoral; Uuc-kib Espadas Ancona, quien había participado
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en partidos de la izquierda en los años ochenta y noventa, y dipu-
tado federal por el PRD entre 2000 y 2003; además de Martín Faz
Mora, participante del movimiento de observación electoral de los
noventa, fundador del Centro Potosino de Derechos Humanos, con-
sejero local del IFE en 2000 y 2012, y coordinador de la asociación
civil Propuesta Cívica.

Pese a las denuncias de cuotas partidistas (en este punto pue-
den considerarse parte del guion de los episodios de selección de
autoridades) y el conflicto en el CTE durante el 2020, los cambios
en el PC y en el CG en el periodo inmediato a la formación de una
nueva mayoría gobernante en el 2018 no reflejan una modificación
importante en el primer círculo de influencia de ambos órganos de
gobierno. El vínculo directo de Ackerman con Morena podría indicar
cambios en la red de interacciones en torno a los organismos ciuda-
danos en el nuevo contexto político, pero en el periodo 2012-2021,
Morena tiene una centralidad por vector propio baja frente a los de-
más partidos: .13 frente a .20 del PRI, .25 de Movimiento Ciudadano,
.29 del PRD y .42 del PRI.

L A S R E D E S D E L A E L I T I Z A C I Ó N

Los comités técnicos implementados para seleccionar perfiles idó-
neos para los máximos cargos de autoridad en el INE y el INAI son
un arreglo político que facilita mediar intereses entre las represen-
taciones partidistas en el legislativo y con otros grupos de interés,
particularmente las agrupaciones ciudadanas examinadas hasta el
momento. Es importante enfatizar esta dimensión política frente a
discursos predominantes sobre su carácter técnico, objetivo e im-
parcial, pues sus integrantes son propuestos por actores del poder
legislativo y otras agencias del Estado, quienes tienen intereses parti-
culares en el proceso, así como de ideas no homogéneas sobre la ido-
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neidad de los perfiles a seleccionar; además, dada la especialización
que requieren las convocatorias a estos procesos, las evaluaciones
entre un conjunto de personas altamente cualificadas siempre con-
tendrán criterios de juicio subjetivos30. En síntesis, en estos comités
se pueden encontrar representantes de los partidos.

Por sus propias funciones, tanto el CTE como el CTA pueden
ser considerados los grandes nodos de intermediación con el CG
y el PC. Pero cabe recordar que su implementación estuvo estimu-
lada por sugerencias de quienes participaron en las deliberaciones
públicas sobre el diseño e implementación de las reformas. Se po-
dría decir que, en cierta medida, estos arreglos fueron creación de
las agrupaciones de la ASC. Así, para explorar la influencia de estos
actores en el periodo 2012-2021 conviene observar el primer círculo
de influencia de los órganos de gobierno del INE y el INAI, conside-
rando que en este periodo ni los comités ni los órganos directivos de
las instituciones cambiaron de manera sustancial.

En el periodo completo, los partidos no dejan de estar vincu-
lados al CG y el PC, pero más como un traslape de relaciones del
periodo histórico antes que vínculos coincidentes en el tiempo. En
el caso del INAI la conexión es a través de Ximena Puente De la Mo-
ra, quien renunció a su encargo como comisionada para contender
como candidata plurinominal del PRI al poder legislativo; en lo que
respecta al INE, el vínculo con el PRI es vía Alfredo Figueroa, quien
dejó de ser consejero en 2013 y formó parte de la campaña del candi-
dato del PAN en 2018 como director de análisis político. Estos casos,
a su vez, ilustran diferentes formas de conexión: en el caso de la ex
comisionada, la COMAIP como agrupación de agencias del Estado;
y en el del exconsejero, las organizaciones de la ASC.

En este lapso de nueve años, entre los tres nodos con mayor
eigenvector están el IETD y MCCI (ver tabla nueve). La primera agru-
pación consolida una trayectoria histórica de centralidad; mientras

30Este problema es expuesto por Barabási (2019).
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la segunda aparece como altamente influyente apenas en muy poco
tiempo, pues fue creada en 2015 por el empresario Claudio X. Gon-
zález, uno de los actores más centrales en la red que corta en 2011.

Tabla 9 . Nodos con mayor vector propio entre 2012-2021.

Nodo Vector Propio
IETD 1.00
MCCI 0.98
CTE 0.82
CTA 0.81
Ley 3 de 3 0.76
CIDE 0.75
IFE 0.75
Consulta 2016 0.74
Signos Vitales 0.72
IIJ-UNAM 0.70
REUNION 2015 0.68
Transparencia Mexicana 0.67
CSCPC 0.65
RRC 0.65
Nosotrxs 0.63
CG 0.62
UNAM 0.60
PC 0.56
PAN 0.55
SENADO 0.50
Diputados 0.50
Gabinete Peña Nieto 0.49

Fuente: Elaboración propia
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Estas dos organizaciones están en el primer círculo de influencia del
PC y el CG, también con los grados de centralidad por intermedia-
ción más altos. Ahora bien, si de esto se puede inferir su condición
como mediadores políticos, su vínculo con los partidos no resulta tan
claro, pues apenas se pueden identificar dos vías directas del PRI al
IETD y un vínculo compartido del PAN, el PRD y MC con MCCI. Lo
anterior no significa que no existan relaciones que permitan conectar
a los partidos con los grandes mediadores de la época en el deve-
nir institucional del INE y el INAI, sino que estas son, formalmente,
más indirectas. Para entender estas intermediaciones es útil hacer
una comparación con los años noventa, periodo en el que había mo-
vimientos y organizaciones sociales en las que convergían relaciones
cruzadas de las organizaciones políticas; lo que pasa posterior al
2012 es que las agrupaciones ciudadanas más centrales tienen me-
nores afiliaciones políticas declaradas de sus miembros que, en la
práctica, se han dedicado a hacer política desde las OSC, las univer-
sidades o el mismo Estado. A esto hay que sumar las trayectorias de
las autoridades del organismo electoral y el de transparencia, más
profesionales que sociales.

L A R E D 2 0 1 2 - 2 0 2 1

El grafo 24 muestra la red completa de relaciones entre 2012 y 2021
particionada en cuatro comunidades. A diferencia del periodo pre-
vio se observan más partidos políticos, pero no todos forman parte
del mismo conjunto. A continuación describo cada una de las comu-
nidades y el tipo de relaciones que reflejan.
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Grafo 23. Red total de relaciones 2012-2021, particionada en cuatro comunidades.

Elaboración propia en Gephi.

La comunidad más grande, a la izquierda, refleja un incremento de
actores en el campo de la política de la rendición de cuentas. En
ella sobresalen, por vector propio, MCCI; el CTE y el CTA; el núcleo
promotor de la campaña para la Ley 3 de 3; el CIDE; Transparencia
Mexicana; la RRC. En este conjunto de relaciones aparece el nuevo
arreglo institucional del SNA: el Comité de Participación Ciudadana
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(CPC) y la Comisión de Selección del CPC (CSCPC), integrado por
personalidades de la ASC con poder de decisión para seleccionar
a las personas encargadas de dirigir el sistema anticorrupción. Es-
te enrevesado arreglo, en el que un consejo de figuras ciudadanas
elige a un comité ciudadano, fue interpretado como superación de
la sobredeterminación política que históricamente habría operado
para designar autoridades del órgano electoral y el de transparencia
(Olvera & Galindo, 2020).

En esta misma comunidad que agrupa al 42 % de toda la red,
hay ocho organizaciones políticas, un número notablemente mayor
al de periodos previos: se trata del PAN, el PRD, el PVEM, el PT,
Movimiento Ciudadano (MC), Morena, y Ahora, una agrupación
ciudadana creada en el 2017 para postular como candidato indepen-
diente a la presidencia de la República a Emilio Álvarez Icaza, quien
fuera presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito
Federal y secretario ejecutivo de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH), y finalmente se convirtió en senador por
la alianza PAN, PRD, MC en el 2018. Más que pluralidad, la diver-
sidad de fuerzas políticas en esta red expresa el periodo de reajuste
electoral que resultó en el cambio del sistema de partidos hacia el
2018.

A la derecha del grafo se forma otra comunidad en la que predo-
minan entes del Estado con una menor presencia de organizaciones
sociales y que contiene al PRI, PVEM y PT. Aquí se agrupan el INAI,
el PC, el CPC del SNA junto con otros organismos locales de trans-
parencia y de anticorrupción, además de los gabinetes de Calderón,
Peña Nieto y López Obrador. Este conjunto da cuenta de un cam-
bio respecto al periodo previo en el que el IFAI era parte del gran
componente de las organizaciones sociales y los partidos políticos,
pero es consistente con las trayectorias de las nuevas autoridades
del PC, endógenas a los organismos locales previamente agrupados
en torno a la COMAIP como una comunidad propia. La presencia
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aquí del CPC ofrece otra manera de interpretar la superación de la
sobredeterminación política: quedó distanciada de los consensos de
los partidos.

La comunidad que se observa en la parte de arriba del grafo
contiene al IETD junto con gran parte de las universidades de toda la
red, entre las que destacan la UNAM, el IIJ-UNAM y el Colmex. En
este conjunto aparece un evento que representa la consulta que hizo
el INE para elaborar su plan estratégico 2016-2025 en el que partici-
paron exautoridades electorales (desde los años noventa), así como
integrantes del IETD, la RRC, el CIDE y el IIJ-UNAM. Se refuerza la
endogeneidad.

La comunidad de abajo contiene agrupaciones relacionadas con
temas de seguridad y el ámbito judicial, entre las que destacan el
Consejo Nacional para el Litigio Estratégico (CNLE), una organiza-
ción impulsada por Claudio X. Gonzáles y élites empresariales en
el 2020 para coordinar acciones jurídicas en contra de decisiones del
gobierno de Morena, además del Consejo de la Judicatura Federal
(CJF) y el Comité Consultivo del INAI (CC_INAI).

El partido gobernante que emergió como mayoría inédita a par-
tir del 2018 es parte de esta red, sin embargo, con una conectividad
más baja que otras fuerzas políticas. En este periodo, Morena tiene
una centralidad de .01 por intermediación frente a .03 del PAN y .02
del PRI; por vector propio, la influencia del partido gobernante es
de .1, a diferencia del .5 del PAN y .4 del PRI.

C O N F L I C T O S E N E L N U E V O

R É G I M E N

Considerando el poder de veto que adquirieron el INE y el INAI
sobre aspectos fundamentales de la participación política y el debate
público como autoridades nacionales, el conflicto que se configuró
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en torno a estos organismos y la fuerza política mayoritaria a partir
del 2018 tiene explicaciones más complejas que el recurso voluntaris-
ta de la psicología de los gobernantes, predominante en la literatura
sobre populismo. Si la historia de este tipo de instituciones suele
mostrar límites en los que las autoridades electas cuestionan su le-
gitimidad como censores públicos (Rosanvallon, 2007), ¿por qué no
esperar la intensificación de esta disputa en un contexto de gobierno
de mayoría como el de Morena?

A partir de 2019, el conflicto latente que suponen estas insti-
tuciones de control frente a una mayoría electoral se manifestó, de
forma intensa, en interacción con dos factores: el ideario universalis-
ta del nuevo partido gobernante y su poca conectividad con las redes
de las instituciones ciudadanas. Esto se refleja en dos argumentos
constantemente esgrimidos por el ejecutivo para justificar la necesi-
dad de reformar la arquitectura del INE y el INAI: la duplicidad de
funciones y lo oneroso de estas instituciones, relacionadas con un
antiguo régimen de dominio de élites, así como el cuestionamien-
to a la representatividad de autoridades no judiciales que pueden
modificar decisiones de un gobierno electo.

Los conflictos con el INE comenzaron desde los primeros meses
de gobierno de López Obrador, quien cuestionó el costo de opera-
ción del instituto y propuso una reducción presupuestal, lo que fue
denunciado como grave por agrupaciones de la sociedad civil y par-
tidos de oposición. En 2021 el organismo electoral adquirió nuevas
funciones para organizar consultas populares y de revocación de
mandato. Ese año se llevó a cabo una del primer tipo con la nor-
mativa aprobada siete meses antes y sin la ampliación de recursos
financieros que solicitó al gobierno federal; en 2022, también con una
ley aprobada meses antes y sin ampliación de presupuesto, el insti-
tuto organizó la revocatoria de mandato. Los partidos de oposición
se negaron a participar en ambos ejercicios que convocaron un 7 % y
17 % del padrón electoral, respectivamente. Integrantes del partido
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gobernante señalaron un boicot del INE a los procesos, dado que por
la falta de presupuesto instaló un número de casillas menor al de
otras elecciones federales.

En marzo de 2021 se publicó una carta firmada por más de 2
mil personas integrantes de las comunidades política, académica,
intelectual, artística y de otros ámbitos en defensa del organismo
electoral, después de que el ejecutivo federal criticara la decisión del
CG para retirar dos candidaturas de su partido a competencias por
gubernaturas. Ese año, el PRI, PAN y el PRD conformaron un bloque
aliancista denominado Va por México, a cuyo nombre interpusieron
una acción de inconstitucionalidad en contra del presupuesto de
egresos presentado por el gobierno federal para el 2022, en el que,
entre otras cosas, se señalaba un recorte de recursos financieros para
el INE. En este orden de sucesos, el presidente presentó una propues-
ta para reformar al organismo electoral, lo que encontró un clima
propicio para el agrupamiento de los partidos de oposición y el con-
junto de organizaciones de la ASC en contra de lo que consideraron
una intención de desaparecer a la institución.

La oposición a la reforma del INE suscitó las movilizaciones
más numerosas en contra de una decisión del gobierno durante todo
el sexenio, concentrando participantes tanto en la capital del país co-
mo en diversas ciudades. Las convocatorias estuvieron estimuladas
por agrupaciones como Sociedad Civil México, Sí por México y el
Frente Cívico Nacional. En el curso de los sucesos, los promotores
adoptaron como identidad “La Marea Rosa”, portando los colores
institucionales del INE como símbolo de su cualidad ciudadana. Es-
tas protestas configuraron una secuencia en la que se fue adoptando
a exconsejeros electorales como referentes públicos de la agenda
defendida, entre los que destacan José Woldenberg como el único
orador de la primera movilización nacional y Lorenzo Córdova en
la última. Ambos representan dos generaciones del IETD que ingre-
saron al IFE en los años noventa, aunque el segundo transitó casi
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28 años por esta institución en diferentes cargos, siendo el consejero
que más años duró en el órgano de gobierno.

El INAI también fue cuestionado por el ejecutivo argumentan-
do una existencia onerosa, además de duplicar funciones del Estado.
El primer presupuesto de egresos del gobierno planteó una reduc-
ción financiera para el instituto frente a lo que agrupaciones como
Transparencia Mexicana, México Evalúa y otras de la RRC mani-
festaron públicamente su preocupación. En el 2020 hubo tensiones
entre el organismo de transparencia y el gobierno por solicitudes
del primero para dar más información sobre el manejo de la crisis
de la pandemia del Covid-19, y en el 2021 los conflictos se dieron
en torno a solicitudes de información sobre proyectos de desarrollo
de infraestructura, muchas de ellas estimuladas por estrategias de
organizaciones como el CNLE.

Desde el 31 de marzo de 2022, el INAI quedó incompleto tras
la culminación de los cargos de los comisionados Óscar Guerra y
Rosendoevgueni Monterrey. El primero renunció en medio de un es-
cándalo mediático sobre el uso de recursos financieros del instituto
en 2014 para pagar la cuenta en un table dance, hecho conocido por
el PC en ese entonces y que fue clasificado. La sustitución a estos
encargos fue hecha por el Senado con un año de retraso, pero las
designaciones de Ana Yadira Alarcón y Rafael Luna Alvizo fueron
vetadas por el presidente de la República, inconforme porque fueron
resultado de un acuerdo entre los partidos. Desde entonces el PC se
mantuvo incompleto hasta finales del sexenio de López Obrador,
pese a la intervención de autoridades de la ONU, la CIDH, además
de casi una centena de organizaciones internacionales y nacionales a
través de una carta publicada por el Centre for Law and Democracy, e
incluso, un mandato del poder judicial para que el Senado designa-
ra a los comisionados faltantes. A diferencia del INE, las reacciones
frente a estas afrentas al organismo de transparencia no suscitaron
movilizaciones masivas, lo que es consistente con el aislamiento que
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lo ha caracterizado frente a las redes del dominio de las organizacio-
nes de la ASC, siendo parte de una comunidad casi autárquica con
otras entidades de transparencia y contraloría.

C I U D A D A N Í A , A S C Y O P O S I C I Ó N

P O L Í T I C A

La red de relaciones en torno a los organismos ciudadanos entre
2012 y 2021, contrastada con los conflictos durante el sexenio de
López Obrador, permite despejar interrogantes sobre el destino de
los encajes institucionales y los dominios de agencia frente a trans-
formaciones del contexto político, pues si bien estos arreglos que
incorporan redes de participación suelen estar facilitados por acto-
res afines a la coalición política gobernante (Abers et al., 2018, 2014;
Avritzer, 2010). Ante cambios en las mayorías partidistas resulta ló-
gico esperar modificaciones en los dominios de agencia y los encajes
de la sociedad en el Estado, pues estos se construyen a través de re-
laciones de negociación política. Pero en las redes del INE y el INAI
no hubo cambios sustantivos después de 2018; el dominio en torno a
estas instituciones, lejos de experimentar cambios introducidos por
la nueva fuerza política, adquirió un rol de movilización de recursos
para un realineamiento de la oposición al partido gobernante.

Lo observado en el caso de las redes en torno al INE y el INAI
da cuenta de un reforzamiento de la red de relaciones que institucio-
nalizó el dominio de agencia de las organizaciones pertenecientes
a la ASC, lo que incluye sus vínculos con élites de los partidos po-
líticos predominantes del periodo post-transición, que a partir del
2018 quedaron en condición minoritaria. Este resultado tiene en-
tre sus condiciones el estatus autónomo de ambos organismos, así
como los métodos de selección de sus autoridades, pero debe ser
comprendido también como consecuencia de la densidad de la red
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de intercambio que ya se observaba desde el periodo previo, es decir,
entre el 2003 y 2011.

Otra de las consecuencias tiene lectura política, pues en el con-
texto de un nuevo sistema de partidos donde predomina una fuerza
históricamente poco conectada con esta red, resulta esperable que
la institucionalización de relaciones en torno a la rendición de cuen-
tas opere no solo como vínculos para la movilización de recursos
en defensa de formas institucionales concretas de los organismos
ciudadanos, sino como parte de la disputa por el control del poder
político, es decir, como fuerza de oposición. En el dominio de agen-
cia observado en la historia de las instituciones ciudadanas en la
post transición, la relación de las organizaciones de la ASC con los
partidos políticos dominantes del periodo adquirió características
orgánicas, como convergencias programáticas e ideacionales.

En el periodo abierto por el PPM, las agrupaciones ciudadanas
no solo operaron como redes de reconocimiento en las que partici-
pan los partidos: se volvieron fuente de cuadros. Un caso que ilustra
esto es el vínculo que une al PAN, PRD y MC en la red en el 2019: el
candidato ciudadano a la gubernatura de Puebla, Enrique Cárdenas,
fungió fue parte de las negociaciones con la presidencia para la re-
forma anticorrupción del 2015, fue integrante del CTE, director del
CEEY y de la agrupación Signos Vitales, creada en el 2020 como una
iniciativa civil para hacer frente a lo que sus integrantes considera-
ban como vacíos y problemas de información del gobierno federal
sobre la emergencia sanitaria del Covid-19; su órgano directivo y su
consejo asesor se componen por cuadros de las organizaciones de la
ASC.

En la red 2012-2021, el concepto elitizado de ciudadanía se con-
virtió en un atributo de legitimidad reconocido por los partidos polí-
ticos no solo para la dirección de instituciones estatales autónomas,
sino para sus propias actividades de disputa por el control del poder
político, entre las que se pueden mencionar la captación de cuadros
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para la competencia electoral. Este es un cambio en las fuentes de
legitimidad de la militancia y los cuadros partidistas identificado
por Mair en Europa, como parte de una crisis del sistema clásico de
competencia (Mair, 2013). En el caso de México, el fenómeno se mani-
festaría nítidamente hacia la campaña presidencial del 2024, proceso
en el que las redes de la ASC vincularon a los partidos de oposición.

U N A P E R S P E C T I VA P R O C E S U A L

Lo observado en las redes del INE y el INAI en el periodo 2012-2021
es resultado de un largo proceso histórico; de manera concreta, el
recuento de este libro remite hacia finales de los ochenta y el periodo
de cambios institucionales que acompañaron las reformas de libe-
ralización de la competencia política previo al inicio de siglo XXI.
Esta mirada procesual es un reto para el uso de las herramientas
del análisis de redes en la historia, pues los grafos analizados has-
ta el momento son acumulados estáticos de vínculos y no un flujo
cambiante en el tiempo.

Una estrategia es hacer una comparativa entre grafos construi-
dos a través de intervalos, a la manera de cortes fotográficos de una
película. Siguiendo el hilo narrativo de este libro, comparo los no-
dos con mayor vector propio en los periodos 1989-2000, 2003-2011
y 2012-2021. En las tablas diez, once y doce muestro la lista de es-
tos nodos, solo considerando agencias del Estado, partidos políticos,
organizaciones sociales y universidades.

En cada periodo de tiempo hay presencia de los gabinetes pre-
sidenciales, con excepción de el de López Obrador, lo que tiene que
ver con la baja conectividad histórica de su partido con las redes
de las instituciones ciudadanas; por su parte, PRI y PAN son par-
te de los nodos más influyentes en los primeros dos periodos pero
no en el tercero, en congruencia con su pérdida de poder en el sis-
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tema de partidos y el ascenso de la legitimidad ciudadana en sus
redes de intercambio, lo que también se verifica con la aparición de
Nosotrxs en la lista 2012-2021; en lo que respecta a organizaciones y
universidades, destaca la presencia de la UNAM en los tres periodos,
acompañada en los últimos dos de su instituto de investigaciones
jurídicas, que duplica su medida de centralidad entre el periodo de
la des-ciudadanización y la elitización, un incremento casi similar al
que experimenta el IETD y, en menor medida, el CIDE y la RRC.

Tabla 10 . Organizaciones más destacadas por vector propio en 1989-
2000.

1989–2000
Nodo Vector Propio
IFE 1.00
Grupo San Ángel 0.70
Consejo General 0.66
MCD 0.57
Consejo Ciudadano del Plebiscito 0.53
PRI 0.47
PRD 0.47
ACUDE 0.47
Causa Ciudadana 0.44
Gabinete Salinas 0.43
Cámara de Diputados 0.43
Gabinete Fox 0.41
ITAM 0.39
Alianza Cívica 0.38
Gabinete Zedillo 0.36
UNAM 0.32
PAN 0.30
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Comité de auditoría al padrón elec-
toral

0.30

Gobierno D.F. 0.26

Fuente: Elaboración propia

Tabla 11 . Organizaciones más destacadas por vector propio en 2003-
2011.

2003–2011
Nodo Vector Propio
IFE 1.00
Consejo General 1.00
IETD 0.64
Gabinete Fox 0.60
CIDE 0.54
IFAI 0.53
COMAIP 0.43
Grandes Problemas Nacionales 0.40
RRC 0.39
ITAM 0.38
Grupo RRC 0.37
Pleno de Comisionados 0.37
Comité Conciudadano 2007 0.36
Senado 0.36
Gabinete Calderón 0.36
Diputados 0.35
UNAM 0.35
IIJ-UNAM 0.34
PRI 0.33
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PAN 0.31

Fuente: Elaboración propia

Tabla 12 . Organizaciones más destacadas por vector propio en 2012-
2021.

2012–2021
Nodo Vector Propio
IETD 1.00
MCCI 0.98
CTE 0.82
CTA 0.81
CIDE 0.75
IFE 0.75
Signos Vitales 0.72
IIJ-UNAM 0.70
Transparencia Mexicana 0.67
Comité de selección del CPC 0.65
RRC 0.65
Nosotrxs 0.63
Consejo General 0.62
UNAM 0.60
Pleno de Comisionados 0.56
PAN 0.55
SENADO 0.50
Cámara de Diputados 0.50
Gabinete Peña Nieto 0.49
CEEY 0.48

Fuente: Elaboración propia
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Otra estrategia es aproximarse a examinar la red completa como un
flujo temporal. La ilustración cinco es una propuesta de visualiza-
ción sobre este proceso histórico a partir de las comunidades más
grandes detectadas en el conjunto de relaciones de afiliación comple-
tas, extendida al contexto previo a 1989 y hasta el 2021. La ilustración
cinco muestra al 90 % de los nodos de la red, distribuidos en doce
comunidades, cada una de un color distinto, y en orden temporal,
de izquierda a derecha.

Interpretada como flujo, hay un periodo previo a la creación
del IFE en el que destacan el PRI y la UNAM como parte de una
comunidad que nutre de relaciones a un momento posterior, en el
que aparecen el IFE, el IETD, el CIDE y los Consejeros Cantú como
nodos destacados; las redes en las que están insertas estos últimos
correspondería al periodo de la ciudadanización, en el que se fu-
sionan múltiples colores. Inmediatamente después hay un corte de
color azul oscuro en el que destacan la COMAIP y el Comité Con-
ciudadano, el primero como manifestación de la naturaleza estatal
de las instituciones de transparencia y el segundo como residuo de
la asociatividad histórica en torno al IFE; poco después aparece la
RRC, con el mismo color del CIDE y la organización Nosotrxs, lo
que será indicativo de los vínculos de sus impulsoras, pero también
de la experticia que comenzó a dominar como característica de la
legitimidad de lo ciudadano en el periodo, o la emergencia de las
organizaciones de la ASC. En este periodo en el que dominan co-
lores oscuros se identifican lazos que conectan al IIJ-UNAM como
nodo temporalmente antecedente a la creación del IFE, pero provee-
dor de relaciones en un nuevo periodo donde el INE y el INAI son
predominantes en los colores azul y verde.
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Ilustración 4. Comunidades de la red histórica que agrupan al 90 % de los nodos,
organizados temporalmente de izquierda a derecha.

Elaboración propia en Gephi.

En síntesis, la ilustración cinco es una buena forma de visualizar cor-
tes en la larga historia de las instituciones ciudadanas en México, y
en general, de la evolución de un campo de relaciones en las que se
fraguó una concepción particular de lo ciudadano como atributo de
legitimidad. La primacía de colores de comunidades donde están el
PRI y la UNAM en el periodo previo a la creación del organismo elec-
toral da cuenta del influjo histórico de relaciones antecedentes en la
coyuntura de las reformas de los noventa; la aparición de nuevos co-
lores, pero con el predominio de la comunidad del IFE representa el
periodo de construcción institucional que acompañó la liberalización
de la competencia política en el ámbito nacional; los colores oscuros
donde están insertas la COMAIP y el Comité Conciudadano son el
periodo de burocratización neoliberal de la participación; finalmen-
te, el predominio de las comunidades del INE y el INAI marcan el
inicio de la era de la elitización y el nuevo rol de las organizaciones
de la ASC.
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C O N C L U S I O N E S

La historia del organismo electoral y el instituto garante de los dere-
chos de acceso a la información pública en México está marcada por
una conflictiva legitimidad ciudadana. Esto es producto de un rema-
nente ideacional del periodo de reformas de liberalización política
de los noventa y de un proceso de ingreso de personas servidoras
públicas al IFE en el tránsito al siglo XXI, vinculadas con iniciativas
de acción colectiva de lucha por el voto libre y los derechos humanos
en el régimen del PRI como partido de Estado.

El análisis de las redes de participación a lo largo de la trayec-
toria de las instituciones ciudadanas tratadas en este libro permitió
examinar las estructuras de relaciones en las que fueron construidas
y en las se fraguó su legitimidad, además que permitió observar ca-
racterísticas de dinámicas asociativas relativas al régimen político
mexicano y su relación con el sistema de partidos. En cierta medida,
esto ofrece una mirada transversal de la historia del modelo de la
democracia construido en este país.

De forma simple, el argumento procesual que desarrollé es que
la trayectoria del IFE/INE e IFAI/INAI está enmarcada en una se-
cuencia de ciudadanización, des-ciudadanización y elitización. Cada
uno de estos procesos fueron observados a través de actores concre-
tos y sus vínculos, identificando agrupaciones, posiciones y medidas
de centralidad con las que inferí la formación de coaliciones como
dominios de agencia en la política pública de la rendición de cuentas,
además de sus actores más influyentes.



La ciudadanización es un proceso identificable entre 1994 y el
2000, primero a través de la creación de la figura de consejeros ciuda-
danos en el IFE vinculados a redes de participación protagonizadas
por medios de comunicación, universidades, agrupaciones de élite
formadas para estimular tanto la democratización como la pacifica-
ción del país, así como organizaciones vinculadas con movimientos
y personas con trabajo de base. Estas relaciones operaron como un
flujo histórico que suministró de legitimidad al organismo electo-
ral a través de personas concretas, con reconocimiento público, que
ingresaron a su estructura directiva y operativa.

El proceso de ciudadanización del IFE ocurrió a través de dos
vías relacionadas con un par de redes; una, de élites académicas
vinculadas con la alta clase política y medios de comunicación, iden-
tificada en la mayoría de los miembros del CG y cuyo nodo repre-
sentativo es el IETD; y otra, vinculada con élites políticas y del aso-
ciativismo prodemocrático, identificada como los Consejeros Cantú.
Ambas refieren a la UNAM, el IETD, la revista Nexos, el periódico
La Jornada, el Movimiento Ciudadano por la Democracia, por men-
cionar los más centrales de toda la red. Pero en el instituto también
operaba un proceso de burocratización desde principios de los no-
venta, nutrido por una red dominada por el PRI y el gobierno de
Salinas de Gortari.

Hacia el año 2000, la legitimidad de la ciudadanización se expre-
só en un instituto confiable que organizó la elección de la que surgió
el primer gobierno nacional de alternancia en el país y en un CG que
ejerció facultades de fiscalización, de forma unida frente a embates
tanto del PRI como del PAN. En el 2003 estos dos partidos hicieron
uso de su mayoría legislativa para renovar el CG con perfiles que,
además de cercanos, mostrarían una ruptura con el arreglo previo de
consensos tanto entre las fuerzas políticas como con agrupaciones
de la sociedad involucradas en el devenir de la institución.
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A partir de este año el primer círculo de relaciones del CG incor-
poraba universidades privadas, organismos empresariales, entida-
des del Estado y al PRI. Las redes asociativas del periodo de reformas
que fueron fuente de cuadros para el proceso de ciudadanización,
se diluyeron. Algunos de estos vínculos se incorporaron en los pri-
meros años de la presidencia de Fox Quesada, pero quedaron poco
conectados con el IFE. Este cambio es indicio del proceso de des
ciudadanización que enmarcó la creación del IFAI, cuyas redes es-
tuvieron compuestas, desde un inicio, por perfiles profesionales con
trayectoria tanto en la administración pública como en el organismo
electoral, inaugurando una relación de endogeneidad.

Paradójicamente, la des-ciudadanización estuvo enmarcada en
una emergente actividad de agrupaciones sociales que ganaron in-
fluencia en las redes del IFE y el IFAI, entre las que destacan, por
su centralidad, el IETD, Transparencia Mexicana, el CIDE, la RRC
y los Comités Conciudadanos que fueron creados frente a la crisis
del organismo electoral en 2006 y 2007. Extendiendo el periodo has-
ta el 2011, las instituciones ciudadanas tendrían entre sus redes de
influencia a algunas de estas organizaciones, tanto por vínculos de
sus autoridades como de su estructura burocrática. Los vínculos
tendrían características de densidad que configuran a agrupaciones
sociales, organismos ciudadanos y los principales partidos del perio-
do como una comunidad, que tomé como indicador del dominio de
agencia en la rendición de cuentas.

En el periodo 2003-2011, tanto el PRI como el PAN fueron parte
de los primeros círculos de influencia del CG y el PC, aunque en el
órgano de transparencia tendió a predominar el segundo partido,
dado que representaba la fuerza gobernante hasta el 2012. Para am-
bos organismos el periodo fue altamente conflictivo; en el caso del
IFE, esto se manifestó en una crisis en la designación de consejeros
que se solucionó mediante la intervención de un comité de notables
con trayectorias en la UNAM, el Estado y redes de participación de
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los noventa. Debido a que la norma contemplaba una consulta con
la sociedad para la designación de las autoridades electorales, consi-
deré este comité como un indicador del carácter elitista que adquiría
la noción de ciudadanía.

Entre 2011 y 2012 también observé indicadores del domino de
agencia: la RRC, que entre sus miembros incluye al IFE y el IFAI; la
AGA; además de la Cumbre por el Gobierno Abierto. En ese sen-
tido denominé a esta red como el dominio de las organizaciones
de la ASC dadas las características de alta profesionalización, acce-
so a recursos y vínculos políticos que estas desarrollaron, y que las
diferencian del grueso de la actividad asociativa de la sociedad.

El dominio de las agrupaciones de la ASC contrastó con un
periodo de contingencia y reformas que inició en el 2012 con una
secuencia de protestas que se puede fechar a partir del movimien-
to #YoSoy132 y se extendieron hasta el 2017. En ese interregno las
organizaciones de la ASC protagonizaron campañas de presión y
eventos, tanto de deliberación pública como de negociación con las
élites políticas, para las reformas que crearon el INE, el INAI y el
SNA. Protestas y reforma fueron procesos poco conectados y como
planteo, el descontento y la desconfianza que entonces se agudizó
hacia las instituciones políticas, alcanzó a las organizaciones de la
ASC relacionadas de manera casi simbiótica con las élites políticas
del PPM.

De manera notable, la red de relaciones del periodo 2012-2014
tiene como centro de influencia al IETD, lo que expresa la centrali-
dad histórica de esta agrupación en la vida del organismo electoral,
predominantemente por el ejercicio de funciones tanto directivas
como ejecutivas de algunas de sus personas afiliadas, que también
fueron parte de las estructuras del instituto de transparencia. La cen-
tralidad de esta agrupación en ese periodo es similar a la del evento
de deliberación pública para la reforma electoral, lo que da cuenta
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de la preeminencia histórica de esta institución en el campo de las
redes de las instituciones ciudadanas.

A partir de las reformas del 2014 mostré observables del proce-
so de elitización de los nuevos arreglos institucionales, tanto a través
de los comités técnicos para acompañar la selección de perfiles para
dirigir el INE y el INAI, que institucionalizaron la influencia de las
organizaciones de la ASC, como mediante el examen de las trayecto-
rias de los nuevos perfiles de las autoridades de ambos organismos,
con mayores características de homogeneidad que en periodos pre-
vios, menos vinculadas con partidos políticos y con agrupaciones
sociales; a partir de este periodo la característica predominante de
las autoridades en las instituciones ciudadanas son trayectorias bu-
rocráticas y de experticia en el Estado, particularmente en agencias
del organismo electoral, de las instituciones de transparencia y otras
de rendición de cuentas, así como del poder judicial.

De manera extendida, en la red configurada en el periodo 2012-
2021 se observa un reforzamiento del dominio de las organizaciones
de la ASC en la política de la rendición de cuentas, con el ingreso de
nuevas agrupaciones y un incremento en el número de partidos po-
líticos en relación con redes previas. Argumenté que esta pluralidad
es aparente, pues no se trató de una nueva estructura de relaciones
sino del reforzamiento de la red de intercambio construida desde
el periodo previo; las nuevas agrupaciones son resultado de circula-
ción de las élites de la ASC y los nuevos partidos, un indicio de la
reconfiguración del sistema de competencia política.

El reforzamiento del dominio de agencia en torno a la rendición
de cuentas y las organizaciones de la ASC ocurrió en el tránsito del
sistema de partidos del periodo post transición, dominado por el
PRI, PAN y PRD, hacia uno de partido predominante, con una ma-
yoría liderada por Morena. El hecho de que la red de intercambio no
se haya modificado sustancialmente tiene como condición las pre-
cauciones institucionales de la autonomía de los organismos, pero
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también da cuenta de la estabilización de los vínculos, del modo coa-
licional del que es constitutivo el reconocimiento de los partidos al
conjunto de actores involucrados en el devenir de las instituciones;
para ser preciso, de determinados partidos, de los protagonistas de
la construcción de un modelo institucional. Este carácter coalicional
permite entender la operación de la red de intercambio como un
espacio de oposición no solo a las iniciativas del ejecutivo para refor-
mar el organismo electoral y la afronta que terminó en la extinción
del INAI, sino como plataforma política que se conformó hacia el
2024.

E L P R O B L E M A D E L A

PA R T I C I PA C I Ó N Y L A

R E P R E S E N TA C I Ó N

Los resultados del análisis de redes en la historia del IFE/INE e
IFAI/INAI son consistentes con hallazgos de otros trabajos sobre las
formas de incidencia política de organizaciones sociales en el perio-
do post transición en México, en los que se observan vinculaciones
de élites políticas, económicas y civiles (Luna, 2020; Salas-Porras,
2018; Zaremberg & de Almeida, 2022). El dominio de agencia per-
teneciente a las agrupaciones de la ASC en torno a la agenda de la
rendición de cuentas, en el que se fraguó una idea de ciudadanía
como atributo de autoridad de determinadas instituciones, es una
manifestación de la estructura bimodal de la institucionalización de
la participación ciudadana en México, o como lo denominan Isunza
y Gurza, el régimen de control social (Isunza Vera & Gurza Lavalle,
2024).

La capacidad de incidencia del conjunto de agrupaciones que
conforman las redes del organismo electoral y el instituto de trans-
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parencia constituye un domino de agencia porque ocurre a través
de puntos de acceso con los partidos políticos, en el poder legislati-
vo, el ejecutivo, judicial y en otras agencias del Estado. La continua
movilización de recursos entre estos ámbitos de afiliación derivó en
su entrelazamiento en una red de intercambio, lo que supone con-
fianza y compromisos (Cook, 2003; Tilly, 2005), por eso es que insisto
en el carácter coalicional de los dominios de agencia, pues implica
convergencias programáticas e ideacionales.

Instituciones ciudadanas como el IFE, el IFAI o el CPC del SNA,
son parte fundamental de un modelo de democracia constituido por
un conjunto de ideas en el contexto de la post transición; son parte
de un proyecto político en el que determinados actores ganaron in-
fluencia y reconocimiento político a través de agendas presentadas
y validadas como ciudadanas. Esto quiere decir que los dominios de
agencia tienen componentes ideacionales, fortaleciendo el argumen-
to de que los vínculos de la sociedad con el Estado están mediados
por proyectos políticos, entendidos como un conjunto de creencias,
intereses, concepciones del mundo y representaciones de cómo de-
bería ser la vida en sociedad (Dagnino, 2004).

Para esta argumentación fue importante tratar a los partidos
políticos como un tipo de actor relacionado constitutivamente con
las agrupaciones sociales en los procesos de construcción de las ins-
tituciones. Pero las formas que adquieren estos vínculos, en tanto
redes, incorporan más tipos de actores, tanto individuales como co-
lectivos (organizaciones). Una de las formas resultantes puede ser
semejante a las redes del IFE en los noventa, en las que se observan
puentes identificables entre el Estado, agrupaciones de la sociedad y
partidos políticos a través de movimientos u organizaciones amplias
y diversas, como el GSA o el MCD. Otra forma es la que se fraguó
hacia el 2011 y se consolidó en años posteriores, en las que hay or-
ganizaciones menos amplias y diversas, que más que puentes son
nodos centrales de una estructura de poder.
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Una comparación justa tendría que partir de cuestionar estas
diferencias entre diversidad y endogeneidad, pues en el primer caso
las organizaciones mencionadas tuvieron un carácter más evanescen-
te, mientras las segundas, son más parecidas a grupos corporativos.
En el capítulo uno sugerí la diferenciación entre estos últimos y los
conjuntos de acción en un continuum que relacioné con modos de
integración en la política pública y vinculación con el Estado. Sugerí
que entre más institucionalizadas las organizaciones, es más fácil
que hayan desarrollado un dominio de agencia; pero esto supone
un problema para la teoría democrática, porque la integración en la
política pública es menos parcial y contingente, condiciones que, de
acuerdo con Tilly (2010), estimulan la democratización de las institu-
ciones políticas.

La trayectoria de las redes de las instituciones ciudadanas ana-
lizada en esta obra da cuenta de estas complejidades en la institu-
cionalización de la influencia social en la construcción del Estado.
Ello está relacionado con el problema de la representación política,
tanto como construcción ideacional como su manifestación en per-
sonas concretas que ejercen facultades de autoridad: representar a
la ciudadanía es materialmente imposible, pero en apelación a los
intereses de este universal se promueven leyes, se construyen insti-
tuciones y se ejecutan decisiones. Todo ello requiere de grados de
reconocimiento que, en la historia aquí examinada, difícilmente se
alcanzaron por un periodo prolongado.

Estas afirmaciones son válidas para el caso del IFE/INE e
IFAI/INAI como instituciones que apelan a una legitimidad ciu-
dadana, como fundamento de sus facultades de regulación sobre
ámbitos nodales para el debate público y la competencia política.
Se trata de casos extremos que, como tal, son instanciaciones exa-
geradas de características comunes a varios casos, que, aplicado a
la democracia mexicana, remiten a los múltiples consejos de políti-
ca pública de la administración pública federal, con un diseño de
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convocatoria a élites y públicos técnicos (Hevia de la Jara & Isunza
Vera, 2012). A estos consejos se pueden extender los problemas de
representatividad de lo ciudadano, aunque sin los niveles de conflic-
tividad del organismo electoral y el instituto de transparencia, por
una menor intensidad de su protagonismo en la vida pública.

Aunque valdría la pena comparar las conclusiones del caso me-
xicano con otro tipo de experiencias, como el Consejo de Participa-
ción Ciudadana y Control Social (CPCCS) en Ecuador o las Veedu-
rías en República Dominicana, el propio proceso histórico analizado
en este libro ofrece unidades diferentes de observación, marcadas
por cambios en el contexto histórico. Y con esto vuelvo al punto ini-
cial de la sección: las articulaciones en torno a la construcción del
IFE en los noventa fueron amplias y diversas en relación con una
coyuntura de reformas mayúsculas al régimen político ¿Se trató de
una excepción histórica?

S O B R E E L M O D E L O H I S T Ó R I C O

En el capítulo dos analicé el proceso de ciudadanización del IFE en
clave de una coyuntura crítica, como un periodo extraordinario de
cambio institucional enmarcado en una contingencia histórica. Más
que replicar la narrativa que combina alteraciones en el contexto con
una función casi heroica de determinados actores en la hechura de
un nuevo camino de la historia, utilicé los problemas de causalidad
contenidos en este modelo, relativos a las condiciones antecedentes
y los eventos de reacción que siguen al cambio.

En una perspectiva relacional de este modelo de cambio y re-
producción institucional, argumenté que la ciudadanización del IFE,
como una innovación institucional, fue una respuesta de reacciones
de las élites políticas y civiles del país a la crisis agudizada por la
rebelión del zapatismo y el asesinato del candidato presidencial del
PRI; pero tanto las ideas del cambio como su posibilidad material
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fueron gracias a redes de personas y organizaciones previamente
articuladas en episodios de lucha por el voto libre, como del con-
trol que siguió ejerciendo el partido de Estado sobre la estructura
burocrática del instituto.

No es una novedad afirmar que el cambio institucional se fra-
guó como resultado de un proceso de disputa entre actores organi-
zados con intereses distintos, pero para comprender la pronta des-
ciudadanización de las redes del organismo electoral y el inicio de
una nueva trayectoria de burocratización es necesario destacar que
la disputa fundacional terminó cediendo a favor de una de las fuer-
zas históricas, o redes, que participaron en ello. En el caso concreto
del IFE, el momento excepcional de la construcción de su legitimi-
dad como organismo ciudadano, dio paso a una continuidad de la
burocratización vía la coalición en el gobierno.

Este resultado histórico tiene sentido en los cambios en el con-
texto político descritos en los capítulos dos y tres, que, de manera ge-
neral, tienen que ver con un nuevo sistema de partidos de tipo plural,
con tres grandes fuerzas políticas dominantes, y una institucionali-
zación de la participación ciudadana que, como he argumentado, se
caracteriza por la emergencia y consolidación de un tipo de asociati-
vidad altamente profesionalizada e influyente en el ámbito nacional,
poco vinculada con el grueso de la asociatividad social. En la inter-
acción de estos procesos y a través de las redes concretas de activi-
dad examinadas en la obra, se configuró la paradójica tendencia de
des-ciudadanización, consolidación burocrática y construcción de
un dominio de agencia de agrupaciones de las ASC. Estos fenóme-
nos aparentemente contradictorios fueron entendidos en el concepto
de burocratización neoliberal de la participación ciudadana.

En términos relacionales, este resultado histórico remite a la po-
ca conexión entre las formas de incidencia de la ASC con la mayoría
de las estructuras organizativas de la sociedad. Esta conjetura no
solo resulta de una interpretación formal de lo observado en el pe-
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riodo posterior a la transición, sino de manera comparada las redes
de la coyuntura de los noventa. Después de la primera alternancia
de gobierno, se interrumpió el proceso de involucramiento de redes
de agrupaciones de la sociedad en la construcción de instituciones,
o, mejor dicho, comenzó una salida por goteo (Isunza Vera, Ernesto,
comunicación personal, el 1 de abril de 2022). La transición retomó
su cauce elitista del periodo previo a la contingencia de los noventa.

En los mismos términos de análisis histórico habría que exa-
minar el cambio institucional del PPM, que podría ser leído como
coyuntura dado que la transformación del IFE y el IFAI se enmarcó
en un conjunto de intensas reformas de Estado, en un contexto crí-
tico de creciente malestar con las instituciones políticas organizado
en las calles y registrado por encuestas de opinión. Pero las reformas
en esta coyuntura estuvieron más orientadas hacia una continuidad
que un cambio, por lo menos las de las instituciones ciudadanas,
que institucionalizaron la influencia que hasta ese momento habían
ganado las agrupaciones de la ASC y las características de élites pro-
fesionales ya fijadas como representación idónea de sus autoridades.

En el periodo abierto en el 2012 el cambio de la coyuntura co-
rresponde al realineamiento electoral, que no solo transformó el con-
texto político en el que se formó la institucionalidad del INE, el INAI
y el novedoso SNA, sino que reconfiguró esta red participativa en
una condición de poca conectividad con la fuerza política predomi-
nante. Retomando la comparación de los noventa, las reformas del
2014 no incorporaron redes que pugnaban históricamente por el cam-
bio político, sino a las protagonistas de la construcción institucional
hasta ese momento.

L E C C I O N E S D E L A S R E D E S

Las herramientas del análisis de redes sociales utilizadas a lo largo
de esta obra, se mostraron útiles y pertinentes para observar estruc-
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turas resultantes de la interacción entre diversos tipos de públicos
en el devenir de dos instituciones particulares que integran el mode-
lo de democracia mexicana construido a partir de los noventa. De
manera general las herramientas son útiles para hacer observables
conceptos y problemas relativos al institucionalismo histórico, la par-
ticipación ciudadana y la representación política en una perspectiva
relacional.

A lo largo del libro utilicé dos medidas de centralidad para in-
ferir la influencia o poder de actores en las redes de participación, el
vector propio y la intermediación. Aunque utilicé ambas para exami-
nar nodos como actores sobresalientes, consideré que la primera es
más adecuada para inferir capacidad de influencia, dado que reve-
la una buena calidad de conexiones de los nodos; en cierta medida
es un indicador de quién es más cercano a los centros de poder. La
segunda medida devela actores con capacidad de estar en medio
de otros, por lo que la consideré apropiada para observar quiénes
tendrían mayores posibilidades de adquirir reconocimiento como
ciudadanos.

Aunque no fue extraordinario que nodos con mayor índice en
ambas medidas coincidieran, el examen de la intermediación apli-
cado a personas regularmente reveló afiliadas a las agrupaciones
de la ASC y los gabinetes de gobierno; incluso, en algunos casos
las personas con mayor centralidad en un periodo fueron designa-
das autoridades de las instituciones en el siguiente. Por su parte, el
vector propio aplicado a las redes de organizaciones y eventos pro-
dujo un acercamiento a organizaciones sociales, universidades con
una centralidad que se incrementó a lo largo del tiempo. Estos datos
revelan no solo actores poderosos, sino un conjunto al que atribuí
incidencia histórica en la construcción de la legitimidad ciudadana
y su materialización institucional, así como ser los productores de
un dominio de agencia.
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Los encajes y dominios de agencia también pueden ser obser-
vados mediante el análisis de redes, no solo como inferencia de con-
juntos de nodos centrales a lo largo del tiempo sino a través de la
detección de comunidades. Esta distribución de relaciones, sin em-
bargo, puede ser objeto de controversia dada la posibilidad de ma-
nipular los estadísticos del algoritmo. En el capítulo uno aclaré el
procedimiento simple que utilicé: fijar una modularidad determi-
nada y verificar si la partición tenía sentido para mi interpretación
teórica. En todos los casos, la tuvo.

En esta reflexión los eventos merecen un tratamiento aparte,
pues como argumenté, estos pueden considerarse organizaciones en
tanto son conjuntos de acción; sin embargo, su carácter altamente
evanescente complica su tratamiento en una red con temporalidades
mucho más largas que su existencia. El análisis de los eventos mere-
ce una exploración futura, con mayor profundidad, pues comparar
su vector propio con el de agrupaciones más estables requiere ma-
yor discusión sobre qué significa su influencia en la historia, lo que
debe complementarse con su papel de cohesionador de diferentes
mundos de actividad, que, por más efímero que sea, puede derivar
en lazos latentes a lo largo del tiempo.

D E V U E LTA A L A M A R E A R O S A

Cuando miles de personas se convocaron en diferentes ciudades del
país en defensa del IFE como una institución de la ciudadanía, se
referían, por un lado, a un hecho histórico interpretado en una na-
rrativa política, y, por otro, a un espacio de influencia civil particular.
El hecho es que este organismo fue producto de disputas en las que
participaron agrupaciones ciudadanas que lucharon por la demo-
cratización de la vida política en el país, que no solo demandaron
su creación, sino que se involucraron en su construcción; la narrati-
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va política presenta a esta energía ciudadana como acción heroica
independiente de los partidos, cuando su capacidad de incidencia
dependió en medida de sus vínculos. En lo que respecta al espacio
de influencia civil, se referían al dominio de las agrupaciones de la
ASC.

El mimetismo de las protestas en contra de la reforma electoral
propuesta en el sexenio de López Obrador con el color institucio-
nal del INE, que operó como identidad de la alianza opositora en la
campaña electoral del 2024, no solo fue producto de una lectura prag-
mática de actores que convergieron en una plataforma de defensa
institucional, sino una consecuencia histórica de una red de inter-
cambio que se consolidó en el periodo de la post transición en torno
a la rendición de cuentas y a instituciones altamente especializadas,
como el organismo electoral, el INAI o el SNA.

El rol de Woldenberg como orador único de la primera marcha
de la Marea Rosa es indicador de su legitimidad histórica como re-
ferente de esta red. La selección de Córdova Vianello como vocero
en la última, junto a la candidata de la alianza PRI, PAN, PRD, re-
fuerza el argumento sobre la alta influencia de la organización a la
que pertenecen ambos ex consejeros, el IETD. La relevancia del insti-
tuto electoral es de un gran peso para esta red que, pese a también
contener al INAI, no se movilizó de la misma manera para evitar
su extinción. Hay una razón práctica que tiene que ver con el valor
estratégico del organismo que regula la competencia política, pero
también hay una explicación de la propia estructura relacional que
apunta a que esta institución nunca experimentó un proceso de ciu-
dadanización y siempre tuvo más articulaciones con autoridades del
Estado.
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C O N S T R U C C I Ó N D E L A B A S E D E

D AT O S

Las redes analizadas en esta obra están basadas en una base de datos
propia, elaborada entre el 2022 y el 2024 a partir de la revisión de
fuentes hemerográficas, páginas web, libros, directorios de organi-
zaciones y entrevistas con informantes clave. El objetivo de la reco-
lección de datos fue construir una base de afiliaciones, es decir, de
personas participantes en organizaciones y eventos en los periodos
teóricamente delimitados para el rastreo de procesos en la historia
del organismo electoral y el instituto de transparencia.

La lógica de recolección de los datos fue similar a una estrategia
de bola de nieve, en el sentido de que una persona, organización u
evento devela vínculos significativos con otros, para continuar con
el procedimiento. Sin embargo, no partí de una delimitación inicial
de un universo de interés. Aunque inicialmente el proceso de bús-
queda de información fue realizado a manera de experimentación,
en la práctica seguí una lógica de recolección radial de datos. Utilizo
este término para explicitar que la búsqueda de personas, eventos y
organizaciones siempre estuvo orientada por un radio de interés: las
instituciones ciudadanas. Aunque inicialmente esto puede aseme-
jarse a una red egocentrada, en algunos momentos la búsqueda de
información de afiliaciones derivó en ventos históricos o de directo-
rios de organizaciones relevantes que podrían considerarse fuera del
ámbito de las instituciones, a manera de nuevas vías de indagación,
para después volver al centro de interés.

A manera de ejemplo, expongo el caso de los consejeros ciu-
dadanos de 1994. Indagué las instituciones donde estudiaron, las
organizaciones públicas y privadas de sus afiliaciones laborales pre-
vias, su participación en agrupaciones sociales o políticas, así como
en eventos históricos relevantes y medios de comunicación. Como
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un segundo paso adicioné información sobre con quiénes compar-
tían vínculos, es decir, quiénes más participaban en la empresa, uni-
versidad, agrupación, partido o periódico31. En este punto podía
adicionar un nuevo paso o no, dependiendo de la relación de las
personas y organizaciones con el interés histórico; por ejemplo, si un
consejero participó en la fundación de una revista, las personas de
ese directorio llevan a otras organizaciones o eventos, a partir de los
cuáles se puede iniciar una nueva búsqueda de datos de afiliación
y nuevos pasos. Cuando los datos perdían referencia histórica, la
estrategia fue volver al centro de las instituciones ciudadanas.

Adicionalmente, incorporé datos de afiliaciones no orientados
por el interés radial pero sí por la relevancia analítica dada al contex-
to histórico. Con esto me refiero a los gabinetes presidenciales de los
gobiernos incluidos en el periodo, así como dirigencias de partidos
políticos y de las bancadas partidistas en el legislativo.

Los datos fueron sistematizados en tablas indicando el nombre
de la persona, la entidad de afiliación, el tipo de entidad (partido,
organización social, universidad, agencia del Estado, evento, etc.),
el vínculo y los años en los que la relación fue identificada. El dato
temporal fue de especial interés para la modelación de las redes; en
ocasiones la información no estaba disponible o no pudo ser verifi-
cada, por lo que utilicé estimadores con un criterio de congruencia
histórica, debido a que la ausencia de datos afectaría más a la cons-
trucción de la red que su precisión. La tabla trece es un ejemplo de
cómo la información fue sistematizada:

31Regularmente los directorios o listas de participantes son incompletos
o contienen demasiadas personas que rebasan el interés de vínculos signi-
ficativos, por lo que la información está delimitada a núcleos organizativos
o mandos superiores.
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Tabla 13. Ejemplo de sistematización de afiliaciones.

Nombre Afiliación Año Inicio Año Fin Nota

ABEL BARRE-
RA HERNAN-
DEZ

IFE 2000 2003 CONSEJERO DIS-
TRITAL

ABEL BARRE-
RA HERNAN-
DEZ

CONSEJER-
OS CANTU

2000 2003

ADOLFO
AGUILAR
ZINZER

MCD 1992 1992 MOVIMIENTO
CIUDADANO
POR LA DEMO-
CRACIA

ADOLFO
AGUILAR
ZINZER

DIPUTADOS 1994 1997 DIPUTADO
FEDERAL

ADOLFO
AGUILAR
ZINZER

CC_ PLE-
BISCITO

1993 1993 CONSEJO CIU-
DADANO DE
OBSERVACION
DEL PLEBIS-
CITO EN EL
DF
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ADOLFO
AGUILAR
ZINZER

PRD 1994 1994 Campaña de Cár-
denas

ADRIANA FA-
VELA HERRE-
RA

IFE 2002 2005 SUBDIRECTORA
DE QUEJAS,
DIRECCION
JURIDICA

ADRIANA FA-
VELA HERRE-
RA

TEPJF 1998 2002 SECRETARIA
INSTRUCTORA
DE LA SALA
SUPERIOR

ADRIANA FA-
VELA HERRE-
RA

TEPJF 2005 2008 MAGISTRADA
DE SALA TOLU-
CA

ADRIAN
ALCALA
MENDEZ

INAI 2014 2020 SECRETARIO DE
ACCESO A LA
INFORMACION

ADRIAN
ALCALA
MENDEZ

INAI 2020 2024 COMISIONADO

ADRIAN
ALCALA
MENDEZ

COMAIP 2013 2013
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ALFREDO FI-
GUEROA FER-
NANDEZ

COMITE
CONCIU-
DADANO
2007

2007 2007 Integrante

ALFREDO FI-
GUEROA FER-
NANDEZ

ALIANZA
CIVICA

1994 1995 Fundador

ALFREDO FI-
GUEROA FER-
NANDEZ

PAN 2018 2018 coordinador de
análisis político
de Anaya

ALFREDO FI-
GUEROA FER-
NANDEZ

IFE 2005 2006 Consejo local

ALFREDO FI-
GUEROA FER-
NANDEZ

CONSEJO
GENERAL

2008 2013 CONSEJERO

Fuente: Elaboración propia

Las tablas utilizadas para el análisis de las redes en los
diferentes cortes de tiempo están disponibles en Github:
https://github.com/Hemgum/Redes-organismosciudadanos-
Mx
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M O D E L A D O Y T R ATA M I E N T O D E L A

R E D

La red fue analizada con el software Gephi versión 0.10 a través
de dos formas: grafos bipartititos a partir de los datos de afiliación
y grafos unimodales resultado de la proyección de la red original
hacia relaciones solo entre unidades de afiliación y solo entre perso-
nas. Los cortes temporales fueron hechos a través de la herramienta
de selección del programa, obteniendo redes particulares para cada
periodo, en las que fueron eliminados los nodos sueltos; es decir,
siempre se analizaron grafos completos. Como mencioné en la in-
troducción, la detección de comunidades fue hecha con el algoritmo
Leiden. Los parámetros usados en todos los casos fueron el uso de la
función modularidad, una semilla aleatoria fija en el número siete y
una resolución variable en cada caso; esta última no fue una decisión
enteramente arbitraria, sino guiada por la obtención, como mínimo,
de un índice de calidad de modularidad mayor a .60. En la gran
mayoría de los casos, esto fue suficiente para que las comunidades
resultantes tuvieran sentido de acuerdo al análisis histórico.
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F U E N T E S D E

I N F O R M A C I Ó N

Entre las fuentes utilizadas para extraer información de afiliaciones
enlisto, de manera no exhaustiva (pues se complementan con la bi-
bliografía), las siguientes:

Periódico La Jornada en versión impresa y online

Periódico El Universal online

Revista Nexos versión impresa y online

Revista Proceso versión impresa y online

Revista Este País versión impresa

https://www.memoriapoliticademexico.org

Entrevistas:

Jesús Cantú Escalante

Clara Jusidman de Bialostozky

José Woldenberg Karakowsky

Ricardo Becerra Laguna

Ernesto Isunza Viera
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